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Introducción
Malik Tahar-Chaouch y Martín Aguilar Sánchez
En México, el cambio político remite, primero, a la sustitución del ex partido hegemónico por partidos de la oposición, tanto en el gobierno federal como en los otros niveles de gobierno, en lo que se conoce como “la transición a la democracia”, lo cual posibilitó la alternancia política, y, en segundo lugar, la llegada al poder del Movimiento de Regeneración Nacional (Morena), aventajando a los partidos que dominaban el escenario de la transición, es decir, el Partido de Acción Nacional (pan), el Partido de la Revolución Democrática (prd) y el mismo Partido Revolucionario Institucional (pri). Si bien existen ciertas continuidades entre ambos escenarios, la ascensión de Andrés Manuel López Obrador (amlo) y de su movimiento político al poder supuso la liquidación del imaginario de la “transición democrática”, concomitante con el giro neoliberal iniciado dentro del régimen priista, anunciando un “cambio de régimen” y el “fin de la era neoliberal”.
En primer lugar, el cambio político implica un cambio de partido en el poder y, por ende, un cambio en las élites políticas que acceden al gobierno por la vía electoral y, en un sentido más general, la mutación de esas mismas élites políticas, incluso desde antes de que se consumara el cambio político como tal: dentro de la misma élite del poder en el periodo del pri hegemónico. Se trata simultáneamente de un proceso de pluralización partidista y de la diferenciación de las élites políticas que se implican mutuamente pero no se confunden. No obstante, el cambio político abarca muchos otros niveles de análisis como el régimen político, las políticas públicas y la relación con los actores sociales, e involucra las dimensiones de la cultura política, el modelo de sociedad y la acción colectiva.
En un primer momento, el cambio político se problematizó en los términos de una oposición entre el antiguo régimen autoritario y la instauración y consolidación de un régimen democrático (Cansino, 2000). Sin embargo, además de los elementos de continuidad del antiguo régimen, en parte debida al énfasis electoral de la transición en detrimento de la refundación del régimen (Merino, 2003), el cambio fue mirándose cada vez más desde la perspectiva de la imposición del modelo neoliberal y de la construcción de una “democracia autoritaria” (Meyer, 2013), cuyas dinámicas tecnocráticas en el marco de la instauración de un sistema electoral competitivo se combinaban con los elementos heredados del viejo régimen, lo cual abarcaba tanto las dinámicas de las élites políticas como los distintos niveles de análisis antes mencionados. Hoy el gobierno morenista suele verse como una regresión, en relación con el proceso de democratización; un salto cualitativo respecto al pasado o como la reproducción desplazada de lo mismo.
En el cuerpo académico Estudios Sociohistóricos del Cambio Político, el cambio político como proceso e imaginario se problematiza desde los dos polos extremos y, al mismo tiempo, inseparables de la política institucional y de la reconfiguración de las élites políticas, por un lado, y de los movimientos sociales y los distintos tipos de relación que construyen con la esfera institucional, por otro. El cambio político y la acción colectiva involucran distintas temporalidades: global, nacional, subnacional y local, en particular en el estado de Veracruz, donde el fin de la hegemonía priista en el gobierno estatal se consumó hasta 2016. Su problematización articula el análisis del presente con la dimensión histórica, y se da lugar a los debates sociopolíticos actuales que rebasan e implican los procesos mexicano y veracruzano.
Este libro no pretende ser exhaustivo en cuanto a los distintos planos de análisis esbozados. Tampoco es un libro sobre la llamada “cuarta transformación”, aunque los textos presentados hayan sido redactados dentro de ese escenario y mantengan algún tipo de relación, más o menos explícita, con el mismo. Se trata de una presentación de reflexiones e investigaciones que constituyen varias maneras de acercarse al tema del cambio político y de la acción colectiva en México y en Veracruz. Algunas se centran en el cambio y en las élites políticas propiamente dichos y otras indagan en los movimientos sociales. Los trabajos asumen un nivel global, nacional, subnacional y/o local de análisis y se centran en el momento presente y/o se colocan en perspectiva histórica.
El libro se abre con un ensayo, “Andrés Manuel López Obrador, presunto populista: un recorrido por la controversia sobre el populismo y algunas reflexiones” de Malik Tahar-Chaouch, que ubica el liderazgo, el movimiento y el gobierno de amlo –a menudo acusado de ser “populista”– en la discusión sobre los populismos y los neopopulismos, tanto en el ámbito global como en el latinoamericano, en torno a tres visiones: la liberal-conservadora implicada en la crisis actual de la ciencia política, la marxista con sus límites y la desarrollada por Laclau en La razón populista (2005), junto a las críticas que este libro provocó.
El siguiente trabajo, “Cambio político 2018 y ciclo de protesta” de Jesús Eduardo Medina Gutiérrez, se pregunta por el impacto de las movilizaciones sociales recientes –por ejemplo, el movimiento antiimposición de 2012, Ayotzinapa y el movimiento magisterial– en el proceso de alternancia de 2018 en México, sobre el tipo de cambio político que supuso la alternancia y sobre sus relaciones con los distintos actores sociales. Todo ello a partir de un análisis de la relación histórica entre la acción colectiva y la política institucional, y de las características actuales del ciclo de protesta.
Posteriormente se presentan dos trabajos específicamente enfocados en los movimientos sociales en el estado de Veracruz. El primero, “Acción colectiva y movimientos sociales en las Grandes Montañas de Veracruz” de Gualberto Díaz González, da cuenta, como indica su nombre, de las luchas sociales en la región de las Grandes Montañas del estado de Veracruz, donde predominan poblaciones indígenas, con base en una lectura histórica de estas y en una reflexión sobre los marcos teóricos para interpretarlas. El segundo, “Movimientos y luchas sociales: de lo nacional a lo subnacional y lo estatal” de Martín Aguilar Sánchez, plantea una reflexión sobre los movimientos sociales en México, deteniéndose especialmente en los procesos de la acción colectiva en el estado de Veracruz durante el periodo de 2000 a 2018; es decir, a partir del momento en el que se dio la primera alternancia política a nivel nacional, con énfasis en las luchas socioambientales, las movilizaciones magisteriales, las resistencias indígenas y la red ciudadana contra la inseguridad.
Finalmente, el libro se cierra con el trabajo de Ricardo García Jarillo, “Cambios y continuidades en las élites políticas veracruzanas en el contexto de la transición a la democracia: el caso de la camarilla política de Dante Delgado Rannauro”, que estudia el caso de una camarilla política que, dentro del marco de la transición mexicana, migró del pri a la oposición de izquierda en el estado de Veracruz, lo cual da cuenta de los cambios y las continuidades en las élites políticas veracruzanas antes de la llegada de Morena al gobierno estatal, ya que, después de la alianza inicial entre Dante y amlo, el líder político veracruzano fue desplazado y se encuentra ahora en la oposición.
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Andrés Manuel López Obrador, presunto populista: un recorrido por la controversia sobre el populismo y algunas reflexiones
Malik Tahar-Chaouch
Introducción
El populismo es sin duda un tema polémico. Durante su ascensión política y ahora como presidente de México, Andrés Manuel López Obrador (amlo) ha sido el blanco sistemático de ataques político-mediáticos, alimentados por analistas políticos e intelectuales, que lo han acusado de ser populista. El término sirve por supuesto para descalificar con fines electorales y políticos; por tal motivo, sus seguidores han denunciado una campaña de calumnias.
Amén de esto, el populismo es un tema ineludible de la teoría política, que ha tenido múltiples conceptualizaciones y aplicaciones. Tanto en la perspectiva liberal como marxista, el término tiene efectivamente una connotación negativa. No obstante, el populismo puede también ser una identidad política asumida y tomar un valor positivo en la teoría política, como en La razón populista (2005) de Ernesto Laclau. De hecho, Chantal Mouffe ha planteado el imperativo de una estrategia populista de izquierda. amlo y su Movimiento de Regeneración Nacional (Morena) parecen encajar con ella. En fin, la cuestión populista tiene muchos ángulos y se plantea en un campo de batalla que tiene muchos frentes, lo cual rebasa las campañas negativas y su denuncia.
En América Latina, el populismo tiene una particular resonancia, ya que es la región del mundo donde el fenómeno se ha consolidado señaladamente, por lo que existe una impresionante literatura académica al respecto. A partir de la década de 1930, los países latinoamericanos fueron el teatro de gobiernos y de movimientos populistas o nacional-populistas de masa que tuvieron una longevidad significativa y cuyo impacto se extendió más allá del periodo que abarcaron. Después de cierto eclipse, el populismo volvió a estar en el centro de la discusión, a partir de la década de los noventa. En un libro colectivo, publicado en 2012 por la Universidad Javeriana de Bogotá y titulado El eterno retorno del populismo en América Latina y el Caribe, Nikolaus Werz define tres olas populistas en América Latina: la del populismo histórico, que se extiende entre los años treinta y cincuenta del siglo xx; la del populismo neoliberal de la década de los noventa, donde destacaron los gobiernos de Menem y Fujimori en Argentina y en Perú; y la del populismo de izquierda, que se inició a finales de la misma década con el gobierno de Hugo Chávez en Venezuela (Werz, 2012: 181-197). Con la llegada de Jair Bolsonaro a la presidencia de Brasil, que de alguna manera hace eco a la de Donald Trump en Estados Unidos, se vislumbra una ola populista de ultraderecha. Hasta cierto punto, el gobierno de Álvaro Uribe, en Colombia, ya la anunciaba, pero fue más bien asociada a la segunda ola, combinada con la reacción neoconservadora en el contexto de la administración Bush y de los atentados del 11 de septiembre de 2001. Las tres olas posteriores al “populismo histórico” son sucesivas, pero también superpuestas, por lo que se ha evocado una nueva era populista, caracterizada por la fragmentación del fenómeno, a diferencia de los nacionalpopulismos de los años treinta, que conservaban una relativa unidad.
Evidentemente, América Latina no tiene el monopolio del populismo. Desde el siglo xix surgieron movimientos populistas en Rusia y en Estados Unidos que fueron los pioneros del fenómeno en la era contemporánea. Étienne Balibar observa que, en Europa, el término sirve hoy para designar de forma genérica a los movimientos nacionalistas y xenófobos que se oponen a una Europa supranacional y se caracterizan por su islamofobia e intolerancia a las minorías, puntualizando el hecho de que, mientras para algunos observadores no se debe establecer equivalencias sencillas entre el populismo y el fascismo o neofascismo, otros estiman que el término es un eufemismo.1 Movimientos de izquierda, como Podemos en España y la Francia Insumisa, han sido también calificados como populistas. En realidad, el populismo parece ser la regla y no la excepción. Solo para tomar el caso de Francia, se han señalado tendencias populistas en el gobierno conservador de Sarkozy (2007-2012) y en el gobierno actual de Macron, considerado el más neoliberal que ha tenido el país. Aun la explosión reciente de protestas que han tomado la calle en Francia y en muchas otras latitudes ha generado debates en torno a sus presuntas tendencias populistas.
Lo que vemos es que hay una idea, compartida en diferentes regiones del mundo, de un auge de los populismos, o más bien que se está planteando una era populista mundial. Se ha cuestionado esta idea, sosteniendo que equiparar procesos políticos tan diversos y antagónicos bajo la etiqueta de ‘populismo’ oscurece el análisis y vacía el concepto de sustancia histórica. Sus aplicaciones actuales responderían a intereses particulares y a una falta de rigor intelectual. Al contrario, se ha planteado que la coincidencia de una diversidad de movimientos y gobiernos populistas, así como el carácter difuso del fenómeno, son un dato que singulariza el momento político, si bien sus lecturas divergen.
Este artículo no desarrolla un análisis del movimiento y del gobierno de amlo, pero busca ponerlo en una perspectiva internacional e histórica a través de la controversia sobre el populismo, según la cual distinguiremos tres visiones y examinaremos sus límites respectivos para cerrar con algunas breves reflexiones. Las mencionadas visiones son las siguientes:
1. La liberal-conservadora, de corte empírico, que circula entre las fronteras difusas del sentido común, del discurso político-mediático y de la ciencia política para formar la doxa que domina las valoraciones actuales del populismo. 
2. La marxista, basada en el materialismo dialéctico y también crítica del populismo, que fue en otra época preponderante en las ciencias sociales y en el militantismo de izquierda. 
3. La desarrollada por Ernesto Laclau en La razón populista, la cual se ubica en la continuidad del proyecto posmarxista de la democracia radical y cuya apología del populismo conceptualizado como una lógica de construcción de lo político se opone a las dos anteriores.
Una precisión preliminar
En la tipología aristotélica sobre las formas de gobierno, la demagogia designaba a la forma degradada del gobierno de la multitud, vinculado a los intereses particulares de los más pobres, ejercido fuera de la ley y entregado a los demagogos, en detrimento del bien común. El gobierno de la multitud encontraba su forma virtuosa en la politeia o república, cuando buscaba la equidad y el bien común. Hoy, la demagogia no designa una forma de gobierno, pero es uno de los atributos asignados al liderazgo populista. Asimismo, se han hecho paralelos entre la demagogia de Aristóteles y el populismo asociado al resentimiento social, al desprecio por las instituciones y al ejercicio arbitrario del poder. Existen sin duda elementos transhistóricos en la descripción y en las apreciaciones normativas de los fenómenos. Sin embargo, los gustos modernos por la democracia no encuentran su más seguro aliado en Aristóteles. Como sabemos, el filósofo griego no consideraba que la monarquía, la aristocracia o la politeia fueran per se una mejor forma de gobierno; discriminaba entre sus formas virtuosas y degradadas, cuando se ejercían a favor o en contra del bien común. Tampoco existe una equivalencia entre los conceptos. No se trata aquí de entrar en una comparación entre el pensamiento aristotélico y la teoría política moderna. Lo primordial es que las concepciones modernas de la política y de la sociedad, así como las mismas concepciones de la democracia no se corresponden ya con el pensamiento de la antigüedad. Por lo mismo, el problema moderno del populismo es inseparable de las condiciones históricas en las que surge y se piensa. Si la categoría de “pueblo” está en el centro de la controversia, lo cual involucra su ambigüedad semántica, ya que se relaciona con el populus latino, el demos griego de la democracia ‒el marco de la ciudadanía‒ y con la plebs, la plebe, los más desfavorecidos, el problema no es solamente semántico.
La doxa liberal-conservadora
La doxa sobre el populismo está compuesta de nociones recurrentes que no forman un conjunto coherente, ya que implica tendencias distintas y a veces contradictorias, pero que en lo fundamental coinciden con el pensamiento liberal-conservador. La doxa combina la inclinación conservadora por la preservación del orden social adecuado al liberalismo e implicada en su génesis con la fetichización liberal de la representación, de la estabilidad institucional y del consenso que busca neutralizar los conflictos y tiende también al conservadurismo.
Desde esa perspectiva, la unificación de una identidad popular en el antagonismo construido con las élites se opone simétricamente a la democracia, al pluralismo y a la coexistencia pacífica. A su vez, el énfasis populista en la participación es denunciado por brincar las instancias representativas y autonomizarse del marco institucional mediante la relación directa que se crea entre el líder populista y las masas; pero no únicamente, ya que protestas recientes han sido descalificadas bajo el mismo argumento. Es latente en el lenguaje común: cualquier cuestionamiento a las distinciones sociales institucionalizadas se llama “populismo”.
El combate al populismo se presenta entonces en los términos del demos contra la plebs, de la única democracia posible contra las falsas promesas populistas y de la interlocución ciudadana contra la irracionalidad de las masas. Se observa que el populismo irriga demandas populares de igualdad y de cambio, pero para legitimar un poder arbitrario que amenaza la representación, las instituciones y la misma democracia. El populismo responde también a demandas de protección y de conservación de la colectividad favorables a la instauración de un “poder fuerte” que nivela las distinciones sociales en la construcción de una identidad excluyente para asaltar a la democracia y al orden civilizado.
Las apreciaciones del fenómeno se vinculan con el anticomunismo del siglo xx y con el discurso sobre el totalitarismo, donde el elitismo conservador y el pluralismo liberal lo relacionaban con el igualitarismo, el concepto de voluntad general y las aspiraciones a un cambio radical. La materialización del comunismo soviético y su concentración burocrática del poder, el culto de la personalidad y el control totalitario de la sociedad demostraban el carácter paradójico de esas aspiraciones. Se decretó que la perspectiva de la abolición de la sociedad capitalista, asimilada a la destrucción de la civilización, no podía haber tenido otro destino. La etiqueta “comunista” se extendió a un sinnúmero de movimientos y de corrientes de pensamiento que promovían ideas de igualdad, de justicia y de transformación social. 
A su vez, si el fascismo exaltaba el culto al jefe, la jerarquía y la disciplina militar, se observaba también que había significado la ruina de las élites, de las instituciones y de los símbolos que habían sostenido al mundo civilizado, a través de un sentimiento igualitario de pertenencia comunitaria a la nación y a la raza concebidas en oposición a grupos inferiorizados, privados de derechos. La respuesta anticonservadora y antiliberal del fascismo a la amenaza comunista y su doctrina racista se veían entonces como la otra cara del totalitarismo vinculado con la irrupción política de las masas. En el discurso sobre el totalitarismo no se hacía ya ninguna diferencia entre el comunismo y el fascismo, estableciendo una simetría aritmética entre el terror comunista y los crímenes fascistas, donde el enemigo genérico era el socialismo.
En América Latina, Enrique Krauze y Gloria Álvarez son ejemplares de las continuidades del anticomunismo y del discurso sobre el totalitarismo en la doxa antipopulista. Después de establecer ciertas generalidades, donde recuerda que el populismo no es una “ideología”, ya que puede ser de derecha o de izquierda, sino un “poder” caracterizado por la demagogia de un líder que pretende encarnar la voluntad popular y relacionarse directamente con las masas, dándose incluso el lujo de contrastar la indefinición de la categoría de pueblo con el concepto de clase social, el historiador mexicano esboza una interpretación del fenómeno. Para él, la retórica populista se singulariza por la promesa engañosa de un paraíso en la tierra, su visión maniquea de la sociedad y la búsqueda de chivos expiatorios, donde resalta el fomento del odio de clase. Es la forma vulgar de presentar el comunismo, la cual hace eco de una célebre frase de Karl Popper que recoge la esencia del pensamiento liberal: “Aquello que nos promete el paraíso en la tierra nunca produjo nada, sino un infierno”. De hecho, aun teniendo la prudencia de no clasificarlo entre los líderes populistas, Krauze ejemplifica la falsa promesa populista con Fidel Castro.2
Sin tantos rodeos, la apasionada crítica del antipopulismo político-mediático señala al socialismo como el enemigo fundamental escondido detrás de la máscara populista y defiende la tesis de que el populismo es un subtipo de socialismo, al igual que la socialdemocracia y el fascismo, es decir, todo lo que tiene pinta de reformismo social, para contraponer la consigna de la “república del siglo xxi” al proyecto chavista del “socialismo del siglo xxi”. Al igual que durante la Guerra Fría, América Latina se convierte en el terreno de una “cruzada civilizacional”. La politóloga guatemalteca contrasta el atraso latinoamericano –su atavismo hispánico y la nefasta influencia de la Ilustración francesa, responsables de la corrupción, la pobreza y las dictaduras endémicas– con la modernidad anglosajona y los grandes avances civilizacionales que supondría la total libertad económica.3
La crisis de la ciencia política
Una de las explicaciones del auge actual de los populismos es precisamente la desigualdad social y la pérdida de control democrático derivadas de la dictadura del mercado. Los conceptos de desdemocratización y posdemocracia (Crouch, 2004) dan cuenta de un retroceso generalizado, donde los pactos democráticos institucionalizados en el nivel de los Estado-nación han sido rebasados, cooptados y vaciados de contenido por la desregulación económica y por la gobernanza neoliberal en la nueva fase de la mundialización capitalista. Junto al populismo de izquierda, el apoyo popular a los partidos de extrema derecha se ve como una respuesta a la desdemocratización, a la concentración de las riquezas y a la uniformización de las políticas de derecha y de izquierda, in fine a la monstruosidad de una “democracia sin pueblo".4
Otros señalan que el populismo de derecha lleva la ventaja y que su auge no se explica principalmente por factores socioeconómicos, sino como la consecuencia de la inseguridad cultural y de ideas decadentistas en un entorno mundializado. Así, para Erik Kaufmann, la elección de Trump se debe al voto étnico blanco, al rechazo de la inmigración y al sentimiento de la fragilidad de las identidades, sustituyendo el clivaje entre “los que creen en la idea de diversidad y de cambio” y “los que creen en la homogeneidad étnica y menos en el cambio” a la percepción que se tiene de su posición en la jerarquía social. Incluso entre los sectores populares blancos que votan por la extrema derecha, Kaufmann constata que el desempleo y la pobreza cuentan menos que el tema de la inmigración (Kaufmann, 2018). En Francia, Laurent Bouvet explica el malestar identitario francés por el desarrollo de las reivindicaciones étnicas y del multiculturalismo, en detrimento de la “cuestión social” y del integracionismo republicano (Bouvet, 2015). Esos planteamientos reducen el problema a un “malestar identitario” que tienden a legitimar para evitar ir a las raíces del problema y hasta a asignar la responsabilidad del racismo a las poblaciones contra quienes está dirigido.
Finalmente, Andrés Velasco ha minimizado los factores económicos y culturales, resaltando que los que votan por los partidos populistas no son los más desfavorecidos y que el populismo prospera en países donde ha habido políticas redistributivas, así como en países donde hay muy poca inmigración.5 Para él, el populismo se explica principalmente por factores políticos, debido al desgaste de las élites, a la corrupción y a la arrogancia. El discurso contra las élites es indudablemente un elemento transversal a todos los populismos, incluyendo el populismo neoliberal, pero no puede asignarse únicamente a la corrupción y a la arrogancia, ni desvincularse de procesos sociales más amplios. El desgaste de las élites es también un síntoma de la ausencia de grandes proyectos colectivos y del auge de las tecnocracias. Asimismo, la racionalidad del mercado y el imperio de la publicidad, donde la política se ha convertido en una actividad empresarial como cualquier otra, se cristalizan en nuevos tipos de partidos y de movimientos que rebasan las organizaciones partidistas tradicionales, al mismo tiempo que la resistencia que suscitan busca organizarse fuera de los partidos. Esos factores, ligados con la desdemocratización y la competitividad, potencian la apatía democrática de abajo a arriba y la reactividad, en particular en los enclaves territoriales.
La extrema derecha ha sido efectivamente pionera en explotar el tema de la corrupción bajo el lema “Todos podridos”. También ha sabido explotar el sentimiento relativo a la arrogancia y al desprecio de las élites políticas, haciéndose ver desde su glorioso aislamiento como el partido de los pestíferos. En algunos casos, se ha mencionado el trabajo de proximidad de los partidos de extrema derecha con poblaciones abandonadas, pero sobre todo se ha señalado su flexibilidad estratégica, así como su uso eficaz del marketing político y de las nuevas tecnologías. Sin embargo, nada de eso habría podido tener resultados concretos sin haberse cruzado con preocupaciones sociales.
Durante mucho tiempo, el voto de extrema derecha ha sido interpretado como un voto protestatario que no tenía dónde más canalizarse. Así, en Francia se ha observado la transferencia del voto comunista hacia el Frente Nacional. En realidad, por muy volátil que sea, el voto de extrema derecha dibuja un mapa ya repetitivo y, si bien se extendió significativamente a regiones rurales y a antiguos territorios de la Revolución industrial en la prolongación de la integración nacional y de la desestructuración social de la clase obrera, se ha resaltado bastante que fue impulsado por capas medias urbanas y periurbanas. En fin, no se trata aquí de desarrollar un análisis electoral, pero la idea del voto protestatario no resiste la prueba del tiempo, ni responde a la amplitud y al enraizamiento del fenómeno, ni al hecho de la emergencia de una izquierda antineoliberal que no logra revertirlo. Lo que sí se vislumbra es una convergencia entre grupos sociales relegados o temerosos de serlo, lo cual, más que perfiles psicológicos, define tendencias sociológicas ya experimentadas en Europa.
La obsesión por la identidad nacional y su trasfondo supremacista, que rebasan las fronteras nacionales, se vincula más bien con la defensa de privilegios no únicamente económicos y con el sentimiento o el temor de la desclasificación social en la competencia generalizada instaurada por el neoliberalismo, donde se agudizan las contradicciones sociales e internacionales. La mundialización capitalista no elimina las barreras territoriales: las multiplica. Tampoco puede prescindir del Estado-nación: lo rediseña constantemente. En ella, el racismo no es un arcaísmo persistente, un mecanismo contingente o un problema moral; la génesis de las sociedades modernas, del sistema mundial y del capitalismo es inseparable de la expansión colonial y de la inferiorización estatuaria de poblaciones, lo cual tiene continuidades actuales y explica la extensión social y política del racismo velado por la condena moral, así como las relaciones ambivalentes de las élites político-mediáticas con la extrema derecha. Y es que sería una falacia creer que la extrema derecha tiene el monopolio del racismo.
Desde esta óptica, la extrema derecha no se ubica a contracorriente de la mundialización capitalista, sino en la continuidad y en la vanguardia de intereses constituidos en ella, incluyendo a sus corrientes soberanistas y proteccionistas. Por eso, el discurso sobre la traición de las élites “mundialistas” coincide con el repudio a la inmigración, a las “minorías” y a los sectores más subalternos. Cuando llegan a plantearse, los problemas del desempleo y de los derechos sociales se subordinan a la radicalización del principio de preferencia nacional, pero la extrema derecha sigue siendo el enemigo por excelencia de las luchas sociales y un posible recurso contra ellas. Todo eso encuentra su síntesis en los gobiernos de Trump y Bolsonaro, que combinan el ultraliberalismo con el racismo en una reacción que se extiende a otros grupos y movimientos sociales (feministas, homosexuales, etcétera), el segundo vinculándose explícitamente con la dictadura militar brasileña.
Los populismos neoliberales se caracterizan también por su asalto a las élites establecidas, provocando recomposiciones en los sistemas de partidos, sacudiendo las inercias institucionales y saltando los cuerpos intermedios, para involucrar directamente a la población en las políticas del Estado, lo cual se combina con una agudización de las prácticas autoritarias, pero siempre en coincidencia con un momento de transformaciones estructurales y de crisis de gobernabilidad. En América Latina, los gobiernos de Menem, Fujimori y Salinas de Gortari buscaron resucitar la identificación entre el pueblo, la nación y el Estado en conformidad con el cambio de modelo económico. Si bien había empezado antes, la reestructuración de los Estados construidos durante el periodo nacional-populista fue así operada por gobernantes de una manera u otra vinculados con esa herencia. Menem venía del partido justicialista. Fujimori canalizó el rechazo a Vargas Llosa, candidato de la ortodoxia neoliberal. Después de una grave crisis electoral, Salinas de Gortari buscó un compromiso entre la actualización del pacto posrevolucionario y el empuje a la tecnocratización neoliberal. En otro tipo de escenario, la política de “seguridad democrática” de Uribe exigió la participación activa de la sociedad colombiana en el esfuerzo de guerra del Estado contra los grupos armados, donde la invocación de la voluntad del “pueblo colombiano” para “acabar con el terrorismo” se superponía a una definición instrumental de la ciudadanía que se volvió paradigmática de la política colombiana.
Ahora, en Francia, ante el agotamiento de los partidos tradicionales de derecha y de izquierda, el movimiento de Emmanuel Macron emergió como una opción de cambio, donde se cantaban las virtudes de la meritocracia neoliberal contra las castas y los inmovilismos de la sociedad que alentaban “la tentación del repliegue sobre sí misma”. Su ubicación, por encima de las lógicas partisanas de la derecha y de la izquierda, así como sus tentativas para brincar los sindicatos mediante relaciones directas con la “ciudadanía”,6 extienden el vacío ya propiciado por la gobernanza neoliberal en una estrategia de aceleración de las reformas estructurales y de desmantelamiento del Estado benefactor. Sus políticas no solo agudizan la desigualdad y la exclusión social, sino que también desembocan en una práctica autoritaria del poder que, privada de las intermediaciones usuales, recurre sistemáticamente a la represión y hasta a grupos clandestinos de choque, aunque esos recursos no sean tampoco nuevos en la tradición republicana francesa. Si, en un primer momento, el presidente francés fue considerado como una alternativa a la extrema derecha y a las tendencias neoconservadoras de la política francesa, ya retomó el debate sobre la inmigración y sobre la identidad nacional. El giro fue una supuesta concesión a las protestas que habían tomado la calle, donde se expresaban más bien demandas de dignidad contra las políticas socioeconómicas y el desprecio del gobierno. Macron declaró que las clases populares estaban directamente en contacto con la inmigración, a diferencia de la burguesía, que no lograba entender sus inquietudes, lo cual es doblemente perverso, ya que asigna el racismo a las clases populares e impone una definición hegemónica de las mismas, que excluye a la inmigración y a sus descendientes, en detrimento de sus propias reivindicaciones. Más que como una diversión o como una apuesta electoral, hay que entenderlo como la continuidad del racismo de Estado y del pacto nacional-republicano que este instaura, constitutivo del orden social, donde las protestas estaban abriendo brechas, lo cual viene de tiempo atrás. Ya en 1983, en una huelga del sector automotriz, justo antes del giro neoliberal del gobierno socialista y en el inicio de la ascensión del Frente Nacional, el primer ministro Pierre Mauroy había enjuiciado el activismo de trabajadores inmigrantes como ajeno a “las realidades sociales francesas”. La sustitución de la “cuestión social” por el “problema” de la inmigración que coincide con el giro neoliberal y la ascensión de la extrema derecha no es una simple diversión, es el producto del racismo estructural y de divisiones constituidas en la expansión colonial y capitalista, lo cual revela la abstracción de lo social definido en oposición a la dimensión racial, concomitante a la división norte/sur y encubierta en las narrativas sobre la identidad y la diversidad.
Finalmente, amlo es un buen ejemplo del discurso del populismo de izquierda contra las élites, ya que construyó toda su campaña electoral en oposición a las “mafias del poder”, pero vinculando la perspectiva del “cambio de régimen” con el fin del neoliberalismo, donde las reformas estructurales y la liquidación de la soberanía económica eran presentadas como la otra cara de la continuidad transpartidista de las antiguas prácticas, de la corrupción y de la violencia en un proceso único de descomposición nacional. En lo esencial, la acción de su gobierno se centra en el combate a la corrupción, en un mayor control del Estado sobre los recursos y en políticas redistributivas. En otros países de América Latina, el populismo de izquierda ha sido más confrontativo, volcándose contra el imperialismo y llegando a definirse como un proceso de transición al socialismo, lo cual generó fuertes polarizaciones internacionales y nacionales, pero no rebasó los límites de un nacionalismo capitalista.
En fin, no se debe ver el populismo en contraposición con la democracia. Los cambios institucionales y las tentativas para ampliar la democracia y los derechos responden a sus inconsistencias y retrocesos, pero dentro de los límites de la democracia liberal. Inversamente, la manipulación de las reglas, la reducción de los espacios democráticos y las restricciones a los derechos se ubican en la prolongación de democracias desiguales y de sus propias evoluciones, lo cual puede efectivamente acabar en regímenes autoritarios. La participación se define en tensión con el pluralismo electoral, la representación y las instituciones; es su reverso negativo. En condición de vanguardia de la expansión capitalista, en identidad con ella o en oposición a ella, el populismo no implica una ruptura, ya que lo que lo caracteriza es precisamente ser “el cambio en la continuidad” (Touraine, 1988), es decir, ante todo la continuidad reactiva, hegemónica o compensatoria de la mundialización capitalista. En consecuencia, el problema primario no radica en el populismo sino en la democracia. Lo que algunos han llamado la crisis de la ciencia política, y se confunde con la crisis de la democracia, es sobre todo la crisis de la visión liberal-conservadora que predomina en la disciplina, en el discurso sobre la democracia y, por ende, en el discurso sobre el populismo. Balibar recalca con razón que, siendo parte del sistema de instituciones y de representaciones cuya estabilidad y validez están siendo cuestionadas bajo el nombre de “populismo”, la ciencia política se encuentra ante una contradicción insoluble, donde las realidades nombradas por ella se revelan inciertas, empezando por el concepto nacional o transnacional de democracia.7
El espejismo de las democratizaciones
En América Latina, la transitología dominó las últimas dos décadas del siglo xx. Hoy la ciencia política latinoamericana se ha distanciado de ella. No es algo específico de México. En España, por ejemplo, fue considerada, en su momento, el modelo de una transición exitosa. Ese distanciamiento se refleja en el enfoque ya no tan lineal de la calidad de la democracia y en los usos diversos del concepto de desdemocratización que, más que presumir un momento democrático anterior, indican una tendencia contraria a la democratización, que pone el énfasis en las deficiencias heredadas y manifiestan un escepticismo retrospectivo en relación con los postulados de la transitología, pero minimizando las cuestiones estructurales. Incluso la “metapolítica” que propone Cansino, transitólogo arrepentido, en un libro donde lamenta el extravío de la ciencia política en el empirismo y proclama su muerte, consiste más bien en evadirlas (Cansino, 2008).
A mediados de los noventa, Manuel Antonio Garretón entendió las democratizaciones como el inicio de una nueva era política (Garretón, 1995), cuando se planteó la primacía de la democratización política sobre las cuestiones estructurales, adjudicándole simultáneamente una vocación intrínseca para resolverlas. Antes, tanto la derecha como la izquierda habían tenido una visión instrumental de la democracia como un medio para alcanzar sus fines políticos. Ahora, si bien quedaban “enclaves autoritarios” y muchas tareas pendientes, había una diferencia cualitativa: la democracia se había logrado ver como un fin en sí mismo. Sobre todo, las democratizaciones habían puesto fin a traumáticas dictaduras militares. Más que cualquier otra cosa, eso marcaba un nuevo inicio. El problema es que ese nuevo inicio coincidió con el giro neoliberal, la pronta caída de la urss y la instauración del nuevo orden mundial. 
En otras latitudes, la desdemocratización neoliberal se ve como un proceso lineal desde los Estados benefactores de inspiración keynesiana hacia las privatizaciones y la destrucción de las conquistas sociales. Sin embargo, más que oponerse, los Estados benefactores y el giro neoliberal corresponden a dos momentos en la misma lógica de reproducción y de expansión capitalista. En los sesenta, teóricos marxistas como Marcuse, Debord y Lefebvre advertían sobre las ilusiones democráticas que generaban los pactos keynesianos en un nuevo modelo de acumulación, posibilitado por la revolución tecnológica, que propagaba la segmentación social, la enajenación y unificaba el mundo (Marcuse, 1964; Debord, 1967; Lefebvre, 1978). El giro hacia el capitalismo especulativo-financiero neoliberal, que inauguró una nueva fase de la mundialización capitalista, terminó de desarmar las resistencias y generó importantes regresiones sociales en las condiciones anteriormente creadas. Si el neoliberalismo se revela incompatible con la democracia, esa incompatibilidad tiene raíces anteriores.
En América Latina, la ambigüedad del proceso radica en la coincidencia de las regresiones neoliberales con las democratizaciones. En muchas ocasiones, las luchas políticas y las movilizaciones sociales por la democracia y por los derechos se oponían al neoliberalismo, involucrando sectores provenientes de la izquierda derrotada de los sesenta y los setenta. Sin embargo, las democratizaciones supusieron su reducción a pactos centrados en la pluralización partidista, la competencia electoral y las instituciones políticas, en el horizonte liberal de la representación política, del Estado de derecho y de la sociedad civil, dejando de lado las cuestiones estructurales del capitalismo periférico que no solo explican sus deficiencias, sino que sus implicaciones trascienden el horizonte liberal. Esa renuncia primordial significaba ya deponer las armas, no solo en un sentido literal.
Ahora que se tiene la distancia suficiente para saber que nada sustancial distingue a las democratizaciones de finales del siglo xx de experiencias democráticas anteriores, lo que verdaderamente inicia una nueva era son las dictaduras militares y los gobiernos civiles inspirados por la doctrina de seguridad nacional y apoyados por Estados Unidos, que clausuraron un ciclo y sus posibles para preparar el terreno del giro neoliberal, lo cual tiene prolongaciones evidentes en las democracias actuales. Después de haber puesto fin al gobierno de la Unidad Popular, la dictadura chilena fue el laboratorio del neoliberalismo. Pinochet se apoyó en una tecnocracia formada en la escuela de Chicago y en la economía neoclásica de Milton Friedman para elaborar un nuevo proyecto de sociedad que fue erigido en milagro económico y modelo. Las democratizaciones, si bien supusieron pugnas para poner fin a los regímenes autoritarios, deben entenderse como una normalización política que termina de cerrar el ciclo y regularizan la situación creada por medio de la violencia.
Sin embargo, la historia es obstinada y se repite, si bien en otras condiciones y de otras formas. Así como los nacionalpopulismos de los treinta emergieron en oposición a una modernización impuesta desde fuera antes de ser rebasados por las polarizaciones de la Guerra Fría, las olas populistas más recientes definen distintas opciones de gobernabilidad condicionadas por el giro neoliberal, señal de horizontes que tal vez se vuelven a abrir y del retorno de la historia en los lugares donde se dieron batallas importantes: Chile, cuyo “modelo” ha sido la síntesis de la más brutal reacción conservadora y del ultraliberalismo, está siendo el teatro de protestas masivas que, al mismo tiempo que lo desmitifican, despiertan los fantasmas de su fundación autoritaria. Es cuando nuestro recorrido debe seguir con el antipopulismo marxista, ubicado en el antípoda de la fetichización utópica del consenso y del orden en procesos que, si bien tienden a la armonización y a la ocultación del conflicto, traen el conflicto como “la espesa nube trae la tormenta”.8 
El antipopulismo marxista
Existe dentro del marxismo una vigorosa tradición antipopulista que se remonta por lo menos a la Revolución rusa. En la perspectiva del materialismo dialéctico, la democracia es inseparable de la abolición socialista de la sociedad capitalista, en ruptura con sus principios liberales. El universalismo abstracto de la libertad y de la igualdad es asimilado a la dominación burguesa y a la negación de la igualdad real y de la democracia.
A su vez, la noción transclasista y unificadora de pueblo proclamado en identidad con la nación y la vaga oposición que construye frente a las élites bajo el nombre de “oligarquía” u otros equivalentes se ven como una mistificación que encubre el conflicto entre las clases sociales, neutraliza el desarrollo de las luchas estructurales y mantiene el statu quo. En el marxismo, la emancipación colectiva se deduce del desarrollo capitalista de las fuerzas productivas y de las contradicciones entre el trabajo y el capital como socialización de los medios de producción y liberación del trabajo explotado. De ahí deriva el prejuicio marxista contra la plebs que connota la masa atomizada, los desclasificados y el lumpenproletariado carente de conciencia de clase, pero no en contraposición sino en la continuidad del demos. Así, el fascismo como proyecto reactivo e imperialista de regeneración nacional que atraía grupos desclasificados fue analizado como un recurso y un aliado de la gran burguesía industrial y de los sectores ultraconservadores ya insuficientemente protegidos por las instituciones democráticas contra el avance comunista, si bien la “bestia inmunda” acabó devorándolos. Parafraseando a Bertolt Brecht, el fascismo no es lo contrario de la democracia sino su evolución en tiempos de crisis.
En América Latina, caracterizada por la dependencia económica, el subdesarrollo y la heterogeneidad de los grupos y de las formas sociales, la industrialización había favorecido la opción populista. Para Alain Touraine (1988), la dependencia económica desembocaba en la hiperautonomía de la política y la articulación de diversos modelos de acción colectiva, donde el nacional-populismo se presentaba como una vía alternativa a las rupturas implicadas por las modernizaciones capitalista y socialista. El “tercerismo” nacionalpopulista, asimilado a la socialdemocracia o al fascismo, desafió las tentativas de clasificación de la ciencia política, oscilando entre la izquierda y la derecha, pero conservando una irreductible singularidad.
La pionera Alianza Popular Revolucionaria Americana (apra), pensada por Víctor Haya de la Torre como una red de movimientos antiimperialistas en toda América Latina, formaba parte de la Internacional Socialista e influenció numerosos partidos socialdemócratas de la región. En Brasil, inicialmente cercano a la izquierda, Getulio Vargas se alió un tiempo con el integralismo, considerado entre lo más parecido, en América Latina, a los movimientos fascistas europeos (Trindade, 1979). El apoyo brindado por Lázaro Cárdenas a los republicanos españoles en la trayectoria de los ideales liberales, democráticos y sociales de la Revolución mexicana contrastaba con la conocida admiración de Domingo Perón por Mussolini, la protección que ofreció a cuadros nazis y su exilio en la España franquista. Sin embargo, el peronismo fue un fenómeno complejo y ambivalente que ha sido clasificado como de derecha, de centro y de izquierda. A su vez, aunque su presidencia se haya distinguido por su relación orgánica con los sectores obreros y campesinos, Cárdenas contribuyó a la consolidación del Estado posrevolucionario y del modelo corporativista, donde se buscaba neutralizar a la oposición de izquierda y a los movimientos sociales autónomos, y fue también el artesano del renacimiento del presidencialismo mexicano.
Las figuras de líderes carismáticos que tuvieron un impacto duradero en los escenarios políticos nacionales y que dejaron una herencia disputada más allá de su muerte, el nacionalismo, la movilización de masas, el modelo corporativista y las tendencias anticomunistas parecían asemejar el nacionalpopulismo al fascismo, pero había diferencias sociológicas y políticas sustanciales, por lo que la analogía resultaba bastante descontextualizada. En el marxismo existe también una acepción genérica del término “fascismo” que no se restringe a la descripción tipológica de los fascismos históricos, pero refiere a la lógica del poder empujada hasta sus últimas consecuencias. En América Latina el término se aplicó con esa referencia a las dictaduras militares de los setenta, cuyo combate contra el “comunismo” se ubicaba en ruptura con los nacionalpopulismos, si bien se planteó que la neutralización populista de las luchas estructurales había preparado el terreno para la reacción “fascista” y el inicio de la represión que se sistematizó después.
A veces el compromiso buscado por la socialdemocracia entre la burguesía y la clase obrera ha sido también definido como “la antesala del fascismo”. En sus inicios, la socialdemocracia se planteaba como una transición al socialismo, en contraste con la ruptura exigida por los partidos comunistas, y terminó siendo el nombre de un arreglo reformista entre los principios liberales de la democracia y la búsqueda de la justicia social, lo cual se condensó en la consigna del “capitalismo con rostro humano”. Desde la perspectiva marxista, el populismo histórico era un sucedáneo de la socialdemocracia europea, salvo que, debido a las condiciones latinoamericanas, la instauración del modelo keynesiano de Estado tomaba rasgos peculiares. El populismo fue también concebido como una fase necesaria que debía desarrollar el capitalismo nacional y eliminar las estructuras “feudales” para que pudiera suceder una revolución socialista. Si esa tesis recibía la aprobación táctica de los partidos comunistas, una fuerte corriente marxista lo consideró como un espejismo.
Atilio Borón resume la perspectiva marxista sobre el populismo latinoamericano en estos términos:
Para los autores instalados en una perspectiva marxista, el populismo reflejaba un súbito cambio en la correlación de fuerzas entre los grupos dominantes tradicionales y grandes segmentos del campo popular, en especial una clase obrera urbana de muy reciente constitución, salvo en unos pocos países en donde ésta había aparecido, incipientemente, con anterioridad. Una irrupción, por lo tanto, que precipita la crisis de la forma estatal propia de la oligarquía y que además desencadena la emergencia de otra que la sustituye, caracterizada por un significativo aumento de la autonomía relativa del Estado en relación con el bloque dominante. Si en el Estado oligárquico las clases dominantes contaban con una institucionalidad que casi sin mediaciones transmitía e imponía sus intereses al conjunto de la sociedad, en la nueva situación el Estado capitalista muda su estructura y fisonomía y alcanza grados inéditos de independencia respecto de aquellas, haciendo lugar y canalizando las demandas de sectores tradicionalmente mantenidos al margen de la ciudadanía (Borón, 2012: 137-138).
El sociólogo argentino retoma entonces el paralelo hecho por la literatura marxista entre la transición europea del viejo Estado liberal hacia el Estado keynesiano y la del Estado oligárquico hacia el populismo latinoamericano:
… el tránsito desde el viejo Estado liberal al Estado keynesiano significó no solamente el cambio de un modelo de acumulación capitalista sino, inevitablemente, el establecimiento de un modelo de hegemonía burguesa distinto al precedente y congruente con las nuevas necesidades del proceso de acumulación (1981). La misma transición tuvo lugar en América Latina […] una vez producido el derrumbe del modelo de desarrollo oligárquico-dependiente […] Sólo que en nuestros países, insertos en el espacio geopolítico norteamericano, alejados de la influencia que sobre Europa proyectaba la Unión Soviética y caracterizados por una diferente historia social, la forma específica en que se produjo ese reemplazo fue una variante muy peculiar del Estado keynesiano, a saber, el populismo, y no el compromiso de clases socialdemócrata (Borón, 2012: 138).
Como variante del Estado keynesiano, el populismo latinoamericano se singularizaba por un “equilibrio catastrófico” y un “doble empate social” entre las “clases populares emergentes”, “sectores subordinados dentro del bloque dominante” y “ciertas categorías sociales como las fuerzas armadas o la burocracia”, así como entre el “bloque populista” y los “tradicionales detentadores del poder político” (Borón, 2012: 138-139).
En otras palabras, el populismo latinoamericano era la principal materialización política del cambio de modelo oligárquico-dependiente de desarrollo hacia un modelo de desarrollo hacia adentro, centrado en la consolidación de los Estados y de las economías nacionales, donde después de la Segunda Guerra Mundial destacó la industrialización por sustitución de importaciones. En los años sesenta y setenta, la teoría de la dependencia asimiló esa tentativa de modernización capitalista y sus consignas antiimperialistas y antioligárquicas a la reproducción estructural de la dependencia externa y del estancamiento interno de las sociedades latinoamericanas. Según la famosa fórmula de Andrés Gunder Frank (1967), el desarrollismo solo propiciaba el “desarrollo del subdesarrollo”. La dualidad entre el centro y la periferia y entre lo moderno y lo arcaico no era ya vista como una situación de atraso previa a un ilusorio desarrollo capitalista sino como el producto inherente de la expansión capitalista.
El continuismo populista aparecía entonces como un compromiso insostenible que anunciaba la peor de las reacciones y el aplastamiento de las luchas sociales y políticas. La única vía posible para dar un salto cualitativo y evitar ese escenario radicaba en la integración entre la revolución socialista y la liberación nacional en ruptura con el statu quo capitalista e imperialista. Así, Theotonio Dos Santos (1978) planteaba dos únicas alternativas posibles en América Latina: socialismo o fascismo, eco de otra famosa consigna: “socialismo o barbarie”, proveniente de Engels y retomada por Rosa Luxemburgo, lo cual ya no apuntaba solo contra el liberalismo y el fascismo sino contra el socialismo burocrático.
Los límites del marxismo
A finales de los sesenta, cuando surgió la teoría de la dependencia, el marxismo experimentaba una triple crisis: política, por la burocratización de los Estados y partidos comunistas; teórica, ante las mutaciones de la sociedad industrial y la emergencia del Tercer mundo; y social, por la pérdida de hegemonía del movimiento obrero. 
Esa década fue teatro de movimientos revolucionarios que se oponían al socialismo burocrático y a las tendencias reformistas de los partidos comunistas. Desde la inmediata posguerra, la revista Socialismo o barbarie, donde destacaba una nueva generación de intelectuales como Cornelius Castoriadis, Claude Lefort y Edgar Morin, había desarrollado una crítica radical del régimen soviético. El socialismo burocrático no se veía ya solo como una desviación de la dictadura del proletariado sino como un “capitalismo de Estado”, dirigido por una clase burocrática que explotaba a la clase obrera. Los movimientos estudiantiles de 1968 fueron precisamente analizados como la respuesta a la enajenación provocada por el desarrollo técnico-científico, el productivismo y el dominio burocrático que combinaba tendencias marxistas, libertarias y existenciales, donde emergían nuevos sectores sociales que rechazaban toda autoridad y donde la cuestión del poder difuso en las relaciones sociales y la vida cotidiana no se agotaba ya en la dimensión económica y del Estado.
En la perspectiva marxista, la generalización de la enajenación, la pluralización de las resistencias y la ampliación del campo de batalla eran inseparables de la dominación capitalista, de la lucha de clases y de la revolución social con un énfasis en la democracia directa y en la autoorganización obrera, cuyas potencialidades revolucionarias habían sido neutralizadas por la estructura vertical de los partidos comunistas, tanto en los Estados comunistas como en los partidos infeudados a ellos e integrados a los regímenes parlamentarios de los países no-comunistas. Los regímenes comunistas eran ya concebidos como otra modalidad de la dominación técnico-científica, económica y burocrática en la continuidad de las sociedades capitalistas.
En América Latina, el triunfo de la Revolución cubana, en 1959, desencadenó una ola de guerrillas en toda la región. La teoría de la expansión revolucionaria a través de los focos guerrilleros se oponía a la estrategia de los partidos comunistas. Para esos últimos, la revolución socialista dependía de la formación del partido de masas que debía tomar la dirección de la clase obrera aliada con los otros sectores populares y la clase media, lo cual conducía a siempre postergar la revolución social y fue sentenciado como contrarrevolucionario. 
La ruptura era la consecuencia del análisis de la situación latinoamericana, cristalizada en la teoría de la dependencia y desde mucho antes en el centro de la famosa controversia entre Haya de la Torre y José Carlos Mariátegui. El primero defendía una estrategia transclasista de desarrollo de los capitalismos nacionales contra el imperialismo, considerando la revolución socialista concebida en Europa como prematura y ajena a la realidad latinoamericana. El segundo optaba por la estrategia marxista-leninista del partido obrero, planteando que la superación de la situación semicolonial de las formaciones sociales latinoamericanas no permitía separar el antiimperialismo de la revolución socialista entendida como una etapa de la revolución mundial. Así, ante los espejismos desarrollistas y el estancamiento de la sociedad latinoamericana de clases, el vanguardismo radical de la guerrilla sustituía a la figura del partido como vanguardia del proletariado que solo perpetuaba intereses burocráticos.
El giro crítico contra la ideología del progreso y la teoría de la dependencia constituían sin duda corrientes heterodoxas dentro del marxismo, al mismo tiempo que las mutaciones de las sociedades industriales y las condiciones de las sociedades periféricas se analizaban en la perspectiva del materialismo dialéctico. Sin embargo, el problema de la dominación burocrática en las sociedades capitalistas y comunistas se iba pensando más allá del marco de la lucha de clases, donde el 68 era interpretado como un momento que marcaba el fin de la hegemonía del movimiento obrero y daba lugar a nuevos sujetos, fuera de la clase social. El discurso marxista de la lucha de clases se veía como desarticulado de las mutaciones de las sociedades industriales. Simultáneamente, se presentaba a la juventud marxista como desconectada de la clase obrera, lo cual fue siempre un argumento del partido comunista contra ella. Pasolini había sentenciado las rebeliones estudiantiles como un grito de desesperación y de impotencia que decía adiós a las esperanzas marxistas de la revolución obrera, ya que “… entre el capitalismo tecnológico y el marxismo humanista no podía haber una dialéctica, pues ni siquiera eran conmensurables” (Pasolini, 2009: 35-37).
Las esperanzas se habían desplazado hacia el Tercer mundo, menos domesticado, en particular a América Latina, donde se evidenciaba la misma desarticulación de la lucha de clases con la heterogeneidad de las sociedades periféricas. El tercermundismo y los movimientos anticolonialistas rebasaban sus términos. En las luchas de liberación nacional, el pueblo remitía simultáneamente a todas las fuerzas sociales de la nación y a los sectores subalternos, el subproletariado, los “condenados de la tierra”, en palabras de Frantz Fanon.9 El propio marxismo latinoamericano recurría a otros vocablos como “pueblo”, que connotaba los de abajo y los pobres. Ante las desventuras de la dialéctica, las masas fueron sustituidas por un vanguardismo trágico. En casi todos los países, primero en Sudamérica y luego en Centroamérica, los movimientos revolucionarios fueron derrotados y el régimen cubano se burocratizó, si bien la estrategia legalista de la transición chilena al socialismo, donde existía una clase obrera más consolidada que en otros lados, no tuvo un mejor desenlace.
Desde por lo menos la Revolución rusa, los imperativos estratégicos de la organización del movimiento revolucionario en situaciones adversas había prevalecido sobre la participación directa de las masas en su propia emancipación, en contradicción con los principios igualitarios y democráticos del socialismo; pero el cuestionamiento del poder burocrático no conducía a su superación, terminando más bien en su reproducción e, incluso, en la radicalización de su dominio. La paradoja encontró su máxima expresión en la Revolución cultural china que, al mismo tiempo que pretendió subvertir las jerarquías burocráticas del Estado-partido en nombre de la restitución del poder al pueblo, llevó el régimen comunista al paroxismo de su violencia. Sobre todo, estaba haciendo falta el “sujeto”, sin el cual, decía Lefebvre refiriéndose a la clase obrera, el cambio se quedaba sin objeto y el horizonte se cerraba (Lefebvre, 1978: 133). La esperanza marxista se había quedado con las manos vacías. La conceptualización de la lucha de clases, confrontada con las mutaciones de las sociedades industriales y con la heterogeneidad de las sociedades periféricas, se revelaba doctrinaria y contradictoria. Sus postulados fueron entonces cuestionados en el pensamiento posmoderno, tanto en Europa como en el Tercer mundo, después del desencanto del movimiento tercermundista, incluyendo a sus variantes marxistas, en particular generado por los regímenes –algunos “socialistas”– que emergieron de los procesos de liberación nacional.
Las recomposiciones de la izquierda
El triunfo del neoliberalismo y la caída de la urss profundizaron la crisis. Si la socialdemocracia, recurrentemente moribunda y renaciente, se benefició de ello, sus adaptaciones sucesivas al giro neoliberal terminaron por agotarla, lo cual dio lugar a recomposiciones designadas bajo el término de “populismo de izquierda”, concebidas como una alternativa al neoliberalismo, a la extrema derecha y a los compromisos de la socialdemocracia. 
Atilio Borón rechaza el término, así como la idea de una nueva era populista. Para él, el populismo latinoamericano es inseparable de la emergencia de la clase obrera y de burguesías nacionales en el proceso de industrialización, donde el Estado conquistaba una relativa autonomía con relación a los grupos tradicionalmente dominantes. Asimismo, la reunión de gobiernos y movimientos tan distintos bajo la etiqueta de populismo le parece una falacia. En contra de la idea de una “izquierda radical-populista”, contrapuesta a una izquierda moderada, producto de la propaganda neoliberal, el sociólogo argentino prefiere considerar el fracaso del neoliberalismo y contrastar una supuesta izquierda de conciliación con el neoliberalismo (Lula, Kirchner, Bachelet) con una verdadera izquierda de combate al neoliberalismo y al imperialismo, que busca construir el socialismo del siglo xxi (Chávez, Morales, Correa).
El populismo es restringido a correlaciones sociales de fuerzas y proyectos socioeconómicos específicos, como si el fenómeno no pudiera transcenderlos. Los propios factores mencionados por él para explicar por qué, en América Latina, el populismo sustituyó a la socialdemocracia hacen eco a la actualidad: la poca influencia de la Unión Soviética en el espacio americano y la diferente historia social que, entre otras cosas, remite a la heterogeneidad del campo popular y a la predominancia de la oligarquía, cuando el compromiso de clases socialdemócrata supone una clase obrera y burguesías nacionales consolidadas. La agudización de la segmentación social, la descomposición del movimiento obrero y la caída de la Unión Soviética, yuxtapuestos a otros factores, favorecen más que nunca las opciones populistas bajo nuevas modalidades, ahora también en Europa. La socialdemocracia supone, asimismo, la democracia, lo cual parece poco viable en situaciones muy desiguales, donde una oligarquía impone su voluntad casi sin mediaciones. Así fue en América Latina. Es la situación actual creada por el neoliberalismo en muchos países. Desde esta óptica, el populismo no es solo una degradación de la socialdemocracia, sino el producto de un déficit anterior de democracia, donde el mismo concepto de socialdemocracia carece de sentido.
El término contiene sin duda una indefinición intrínseca, ya que describe gobiernos neoliberales y neoconservadores, así como movimientos vinculados con el fascismo o sustitutos de la socialdemocracia y hasta procesos que se proyectan hacia el socialismo. Sin embargo, los populismos históricos planteaban ya problemas análogos. Por ello no se puede eludir la existencia de rasgos comunes y típicos del fenómeno, transversales a esos gobiernos y movimientos, que distinguen el populismo de izquierda de la socialdemocracia, indican inflexiones en la dinámica neoliberal y se problematizan como populismo de derecha, fascismo y neo o posfascismo, en condiciones y bajo formas ciertamente distintas de cuando prevalecían los partidos de masas y las grandes formaciones sociales como el Ejército.
Finalmente, el fenómeno populista vuelve borrosas las fronteras internas de la izquierda. Si el populismo de izquierda se vincula a veces con populismos históricos, así como con algunas de sus bases sociales tradicionales, es ante todo la expresión de las recomposiciones de la izquierda que implican sectores provenientes de la socialdemocracia, así como de los partidos comunistas, de la extrema izquierda y del activismo social. Al mismo tiempo, su poder de convocatoria y sus alianzas reflejan ambigüedades similares a las de los populismos históricos. Lo más semejante a la socialdemocracia no coincide exactamente con los partidos socialdemócratas destituidos y sus allegados, ya que tiende a la polarización. Los procesos que se proyectan hacia el socialismo no rebasan tentativas reformistas de restauración del Estado keynesiano. En fin, si bien se distinguen por su énfasis en los problemas sociales y los derechos de los grupos subalternos, como las comunidades indígenas, los gobiernos actuales de izquierda definen variaciones en los mismos límites estructurales.
La izquierda anticapitalista se opone a sus tendencias neoextractivistas, considerando que conducen las luchas sociales hacia callejones sin salida, cuando no las neutralizan y las reprimen. El hecho es que la revolución anticapitalista se queda en un plano retórico. Por eso, los marxistas valoran la oposición al neoliberalismo, los logros sociales y los vínculos con las luchas populares, para vislumbrar las potencialidades de una alternativa al capitalismo. Se constata también que el estancamiento de los procesos en escenarios polarizados favorece los fines del revanchismo de la derecha con el apoyo del imperialismo y de redes transnacionales ultraliberales que, bajo la máscara de la democracia, apuntan hacia la restauración de regímenes autoritarios. 
En general, la lectura marxista de las recomposiciones de la izquierda, centrada en las correlaciones sociales de fuerza y las perspectivas de una transformación socioeconómica, termina constatando carencias en el desarrollo de las luchas estructurales, y deja un vacío de alternativas visibles, lo cual se refleja en el momento populista. La razón populista de Laclau buscó precisamente darle otros sentidos al fenómeno, a contracorriente de las premisas marxistas.
La razón populista
El pensamiento posmarxista suele relacionarse con el concepto de democracia radical que postula la primacía de lo político sobre todo tipo de determinismo, donde las ideas de Hannah Arendt sobre el totalitarismo y la política tuvieron una influencia considerable. Para ella, si bien el totalitarismo había sido posible gracias a la destrucción capitalista de las solidaridades tradicionales y el fascismo hundía sus raíces en el imperialismo y en el racismo, el primero tenía una originalidad radical que englobaba el fascismo y el comunismo soviético, caracterizándose por la aplicación mecánica de un principio ideológico (la supremacía racial, la lucha de clases) que eliminaba la contingencia y la sustituía por el terror como práctica sistemática, paranoica y autodestructiva de abolición de la sociedad civil y de la vida privada, dirigida contra enemigos que había que exterminar y encaminada a la supresión de toda intermediación entre masas desestructuradas y el jefe totalitario (Arendt, 1951). Su valoración del Estado de derecho, de las libertades políticas y de la democracia como cultura y espacio incluyente de convivencia cívica y de deliberación racional entre ciudadanos libres, iguales y éticamente responsables se ubicaba por encima de los valores utilitarios, los intereses privados y la politización de la “cuestión social”, lo cual rebasaba los límites constitucionales de la democracia representativa y se oponía a la revolución socialista, preconizando los principios de la Revolución americana contra la desvirtuación de la Revolución francesa que había disuelto las libertades públicas en la “cuestión social” (Arendt, 1963).
En una óptica similar, pero desde una trayectoria iniciada dentro del marxismo, Claude Lefort tuvo también un impacto importante en el pensamiento posmarxista (Lefort, 1988: 254-270). Para él, la ideología totalitaria, tanto comunista como fascista, respondía a las contradicciones de la ideología burguesa y buscaba superarlas a través de la abolición de la sociedad de clases o de la resurrección de un orden comunitario, cuya representación había sobrevivido en los márgenes conservadores de la ideología burguesa. Pero, mientras la ideología burguesa tenía en cuenta las oposiciones en una representación hecha a la vez para desmontar sus efectos, la ideología totalitaria borraba la oposición entre el Estado y la sociedad civil en la afirmación brutal de la identidad entre la representación y lo real, entre el imperativo de la organización y las fuerzas sociales representadas y entre la burocracia y la sociedad indivisa, tratada como un objeto amorfo que podía manipularse ilimitadamente, lo cual desembocaba en la extensión del control burocrático en todas las esferas de la vida social.
Lefort se ubicaba en la continuidad de la crítica marxista al ocultamiento de las divisiones sociales en la ideología burguesa, donde la ideología totalitaria era inseparable de su crisis, haciendo una clara diferencia entre el comunismo y el fascismo en niveles considerados por él como significativos. Sin embargo, el filósofo francés se oponía al determinismo económico del pensamiento marxista que ignoraba la dimensión simbólica de lo político y, como discurso social, pretendía desvelar el fundamento objetivo de todos los discursos sobre lo social en la ideología burguesa y así representar la transparencia de lo social y abolir la opacidad de lo real. Esa concepción positiva de lo social había posibilitado la ambición totalitaria de encarnarlo para radicalizar la ocultación de su institución en la eliminación del sujeto, de las oposiciones y de la sociedad política.
A su vez, Chantal Mouffe y Ernesto Laclau se oponen a la idea marxista de una inteligibilidad dada del mundo social, así como al racionalismo liberal. Por un lado, vuelcan el concepto gramsciano de hegemonía para oponer la indeterminación de la sociedad como construcción discursiva contingente en la lucha política por la hegemonía sobre significantes vacíos al positivismo marxista y a la reificación del antagonismo entre las clases sociales, en una concepción dialéctica, determinista y teleológica de la historia. Por eso, la democracia radical, tal como la conciben, no presupone la ruptura con el capitalismo ni con los principios de la democracia liberal. Por otro lado, la lógica hegemónica así entendida implica, en términos de Carl Schmitt, la emergencia de un antagonismo ontológico entre un “nosotros” y un “ellos”, por lo que la concepción liberal de una democracia deliberativa, incluyente y pluralista contiene su propia refutación.
Desde esta óptica, Chantal Mouffe denuncia el extravío de la democracia en el consenso racional universal que busca imponer el neoliberalismo como modo de regulación del capitalismo que se pretende insuperable, elimina el antagonismo y vacía el pluralismo democrático de toda sustancia política. No obstante, Mouffe se apoya también en Elias Canetti para plantear que el papel de la democracia parlamentaria consiste precisamente en transformar el antagonismo en “agonismo”, donde los oponentes no dejan de compartir una base común y reconocen la legitimidad de su existencia, lo cual lo hace compatible con el pluralismo democrático. La filósofa belga sugiere entonces un modelo “adversarial” de lo político más allá de la anulación total del otro y de la ambición liberal de superar el antagonismo en la deliberación racional (Mouffe, 2011: 9-40).
La democracia radical aparece entonces como la tentativa de una reconciliación entre el conflicto y el pluralismo, entre la igualdad y la libertad, más allá de sus paradojas respectivas en el marxismo y en el liberalismo. En Hegemonía y estrategia socialista. Hacia una radicalización de la democracia (1987), coescrito por Laclau y Mouffe, la articulación de una pluralidad irreductible de luchas y de sujetos particulares definía un proyecto contrahegemónico de radicalización de la democracia contra los retrocesos que implicaban el neoliberalismo y la reacción conservadora de la nueva derecha. En La razón populista de Laclau, la perspectiva se invierte en la construcción del pueblo como sujeto unificador que plantea tres precondiciones: la articulación equivalencial de una pluralidad de demandas sociales, la formación de una frontera antagónica entre el pueblo y el poder, y la consolidación de la cadena equivalencial de demandas en la unificación de una identidad popular (Laclau, 2005: 97-103). La razón populista supone un giro en el proyecto de la democracia radical, privilegiando el vínculo hegemónico sobre las diferencias, pero en la continuidad de sus postulados, ya que no las elimina y opera a partir de ellas, lo cual es precisado por Laclau: “La totalización parcial que el vínculo hegemónico logra crear no elimina la escisión, sino que, por el contrario, debe operar a partir de las posibilidades estructurales que se derivan de ella” (Laclau, 2005: 104).
A diferencia del marxismo, que postulaba el carácter irracional del pueblo en contraste con la clase obrera como identidad “esencializada” portadora de la transformación universal, el populismo se entiende como una lógica de construcción de lo político y hasta como la única forma posible de construirlo, donde el pueblo no tiene contenidos predeterminados y nunca termina de clausurarse, para definir un campo abierto de posibilidades. Asimismo, la unificación de una identidad popular en el antagonismo construido con élites tecnocráticas y antidemocráticas, donde la plebs reclama ser el único populus legítimo (Laclau, 2005: 108), el demos, lejos de constituir el reverso demagógico de la democracia representativa, significa una profundización y una renovación de la misma en contra de la anulación del pueblo, del conflicto y de lo político.
En el vacío pospolítico fomentado por el neoliberalismo, donde todos los discursos políticos confluyen hacia el centro para neutralizar los conflictos sociales y culturales, el momento populista actual corresponde entonces a un proceso contrahegemónico de repolitización que puede tener salidas hacia la izquierda o hacia la derecha. Por eso, en Pour un populisme de gauche (2018), que sintetiza reflexiones anteriormente desarrolladas por ella en artículos e intervenciones públicas, Mouffe defiende el imperativo de una estrategia populista de izquierda, alternativa al populismo de derecha, que exige restituir toda su significación a la oposición izquierda/derecha, disuelta en la socialdemocracia, en la construcción de una identidad popular de combate al neoliberalismo. Si, en el populismo de derecha, la oposición popular a las élites se da bajo la forma esencializada de una identidad nacional y étnica, la estrategia populista de izquierda se caracteriza por la articulación de demandas sociales heterogéneas que conforman una identidad popular sin fronteras preestablecidas.
Las críticas a la razón populista
Entre la críticas usuales a la razón populista se cuestiona su compatibilidad con el pluralismo democrático; se recalca las ambigüedades de la repolitización operada por el populismo (Orjuela, 2012: 199-219), donde no se opone necesariamente a la hegemonía neoliberal, rebasa la oposición derecha/izquierda y coincide también con lo que ha sido conceptualizado como un “extremo-centro”; se estima que la minimización de los vínculos del populismo y de la “reacción popular” que lo nutre con el fascismo es aventurada,10 así como se rechaza la idea de su carácter contrahegemónico, sugiriendo más bien que el neoliberalismo y el nacionalismo xenófobo se implican mutuamente; y se opone el imperativo de la reconstrucción de una izquierda comprometida con las luchas democráticas plurales a la ilusión de poder revertir el sentido de la lógica populista y dotarla de un carácter democrático, lo cual estaría condenado a la ineficacia. Por supuesto, plantear esa lógica como la única forma posible de construcción de lo político constituye el mayor escándalo de la propuesta de Laclau.
Así, en un texto dirigido contra las tesis de Mouffe, Eric Fassin (2017) critica la confusión que produce la interpretación del voto populista como un voto de revancha de las clases populares contra las élites neoliberales, sintomático de un “sufrimiento social”, por lo que habría que reconquistarlas mediante una estrategia populista de izquierda. Fassin asimila el voto populista a un “gran resentimiento” transversal a las clases sociales, que es generado por otras motivaciones que no pueden asignarse a las clases populares ni, cuando proviene de ellas, a motivaciones principalmente antineoliberales. Por un lado, el sociólogo francés constata que el voto por Trump es ante todo blanco, masculino y conservador, y está motivado por el odio a las minorías, al feminismo y a los “asistidos”. Por otro lado, observa que las clases populares se hallan sobre todo en el “partido de los abstencionistas”. Por lo tanto, la estrategia de izquierda debería centrarse en los abstencionistas mediante la construcción de una verdadera alternativa de izquierda al desánimo producido por políticas neoliberales cada vez más autoritarias. Fassin (2017) concluye que, antes de construir un pueblo, hay que construir una izquierda. El hecho es que el mismo concepto de izquierda está en crisis y flota sobre las clases populares. 
La crítica contrapopulista a la razón populista converge con algunas de las críticas anteriores, pero más allá del marco institucional de la política nacional y colocando el énfasis en las divisiones sociales. Edouard Delruelle opone la opción de un “contrapopulismo” a la estrategia populista de izquierda planteada por Mouffe.11 El punto de partida diverge: se prefiere considerar la oscilación histórica planteada por Balibar entre una dinámica de desdemocratización y otra de “democratización de la democracia” al vacío contemplado por Mouffe y Laclau. Asimismo, no se conceptualiza la izquierda emergente como un “populismo de izquierda” sino como una “izquierda tribunicia” en la trayectoria del papel que asumían los partidos comunistas para evitar confusiones con el populismo ‒entendamos de derecha‒, caracterizado por sus “pasiones tristes” como la xenofobia y el decadentismo.
El principal reproche de Delruelle a Mouffe es haber privilegiado el antagonismo sobre la hegemonía, Carl Schmitt sobre Antonio Gramsci, ya que el populismo agudiza sin duda los antagonismos, pero de ninguna manera construye una contrahegemonía, lo cual desemboca en dos desacuerdos fundamentales relacionados con la forma nacional que toma ineluctablemente el populismo y la misma noción de pueblo encarnado en un líder carismático. Para él, en las condiciones de la mundialización, el nacionalismo es un operador de la desdemocratización que combina el ultraliberalismo con la identidad nacional, la economía global con la soberanía nacional. Ante los desastres sociales, ecológicos y geopolíticos provocados por una mundialización capitalista ya insostenible, la xenofobia y su énfasis en la seguridad, donde unos cuantos buscan salvarse a costa de otros, constituyen la ideología actual de la gobernanza neoliberal.
Por otro lado, si bien Mouffe insiste en la naturaleza distinta del “nosotros” en la estrategia populista de izquierda, Delruelle estima que ubicar el antagonismo entre un “nosotros” y un “ellos” a un nivel ontológico imposibilita que emerja un espacio donde el conflicto pueda expresarse y simbolizarse, es decir, “civilizarse”, por lo que, en acuerdo con lo planteado por Jan-Werner Müller, el problema no radica únicamente en la naturaleza del “nosotros” sino en la proclamación de un pueblo auténtico que no excluye solo a las élites sino también al pluralismo. Más fundamentalmente, volteando entonces el pensamiento de Lefort contra Mouffe y Laclau, el filósofo belga considera que la noción de un “pueblo-uno” impide la disensión, ya que rechaza la división interna de lo social, cuando, junto con la neutralización de lo político, la gobernanza neoliberal se distinguió precisamente por ocultar las divisiones sociales, no solo entre clases sociales, sino también las divisiones étnicas y morales. Por lo tanto, en términos de J. W. Müller, más que construir un pueblo, se trataría de deconstruirlo, de permitir que se expresen sus divisiones internas, de construir un espacio político “des-hegemonizado”, donde “nosotros también somos el pueblo” constituiría la antítesis del pueblo que “nosotros solamente somos”.
El concepto de “contrapopulismo” es retomado de Balibar, quien plantea el imperativo de una estrategia contrapopulista transnacional que se desmarque del populismo y responda a los problemas planteados por la gobernanza neoliberal más allá del nivel de los Estados-nación, lo cual, más que dar respuestas preconcebidas, sugiere una búsqueda, asumiendo que la revolución anticapitalista no está al orden del día.12 Como lo reconoce Delruelle, aunque quiera evitar la confusión que trae el término, las reflexiones de Balibar no se contraponen frontalmente a la estrategia populista de izquierda, pues existe indudablemente una cercanía entre ambos conceptos. Primero, Balibar tiene presente que la noción de populismo ha tenido otras aplicaciones en América Latina, desde donde Laclau lo conceptualiza.13 Segundo, el populismo no tiene por qué tomar necesariamente una forma nacional, ni encarnarse en un líder. Finalmente, como ya se ha subrayado, la razón populista se ubica en la continuidad de la democracia radical, donde existe una preocupación manifiesta por la irreductibilidad de la diferencia.
El mismo Laclau observa que, en todo caso, la diferencia se encuentra debilitada por el principio hegemónico. De hecho, desde que se asume la premisa de la indeterminación de lo social, toda diferencia pierde su consistencia; eso desde el enunciado inicial de la democracia radical. Así, la lógica formal de la razón populista sustituye lo social por una vacuidad que lo disuelve, y usurpa el principio hegemónico para quedarse sin efectos, lo cual constituye la ambigüedad irreductible de todo populismo. A su vez, si bien no comparte la misma premisa, el pluralismo vago del contrapopulismo no permite definir un principio hegemónico y solo puede evitar autorrefutarse quedándose en los términos evasivos e inconclusos de un contra-pueblo en oposición al pueblo hegemónico. La ambición posmarxista de conciliar el antagonismo con el pluralismo opera en detrimento de ambos.
Es el argumento que Stathis Kouvélakis desarrolla contra la razón populista, e implícitamente contra el posmarxismo, desde tres ángulos de ataque sintetizados en el prefacio del artículo:
1. La democracia radical de Laclau se construye sobre el principio de una autolimitación que excluye toda idea de ruptura con el orden socioeconómico capitalista y con los principios de la democracia liberal, la cual está asimilada a una empresa de tipo totalitario. 
2. Contrario a lo que afirma Laclau, es la lucha de clases la que actúa como un operador de de-reificación del sujeto de la política y no la razón populista. 
3. La lógica hegemónica que anima la razón populista es doblemente inadecuada para su objeto: a) por su estricto formalismo, sufre de una indeterminación de principio con relación a todo movimiento político real; b) no puede dar cuenta de sus propios efectos, de su transformación en posición hegemónica de poder.14
Kouvélakis reubica el giro posmarxista de Laclau en el contexto intelectual y político del debate sobre el totalitarismo, que excluía toda ruptura con el orden capitalista. La transición de la democracia radical a la razón populista se explica entonces como una respuesta a la percepción de la crítica del “esencialismo” clasista como “una adhesión, típicamente posmoderna, a la fragmentación de las formas de subjetivación que deriva de la explosión de los particularismos obrando en las lógicas sociales dominantes”,15 por lo que Laclau desplazó la perspectiva hacia “los modos de construcción de un nuevo sujeto de la política, desconectado de todo presupuesto esencialista pero portador de un proyecto unificador, capaz de tomar la batuta del movimiento obrero”.16 Desde el inicio, la indeterminación de principio de la democracia radical no podía fundamentar ningún proyecto contrahegemónico, por lo que encontró una salida en la razón populista, lo cual constituye en sí una paradoja, ya no vista desde su incompatibilidad con el pluralismo democrático sino como la consecuencia de su subordinación al orden capitalista y a los principios de la democracia liberal. 
A su vez, Borón resalta las trampas teóricas y políticas de la razón populista, contraponiendo el mundo de la experiencia y los contenidos valorativos de toda propuesta política a su abstracción conceptual y a su formalismo en una sentencia lapidaria que desvía una célebre frase de Marx y Engels en El manifiesto del partido comunista: “Todo lo sólido se disuelve en el aire…” (Borón, 2012: 141-142). De plano, todo lo sólido se disolvió en el aire. Si el rescate populista del antagonismo desvinculado de las luchas estructurales solo puede desembocar en un efímero momento de reencantamiento democrático, es también un hecho que la de-reificación del “sujeto político” no puede ya operarse en los términos de la lucha de clases, ni tampoco desde un pluralismo vago.
Conclusiones
Desde hace más de medio siglo, el discurso sobre el totalitarismo ha sido la pendiente de una inmensa regresión intelectual y política, y se ha prestado a un sinnúmero de generalizaciones y de atajos que asociaron el totalitarismo con las aspiraciones a un cambio radical para erigir una barrera ideológica contra ellas. Al mismo tiempo, ese discurso opacó las convergencias entre el liberalismo, el conservadurismo y el fascismo, así como sus continuidades actuales en un capitalismo tardío que muy bien podríamos llamar “totalitario”. En sus análisis de los fundamentos filosóficos, históricos y científicos del nacionalsocialismo, Johann Chapoutot (2013) muestra precisamente cómo la raza, el colonialismo y el darwinismo social conformaban un mundo común junto a las democracias occidentales y el nazismo que se nutrió de las raíces de la ideología dominante de los siglos xix y xx. El uso de la categoría, sus intenciones políticas y sus bases ideológicas han sido objeto de críticas cada vez más agudas, en particular por parte de historiadores que la consideran superficial y poco operativa para el análisis de los regímenes que pretende englobar.17 Por supuesto, los fenómenos descritos tienen cierta base empírica, pero ocultan mucho más de lo que permiten entender de las dinámicas históricas. En última instancia, el discurso sobre el totalitarismo irradia la misma violencia que pretende clausurar y aplasta para siempre las aspiraciones de un cambio radical que se supone debían producir su desmantelamiento.
El problema de las revoluciones no radicó en esas aspiraciones sino en sus propios límites. La Revolución francesa no fue desvirtuada por la “cuestión social”, pero reflejó las contradicciones propias de una revolución burguesa. La apología por Hannah Arendt de la Revolución americana en una identificación conservadora con sus valores liberales, donde retoma el argumento de las desventuras de la misericordia, transversal a toda la tradición liberal, omite la violencia que el atlantismo desató a una escala mundial (Negri, 2015). Los límites del marxismo coinciden con los límites de la dialéctica. En la modernidad socialista como en la modernidad liberal, hay un prejuicio civilizador y una negación.
Esa negación es el vicio de origen del progreso, de la emancipación y de la autorreflexión refutados en el mismo movimiento que los afirma. Por supuesto, la teoría crítica lo había adelantado (Adorno y Horkheimer, 1998), pero dentro de los límites de la razón moderna. Paralelamente a la integración de nuevas dimensiones en el pensamiento marxista, la teoría de la dependencia prolongada en el análisis del sistema-mundo (Wallerstein, 1979) había profundizado en los problemas de las sociedades del Tercer mundo, desplazando la perspectiva hacia la situación semicolonial de expoliación de los sectores subalternos, pero en los límites de la concepción marxista de la historia y de la lucha de clases. El pensamiento posmoderno, la narrativa de las sociedades posindustriales y posmarxismo fueron partícipes de la reacción posterior. Hoy, la decolonialidad entendida como un paradigma-otro voltea la perspectiva, mirando el proceso de expansión capitalista y la reacción neoliberal desde las ópticas de la colonialidad del poder18 y de la contrarrevolución colonial (Khiari, 2009), la historia y el presente desde lo que se encuentra negado en ellos y que directa o indirectamente se manifiesta en las insurgencias actuales.
Las insurgencias coinciden con un retroceso significativo de las izquierdas que emergieron de las recomposiciones de las últimas décadas, particularmente en América Latina. Por lo tanto, la llegada de amlo al poder va a contracorriente de las tendencias actuales, al mismo tiempo que está rodeada de advertencias. La pluralización del sistema de partidos, la instauración de elecciones competidas y la alternancia política desembocaron en lo que algunos han calificado como una “oligarquía” que combinaba las continuidades del sistema político con el giro neoliberal y tecnocrático. 
Como partido de la transición, el Partido de la Revolución Democrática (prd) se había opuesto a ambos para progresivamente subordinarse a las lógicas imperantes. Morena nace de las fracturas del prd bajo el liderazgo de amlo, posicionado por encima de los partidos, como un movimiento de reacción a las desilusiones que generaron la transición y la “izquierda democrática”. Es una fuerza política que emerge de la “postransición”, implicando muchos cuadros provenientes del prd, pero también sectores de otras procedencias, tanto del ámbito universitario y del activismo social como de los otros partidos, algo bastante normal en la política mexicana, donde se ha subrayado también las alianzas con medios empresariales y conservadores. Ya en su momento, el prd había aglutinado expriistas opuestos a las evoluciones del régimen posrevolucionario con militantes de izquierda de distintas procedencias. Si el prd y Morena comparten una misma filiación cardenista, el primero fue un intento de socialdemocracia y, en esas cercanías donde siempre resurge el tema de la revolución inconclusa, la “cuarta transformación” proclama el rescate de la nación y del “pueblo” mexicano en la construcción de un antagonismo con las “mafias del poder”, pero muy bien se podría decir con la “oligarquía”, en una suerte de vuelta a las raíces de la gesta nacional.
Por supuesto, se hallan ahí elementos que caben muy bien en la definición del populismo, pero amlo se ha presentado ante todo como un liberal, planteando que, bajo sus apariencias liberales, sus oponentes tanto de derecha como de izquierda eran conservadores que querían que todo se mantuviera igual. Ni hace falta decir la recepción que han tenido esas palabras. Sin embargo, a la luz de los desarrollos anteriores del presente artículo, se las tendría más bien que tomar muy en serio. 
El problema del presunto populismo de amlo, cuando se define en la perspectiva liberal, es que se contrapone al liberalismo para llegar a entenderlo como una regresión y como lo “más conservador” de la política mexicana. Con ese argumento, Roger Bartra (2009), quien ya en su periodo marxista se oponía a la corriente nacional-revolucionaria, abrazó la derecha que pudiera darle un giro moderno. El punto es que las promesas liberales que han conformado el imaginario de la transición han tenido efectos bastante contradictorios, pero, sobre todo, es una larga historia que en cierta medida se repite. Pues la Revolución mexicana fue ya la consecuencia de una modernización paradójica que, bajo apariencias liberales, acabó en un régimen oligárquico ultraconservador. El régimen procedente de la hegemonía de las corrientes liberales-constitucionalistas de la Revolución mexicana buscó una vía propia de desarrollo, en particular en el periodo cardenista, que tuvo características y evoluciones bien sabidas hasta desembocar en la transición. De todo ello se pueden sacar dos consecuencias: la primera es que lo más conservador de la política mexicana radica en la ortodoxia liberal; la segunda es que el problema no es tanto que amlo sea populista, sino que siga siendo liberal y de ahí todo lo demás.
En fin, salir de la jaula es empezar por renunciar a lo que Fanon llamó el “espíritu europeo” en el llamado final de Los condenados de la Tierra, anticipando ya su destino posmoderno y el camino que estaba entonces tomando el Tercer mundo:
Compañeros: hay que decidir desde ahora un cambio de ruta. La gran noche en que estuvimos sumergidos, hay que sacudirla y salir de ella. El nuevo día que ya se apunta debe encontrarnos firmes, alertas y resueltos. Debemos olvidar los sueños, abandonar nuestras viejas creencias y nuestras amistades de antes. No perdamos el tiempo en estériles letanías o en mimetismos nauseabundos. Dejemos a esa Europa que no deja de hablar del hombre al mismo tiempo que lo asesina dondequiera que lo encuentra, en todas las esquinas de sus propias calles, en todos los rincones del mundo […] Podemos hacer cualquier cosa ahora a condición de no imitar a Europa, a condición de no dejarnos obsesionar por el deseo de alcanzar a Europa. Europa ha adquirido tal velocidad, loca y desordenada, que escapa ahora a todo conductor, a toda razón, y va con un vértigo terrible hacia un abismo del que vale más alejarse lo más pronto posible […] Hace dos siglos, una antigua colonia europea decidió imitar a Europa. Lo logró hasta tal punto que los Estados Unidos de América se han convertido en un monstruo donde las taras, las enfermedades y la inhumanidad de Europa han alcanzado terribles dimensiones […] Un diálogo permanente consigo mismo, un narcisismo cada vez más obsceno, no han dejado de preparar el terreno a un cuasidelirio, donde el trabajo cerebral se convierte en sufrimiento, donde las realidades no son ya las del hombre vivo, que trabaja y se fabrica a sí mismo, sino palabras, diversos conjuntos de palabras, las tensiones surgidas de los significados contenidos en las palabras. Ha habido europeos, sin embargo, que han invitado a los trabajadores europeos a romper ese narcisismo y a romper con ese irrealismo. En general, los trabajadores europeos no han respondido a esas llamadas. Porque los trabajadores también se han creído partícipes en la aventura prodigiosa del Espíritu europeo. Todos los elementos de una solución de los grandes problemas de la humanidad han existido, en distintos momentos, en el pensamiento de Europa. Pero los actos de los hombres europeos no han respondido a la misión que les correspondía y que consistía en pesar violentamente sobre esos elementos, en modificar su aspecto, su ser, en cambiarlos, en llevar, finalmente, el problema del hombre a un nivel incomparablemente superior.19
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Cambio político 2018 y ciclo de protesta
Jesús Eduardo Medina Gutiérrez
Introducción
El año 2018 trascenderá históricamente como punto de inflexión en la realidad política mexicana, tanto dentro como fuera de las instituciones, pues la llegada al poder de Andrés Manuel López Obrador y su partido implica un entorno político nuevo que podría afectar sobremanera la realidad mexicana.
¿Cambio o regresión?, ¿progresismo o neoliberalismo?, ¿afianzamiento o debilitamiento del capitalismo? son preguntas clave que solo serán dilucidadas enteramente durante el desarrollo de la administración, pero que podemos rastrear estudiando la forma en la que cristalizó esta alternancia partidista.
En el lenguaje marxista clásico, la revolución es la concreción entre condiciones objetivas y subjetivas, es decir, entre contexto y entramado estructural (sistema de producción) y praxis de organización y lucha política en la superestructura (relaciones sociales); de igual forma la salida reformista; ambos procesos son unidos por una dicotomía que implica la elección de una y la cancelación de otra.
En ese sentido, dos partes del cambio político –como tipos ideales–: revolución y reforma son el resultado de procesos históricos complejos que implican relaciones sociales, económicas y políticas a distintos niveles, por lo que estos procesos de cambio no pueden reducirse a uno de sus componentes, por ejemplo, el factor del liderazgo.
Esta y otras reducciones son causadas por algunas limitantes de los enfoques de transición política que, por ejemplo, plantean como base de la acción de los actores políticos la elección racional –como O’Donell o Schmitter‒ y, por otra parte, colocan como centro de análisis el factor de los líderes y la creación de élites políticas como horizontes de cambio –como las propuestas de Prats o Heifetz (Martí, 2001).
Así, estas posturas reducen el papel de los procesos históricos estructurales que construyen un entorno con determinadas características que, si bien no determinan el rumbo de las situaciones, sí construyen condiciones particulares sobre las que estas se desarrollan; se equivocan al considerar la acción de los actores desde el racionalismo instrumental o al subordinar su actuar a la política institucional y a la acción de los líderes y de las élites políticas, sobrevalorando el papel determinante de estos al otorgarles el papel de constructores del marco de posibilidad del cambio, cuando su acción se constriñe, en gran medida, a valerse de estos marcos, construidos por conjunciones particulares que mezclan búsquedas de cambio, entornos estructurales y acciones colectivas de distintas índoles.
Así, el proceso de cambio político que se abordará en este capítulo –la llegada a la presidencia de la república del Movimiento de Regeneración Nacional (Morena), es decir, la primera alternancia partidista denominada de izquierda en el país– implicará el estudio de la realidad política directamente relacionada con él. Desde esa lectura, propongo poner como eje central a la movilización social, pues este fenómeno, ampliamente desarrollado durante el periodo temporal inmediato, construirá una plataforma de extensión del conflicto social a partir del hartazgo social, y desencadenará la debacle del proyecto político y su necesaria rearticulación.
En este sentido, ¿qué papel tiene la movilización social reciente en el proceso de alternancia de 2018? ¿Qué tipo de cambio político significó la alternancia? Y, ¿qué previsiones se pueden establecer para los actores de ciclo en el nuevo proyecto político? En este trabajo plantearé algunas consideraciones en torno a estas preguntas, a partir de un análisis emanado de un enfoque marxista-gramsciano que atienda a diferentes niveles del análisis sociopolítico.
La acción colectiva y la política institucional. aproximación histórica
El proceso que considero la matriz de la transición electoral y del cambio político de 2018 –pese a la larga data que se puede rastrear: 1968, 1978, 1988, 2000– es el que va de 2012 a 2018: el sexenio del hartazgo y de la acción colectiva, acción que ‒a grandes rasgos y en sus principales bastiones multitudinarios‒ renegó de la institucionalidad, que evidenció el hartazgo ante los resultados de este tipo de política y que optó por la independencia frente a la estructura de los partidos políticos y del sistema electoral, para abogar por la organización entre diferentes actores ajenos a la institucionalidad y por los intentos de estructuración de una base común. Entonces, ¿cómo puede devenir este proceso en un cambio político que optó por las urnas? ¿Acaso fue por el desarrollo de la ciudadanía que las teorías de la transición a la democracia pregonaban o necesitamos otra explicación?
El proceso democratizador se despliega a nivel internacional a partir de los años setenta y se encamina a ofrecer mayores posibilidades de competencia entre partidos políticos, siempre dentro de la lógica democrático-liberal, en respuesta al aumento del conflicto social que resultó de crisis económicas (estancamiento del crecimiento económico, recesión, inflación, etc.) y políticas (aumento de los movimientos sociales que demandan mayores libertades civiles). En el caso mexicano, cabe resaltar la importancia del movimiento social en el cambio de la política gubernamental (y por ende priista), ya que los procesos de movilización de distinta índole: magisterio, sindicatos (ferrocarrilero, de doctores, de telefonistas) y estudiantil, al no tener espacios legales respetados para plantear la oposición, en gran parte motivaron el crecimiento del movimiento guerrillero; así, las reformas políticas abrieron canales para la oposición partidista y dieron cierta legitimidad al proceso electoral por un tiempo, como estrategia de solución a la crisis política que el país arrastraba.
En México, la llamada transición a la democracia tiene sus antecedentes constitucionales directos en el periodo previo al proyecto neoliberal, en 1977, cuando se aprueba la Ley Federal de Organizaciones Políticas y Procesos Electorales (loppe), con la que se facilita el registro de los partidos políticos, pero condicionando dicho registro a los resultados electorales; además, implementa la figura de diputados por representación proporcional (100 espacios), lo cual llevaría a mermar la capacidad mayoritaria del Partido Revolucionario Institucional (pri) y a establecer un juego más complicado de alianzas entre partidos para asegurar la gobernabilidad. Más tarde, la reforma electoral de 1987 vendría a completar la obra, al instituirse el Código Federal Electoral, logrando ampliar los espacios de representación a 200 y posibilitando las impugnaciones a partir de irregularidades (García, 2011).
No obstante, esto no sería suficiente para asegurar elecciones transparentes y más legítimas, pues el proceso electoral de 1988 significó el primer caso de un continuum de procesos electorales, ahora presuntamente democráticos, inmersos en las irregularidades y respecto de los cuales se presume la manipulación de los resultados ante el triunfo de la oposición, en esa ocasión del Frente Democrático Nacional (fdn), integrado por un grupo de políticos escindidos del pri y sectores de la oposición de izquierda electoral.
Junto a estos procesos, cabe señalar la existencia de dos leyes de amnistía a presos políticos que fueron relevantes para el desarrollo político institucional mexicano. La primera se dio durante el mandato de Luis Echeverría (Ley de amnistía, 20 de mayo de 1976), dirigida a personas contra las que se ejerció acción penal por delitos de sedición y de incitación a la rebelión durante el “conflicto” estudiantil de 1968, y la segunda se implementó durante la administración de López Portillo (Ley de amnistía, 28 de septiembre de 1978), dirigida a presos bajo el delito de sedición, instigación a la rebelión, conspiración u otros delitos impulsados por móviles políticos con el fin de alterar la vida institucional del país, principalmente aludiendo a presos políticos pertenecientes a guerrillas de los años setenta. Con estos procesos de amnistía se dio cabida a un importante número de militantes que volvieron a la oposición, algunos desde la izquierda independiente y otros desde el campo institucional, nutriendo las filas de la naciente oposición partidista denominada de izquierda.
Justamente el año 2000 es considerado el punto de quiebre de la política electoral nacional, puesto que la alternancia otorgaba las posibilidades para el desarrollo económico y político del país. No obstante, la administración de Vicente Fox decayó rápidamente, y con el proceso electoral de 2006 el fantasma del fraude volvió a la escena. Las elecciones de 2006 significaron el regreso de los procesos electorales abiertamente irregulares: la injerencia ilegal del presidente en turno, Vicente Fox, y de la iniciativa privada en los ataques dirigidos contra amlo, lo cerrado del conteo final (con una diferencia de casi 234 mil votos) y la incapacidad de dirimir las quejas ante el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (tepjf) resultaron en una crisis política que marcaría el proceso de transición política y los procesos democráticos en México (Emmerich, 2007). Ante el escenario de creciente conflicto social, no solamente por las protestas de seguidores de amlo y del Partido de la Revolución Democrática (prd), sino por la experiencia de procesos de organización y de lucha popular como la Asamblea Popular de los Pueblos de Oaxaca (appo) en Oaxaca, más preocupante fue la respuesta del nuevo presidente: el combate al narcotráfico.
Para 2012, nuevamente tendríamos un proceso electoral cerrado y cargado de irregularidades y denuncias ante el tepjf, tanto de incidentes el día de los comicios como de la implementación de carruseles electorales y acarreo, acusaciones de compra masiva de votos (el caso de Monex), campañas publicitarias de medios de comunicación a favor de Enrique Peña Nieto (epn) y la violación de la veda electoral con mensajes proselitistas a favor de este último candidato (Camacho, 5 de julio de 2012; Redacción, 6 de diciembre de 2017).
Así, podemos ver un sexenio que, cargado de violencia y de inseguridad, manchó más la “transición a la democracia”, y un proceso electoral en 2012 que, cargado de irregularidades y de evidencias de compra del voto que implicó el regreso al poder del pri, significaría la desconfianza ante los partidos políticos y ante los procesos electorales, lo que a la postre tendría dos efectos: el crecimiento y la centralidad de la organización y de la movilización social como mecanismo de participación social durante el sexenio de epn, y una segunda alternancia partidista, que conduciría al poder, por primera vez, a una propuesta política denominada de izquierda.
El proceso político institucional resumido aquí refleja una apertura importante de la política en México, pero reducida principalmente al sistema de partidos, pues dejó de lado –o incluso limitó– el papel de los ciudadanos en su propio desarrollo (aun desde un enfoque liberal) (Bizberg, 2015). No obstante, estos exigirían esa participación de forma espectacular en y con el estallido del movimiento antiimposición, pues, si bien antes de este existen muchos y muy importantes proyectos de acción colectiva que interpelan el actuar del gobierno, la dimensión, la amplitud temporal y espacial, los reclamos al estado de la democracia contemporánea y las propuestas (eficaces o no) de democracia horizontal y participación ciudadana harían de este movimiento un parteaguas en la historia reciente del país, significando el inicio de un ciclo de protesta que pondría en entredicho la política mexicana y construiría una marea de descontento y de acción amplia y variada.
Las características del ciclo: organización, contradicción e interdependencia
Establecido el centro del análisis del cambio político: la acción colectiva, y definido el periodo: 2012-2018, planteo entender este proceso como un ciclo de protesta a partir de la definición de Sidney Tarrow, teórico del enfoque norteamericano de los movimientos sociales:
… fase de intensificación de los conflictos y la confrontación en el sistema social, que incluye una rápida difusión de la acción colectiva de los sectores más movilizados a los menos movilizados; un ritmo de innovación acelerado en las formas de confrontación; marcos nuevos o transformados para la acción colectiva; una combinación de participación organizada y no organizada; y una secuencia de interacción intensificada entre disidentes y autoridades que pueden terminar en la reforma, la represión y, a veces, en una revolución (Tarrow, 1997: 263-264).
Asimismo, el trabajo se halla directamente influido por la Estructura de Oportunidad Política (eop): “dimensiones congruentes […] del entorno político que ofrecen incentivos para que la gente participe en acciones colectivas” (Tarrow, 1997: 155), pero apartándola de una idea determinante e instrumental que apelara al análisis de las mayores posibilidades de éxito, puesta a la par del concepto de crisis orgánica de Gramsci (2009), entendida como un momento histórico en el que se despliega un desarrollo dispar entre estructura y superestructura, donde las clases dominantes pierden el control de la sociedad civil y se merma su capacidad para mantener la hegemonía por medio del consenso, por lo que se basa sobremanera en la sociedad política y, por ende, en la coerción. De igual modo, en este trabajo será importante el concepto de catarsis: “… el paso del momento meramente económico (o egoísta-pasional) al momento ético-político, o sea la elaboración superior de la estructura en superestructura en la conciencia de los hombres” (Gramsci, 1986: 139), el cual nos conduce a entender el proceso (no lineal) de politización y de toma de posición de los actores, postura que les permite ir y venir entre las búsquedas generales y las particulares, la acción espontánea/coyuntural y la orgánica.
Así, entenderemos la eop como el resultado de la pérdida de hegemonía sobre los grupos subalternos y sobre la acción de estos, a pesar de los riesgos que implica, sin que esto signifique apelar a un sentido heroico de los movilizados.
Ahora bien, pese a que el periodo de análisis incluye muchas y muy variadas formas de acción y de movilización colectiva, establezco, como parte del ciclo, las que comparten determinadas características particulares y nodales en el entendimiento de sus implicaciones en cuanto a la realidad y el proceso político del país, y que implican la confrontación con la clase hegemónica (física e ideológicamente), de alcances e implicaciones nacionales, masivos, coyunturales y de amplia cobertura, pues concentran la acción de múltiples organizaciones y de colectivos con trabajo orgánico, con un alto grado de heterogeneidad y de pluralidad que los lleva a establecer diferenciaciones internas difíciles de superar, dado que se asientan en contradicciones profundas entre sus componentes. Hablamos de los movimientos antiimposición, magisterial y los generados por el caso de Ayotzinapa; cada uno refiere, aunque por separado, una relevancia central para el entorno político y social contemporáneo, y contiene características que representan una gran complejidad y riqueza que los hace difíciles de entender por sí solos, puesto que las implicaciones de su desarrollo –así como las de sus objetivos y alcances– no se limitan a su propio proceso, además de que en conjunto crean un entorno particular de extensión del conflicto y generan entornos de posibilidad.
Son movimientos aglutinados en torno al Ciclo de Protesta en dos etapas: una primera de surgimiento y de refrendo del mantenimiento de la movilización constante, de carácter amplio y multitudinario, donde se encuentra el movimiento antiimposición y la primera etapa del movimiento magisterial, y que se extiende de mayo de 2012 a septiembre de 2013; y la segunda, que se caracteriza como punto álgido del ciclo, valiéndose del terreno allanado por la primera etapa e innovando en el campo de la unión de las luchas y de la relación entre espontaneísmo y dirección, y por el correspondiente repentino cierre del Ciclo de Protesta. Dentro de esta última etapa aglutino al movimiento por Ayotzinapa de septiembre de 2014 y 2015 y la segunda etapa del movimiento magisterial, de julio de 2015 a junio de 2016.
El ciclo de protesta puede ser entendido como resultado de diversos factores en dos niveles: 1) las condiciones políticas, económicas, históricas y sociales como componente sistémico de la eop; y 2) los actores colectivos y la memoria histórica como componente subjetivo de la eop. Si bien estas dos cuestiones requieren su abordaje de forma extensa, en este trabajo me enfocaré en un mapeo general para entender la dinámica del ciclo.
En el primer componente, el sistémico, propongo entender el entorno como posibilitador de la organización social a partir del impacto en la cotidianidad y en la hegemonía del sistema capitalista; y la legitimación de la lucha social a partir de tres factores principales y comunes a todos los movimientos en el interior del ciclo: 1) el desgaste de la transición a la democracia y de los procesos electorales, 2) los cambios a la legalidad a partir del paquete de reformas promulgado durante el sexenio de epn y 3) los resultados de la dinámica política de control social a partir de la coerción generalizada y específica contra los luchadores sociales. 
El desgaste de la transición de la democracia a la deslegitimidad de los procesos electorales, referido en la primera parte del artículo, significará que, ante la postulación de epn y su posterior llegada a la presidencia en medio de evidencias de compra de votos, se extenderá el clima de oposición a los procesos electorales en cada vez más amplios sectores sociales, si bien este no se generaliza. Asimismo, para 2014 y 2015, momentos álgidos del ciclo, se buscarán estrategias de oposición a los procesos electorales en el entorno de violencia generalizada y de impunidad, fracasando, sin embargo, en el propósito de ejercer una presión más allá de espacios particulares de oposición (Guerrero y Oaxaca).
En segundo lugar, las reformas estructurales (laboral, política, educativa, hacendaria, energética, de telecomunicaciones y financiera), promulgadas entre el 30 de noviembre de 2012 y el 9 de enero de 2014, son planteadas aquí como el punto nodal de la conversión neoliberal en México, puesto que el proyecto político y económico impulsado por epn fue resultado tanto de una estrategia internacional como de un proceso interno desarrollado durante casi treinta años, y en el que imperó el uso coercitivo del derecho como mecanismo de dominación en el campo de la sociedad política (Gramsci, 1968), para conformar la hegemonía de clase a partir de la construcción de marcos legales, procedimientos que abren el mercado y desregulan la propiedad y el mercado laboral, entre otras cosas (Harvey, 2007a, 2007b).
Estos marcos legales, construidos a imagen de las previsiones de los organismos internacionales, buscarán en todo el periodo la legitimación del proyecto neoliberal, no solo en términos jurídicos, sino también ideológicamente, para crear una plataforma política que supere al modelo benefactor y proteccionista en pro de una liberación mercantil que se plantea como la satisfacción de los intereses individuales y la potenciación de la economía. No obstante, ante la realidad que generaría, como el aumento del precio de la gasolina, la pauperización y flexibilización laboral, el proceso de despojo de tierras para concesiones de explotación a empresas transnacionales y los ajustes fiscales en contra de las clases trabajadoras, generarán un proceso de resistencia generalizada que tendrá entre sus experiencias más fuertes los proyectos de defensa del territorio contra megaproyectos y las protestas contra el gasolinazo.
Por último, el control social y la violencia emanada del Estado son abordados como un proceso continuo que interconecta experiencias como la guerra sucia de los años setenta, la guerra contra el narcotráfico del periodo de Calderón y la violencia generalizada y focalizada del sexenio de epn que, por un lado, generará la represión como mecanismo común ante las protestas, independientemente de qué actores sean los blancos, y, por otro lado, la concentrará contra actores centrales –la Coordinadora Nacional de Trabajadores de la Educación (cnte), la Federación de Estudiantes Campesinos Socialistas de México (Fecsm) y el Frente de Pueblos en Defensa de la Tierra (fpdt)– y espacios –Oaxaca y Guerrero– determinados por sus contextos políticos, sociales y culturales históricamente conformados (gráfica 1).
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Gráfica 1.
Fuente: elaboración propia.
En este sentido, el entorno de violencia y de represión, entendido como una estrategia coordinada e implementada sistemáticamente por el gobierno mexicano, será entendido en este periodo como un componente potenciador de la eop, más que una limitante, pues, si bien en la visión general de este concepto se presenta la certidumbre de la seguridad de los movilizados como una base para el crecimiento y la extensión de la acción colectiva, su abordaje, a la par del concepto de crisis orgánica y de catarsis, permite analizar cómo la acción y la movilización ocurren pese a los riesgos que implican, al ser entendidas como necesarias e indispensables (gráfica 2).
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Gráfica 2.
Fuente: elaboración propia.
Por otro lado, en el segundo componente, el subjetivo, observo el desarrollo de una compleja red de interacción y de conflicto interno a partir de habitus múltiples, derivados de la heterogeneidad y pluralidad de los componentes en el interior, así como los diferentes papeles que adquieren los intereses en contradicción y las búsquedas de diferenciación y luchas de enclasamiento a la par de búsquedas de unión, que se diferencian respecto de dos parejas dicotómicas: la primera, en cuanto a características básicas de definición identitaria y apego a una posición en la sociedad: estudiantes, maestros, sectores populares; la segunda, respecto de la diferencia que Gramsci (2009) establece, en el análisis de la correlación de fuerzas, entre el movimiento orgánico y el coyuntural.
Los actores inmersos en el Ciclo de Protesta significan así una compleja red de interacción y de conflicto caracterizada por el constante cambio y la recomposición, a partir de la diferenciación entre los sectores señalados.
Estas interacciones y conflictos se entienden de manera diferenciada, no solo espacial, sino temporalmente, lo que implica un abordaje a partir de los cambios en los niveles macropolítico y macroeconómico del proceso de neoliberalización y del correspondiente proceso de politización y resistencia que construye el conflicto social, por lo que sus papeles y posiciones dentro del ciclo variarán según la coyuntura particular: antiimposición, magisterial o Ayotzinapa.
Así, antes de avanzar sobre las características particulares de cada momento, plantearé una distribución, un tanto esquemática, de los actores presentes en el Ciclo de Protesta en México de 2012 a 2016, buscando establecer una imagen general de la distribución de los papeles y puntos de confluencia y divergencia de los diferentes procesos de movilización.
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Figura 1. Esquema cruzado. Actores del ciclo de protesta 2012-2016.
En este análisis reflejo la profunda interconexión entre los papeles diferenciados, pues los espacios y los actores clásicos de movilización funcionarán en un entorno diferente de acción ante la emergencia de un ciclo que inicia asentado en el componente coyuntural, teniendo un carácter novedoso en el que las formas de entender la movilización, las formas de organización, la participación y la protesta serán modificadas y enriquecidas, a la par que estos actores orgánicos otorgarán procesos de politización y mantenimiento histórico de la lucha, aun en periodos no masivos, valiéndose de la experiencia de lucha y de la memoria histórica de la que son herederos.
Primeramente, el triángulo establecido por las líneas azules, representando el movimiento antiimposición, evidencia el componente central que recae en el factor estudiantil, y tiene por igual una distribución entre movimiento orgánico y coyuntural, dada la relación de confrontación y de complementariedad constante que establecen estos dos actores generales (como tipos ideales).
La figura triangular formada por las líneas amarillas corresponde al movimiento magisterial a lo largo del proceso (2013-2016) y refleja la relevancia del factor popular y magisterial orgánico, es decir, constante temporalmente y con importantes capacidades organizativas y de repertorio de protesta, pero nutrido y fortalecido por el movimiento popular coyuntural, principalmente a partir de la acción de comunidades y del movimiento magisterial coyuntural.
Por último, el polígono formado por las líneas rojas, centro del esquema, representa el movimiento por Ayotzinapa. En primer lugar, refleja la amplitud del movimiento, abarcando gran parte de los componentes de los movimientos antes referidos y cuya centralidad navega entre el componente popular y coyuntural –representado por el Comité de Padres– y el estudiantil orgánico –representado por una de las organizaciones más longevas, la fecsm–. Asimismo, si bien se asienta en la capacidad organizativa y de acción de organizaciones como la Coordinadora Regional de Autoridades Comunitarias-Policía Comunitaria (crac-pc) y la cnte, el movimiento mantiene el contacto directo con el componente coyuntural, principalmente el estudiantil, y a una altura mayor que los movimientos anteriores, a nivel internacional, componente que dotará de capacidades importantes para dar masividad y cobertura al proceso.
De forma más particular, el surgimiento del ciclo es el movimiento antiimposición, asentado en el marco de la convulsión electoral de 2012. Esta coyuntura será desbordada de inmediato, puesto que la algidez social desencadenada por un sexenio de violencia y de represión sin precedentes tendrá en el movimiento antiimposición una vía de expresión y de lucha que apelará a la acción masiva por la democracia, la justicia y la seguridad social.
Su objetivo, así, irá más allá de detener la imposición de Enrique Peña Nieto como acción en pro de la democracia institucional, será un reclamo generalizado contra la clase política y el sistema, ante una realidad que iba más allá del fraude. Así, si bien el surgimiento del movimiento antiimposición tiene su base en la protesta de estudiantes de la Universidad Iberoamericana contra epn, tiene también una relación fuerte con el contexto caracterizado antes señalado, que por entonces significaría 121 613 homicidios (inegi, 26 de julio de 2017), 24 956 casos de desaparición (Campa, s. f.), 999 detenciones arbitrarias por motivos políticos, 67 ejecuciones extrajudiciales y 55 casos de desaparición forzada (Comité Cerezo, 2013, 2014), así como la previsión de la reforma laboral a aprobarse aun en el sexenio de Calderón.
Este movimiento potenciará también la participación con una rápida difusión de la movilización, extendiéndose más allá de los sectores orgánicos, significando un momento de movilización amplia caracterizada por una composición heterogénea y plural, en cuyo seno se encontrarán los estudiantes universitarios, diferenciados no solo en torno a su posición de clase y características económicas y político-ideológicas, sino a las mismas prácticas culturales, gustos y habitus, generando un proceso político que innova en la propia forma de entender la acción colectiva, las reivindicaciones y las formas de organización y de lucha.
En cuanto a su composición, este movimiento significará un proceso de renovación de cuadros, politizando a toda una generación y revitalizando y relegitimando la movilización y la organización independiente, abriendo la lucha a sectores que antes no tenían cabida. Asimismo implicará la innovación en formas de entender la militancia y la organización, puesto que las búsquedas de eliminación de dinámicas coercitivas y dirigistas, así como la idea del interés del individuo y la toma de decisiones libre, construirán una forma de activismo más abierta y espontánea, a la vez que un marco de organización horizontal basado en la rotatividad. Si bien estas búsquedas tendrán limitantes inherentes, tanto por la dificultad de un movimiento tan amplio y masivo, como por las coerciones emanadas del surgimiento de “liderazgos” y de pugnas internas, resultado de contradicciones y perspectivas contrapuestas en su interior, significarán un aprendizaje para los mismos sectores orgánicos, rebasados por la masividad del factor espontáneo y coyuntural. De igual forma, los repertorios de protesta marcarán una innovación importante, puesto que, apelando a la festividad y a la diversión, sobrepasarán las consignas clásicas. También evidenciarán las limitaciones del factor del consenso y abrirán el debate en torno a la relación que debe existir entre formas pacíficas y directas.
Si bien el proceso, que abarcaría de mayo a diciembre de 2012, no logró detener la llegada de epn a la presidencia, sí alcanzaría a movilizar como nunca antes a muchos y muy variados sectores sociales, significando la llegada de nuevos actores y revitalizando la acción colectiva y las formas de organización y de lucha.
Así, el movimiento magisterial de 2013 demostrará que la llama del movimiento antiimposición había encendido un pastizal que no se apagaría en todo el sexenio de epn, y que sería atizado por el propio proyecto político vislumbrado por los jóvenes.
Además del entorno general antes señalado y de la nueva correlación de fuerzas generada por el movimiento antiimposición, que permitirá la extensión del descontento y el apoyo, simbólico y material, de estudiantes y de sectores populares y magisteriales, habría que añadir en este momento la circunstancia de la Reforma educativa y el impacto que tuvo en la capacidad de organización y de movilización de su componente orgánico: la Coordinadora Nacional de los Trabajadores de la Educación.
La Reforma educativa –promulgada el 25 de febrero de 2013– se insertó en una dinámica política álgida de los periodos previo y posterior a las elecciones, en la cual las críticas al control que el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación (snte) y su lideresa Elba Esther Gordillo mantenían sobre la educación se volvieron el principal argumento para legitimarla (Hernández, 2015). Hablando de los males que la corrupción y el clientelismo del sindicato generaban en la calidad de la educación en México, se posibilitó inicialmente el apoyo de algunos sectores de la población, pero a la vez se generó una importante reacción de amplios sectores magisteriales afines a la dirección nacional y que no se habían movilizado previamente, y que, sumados a la base magisterial y social de la cnte, generaron movilizaciones canalizadoras del descontento social y legitimadoras del movimiento orgánico.
Si bien en esta etapa no veremos la misma extensión de la movilización en amplios sectores subalternos, sino la centralidad evidente del componente magisterial, sí representará la extensión e incursión de nuevos actores, puesto que al centro orgánico de la cnte se sumarán maestros de espacios hasta entonces controlados por la dirigencia sindical. De esta forma, el proceso validará el mantenimiento de la movilización masiva y la politización de nuevos sectores en oposición a la Reforma educativa y a la revitalización del movimiento magisterial con larga experiencia, asentándose en un entorno de relegitimación de la lucha. Asimismo, aunque no innovará en formas de organización y en repertorios de protesta, demostrará la validez y la capacidad del centralismo democrático y un repertorio que combina formas políticas, jurídicas y mediáticas, valiéndose de la movilización masiva caracterizada por la acción directa. Así, junto a los aprendizajes del movimiento antiimposición, delimitará el proceso posterior, donde vemos la concatenación de múltiples formas de organización y de repertorio.
También en este periodo se constatará la dinámica represora del nuevo gobierno, pues la violencia del primero de diciembre, el cierre del movimiento antiimposición y el desalojo del bloqueo que mantenían los maestros en el zócalo capitalino el 13 de septiembre de 2013 marcaron esta primera etapa del movimiento magisterial.
La segunda parte del ciclo tendrá como punto de partida el movimiento por Ayotzinapa, un momento de mayor algidez como resultado del proceso de pérdida de hegemonía de las clases hegemónicas y sus proyectos políticos, generado tanto por las afectaciones directas de la implementación de políticas económicas y políticas en contra de los intereses de las clases subalternas –con las reformas energética y financiera principalmente– como por la propia acción de estas, principalmente en el interior de las movilizaciones previas. Este movimiento significará un nuevo punto de innovación, potenciación de la movilización (aun a mayor escala que la vista en el movimiento antiimposición) y una importante búsqueda de unión de proyectos políticos y movimientos, tanto coyunturales como orgánicos, estudiantiles, magisteriales y populares, apelando directamente, al menos en la dimensión discursiva, a entender al enemigo como uno de clase, es decir, llegando al momento catártico en amplios sectores que cada vez impulsarán más la lucha contra el sistema más que contra las personalidades gubernamentales.
En el interior de este movimiento logramos encontrar nuevamente al grueso de la población, dadas las implicaciones del mismo, puesto que intercala la lucha estudiantil, la magisterial y la popular, tanto orgánica como coyuntural; y se orienta contra la violencia, la impunidad y la corrupción. En este componente se inmiscuyen, por un lado, las características contextuales del periodo donde vemos la extensión y la generalización de la violencia y el ataque a los derechos comunitarios, educativos y laborales; y, por otro lado, la fortaleza de los proyectos políticos en espacios delimitados, como Guerrero y Oaxaca. Semejante composición, no obstante, no conseguirá generar la misma relación de confrontación en el interior, como se vio en el movimiento antiimposición, puesto que, además de presentarse en un contexto de mayor apertura a la complementariedad de demandas y de repertorios (resultado de la misma politización proveniente de 2012 a la fecha), encontrará en las formas de organización la fortaleza de emanar de un centro natural e indiscutible del movimiento: los directamente afectados (los padres de los normalistas y la fecsm) y las búsquedas de coordinación amplia bajo una misma plataforma: la lucha contra el sistema y por la justicia social. Así, encontramos que las formas de organización será una de las principales apuestas del movimiento, logrando construir plataformas de acción y de coordinación nacional e internacional de grandes alcances, abriendo nuevas puertas para la lucha y, pese a las limitaciones que presenta en su momento, desarrollando aprendizajes constantes y revitalizaciones creativas de los proyectos políticos de base.
Posteriormente, tendremos una nueva extensión de la algidez, pero acompañada del cierre repentino del ciclo. En un primer momento hubo una reorientación localizada del mismo hacia la lucha magisterial y popular de 2015 y 2016, principalmente en el estado Oaxaca. En este periodo observamos, por un lado, la potenciación del movimiento, no solo en su carácter masivo, sino en su dinámica de confrontación contra el gobierno y contra el sistema y en la relación entre dirección (sección 22) y espontaneísmo (clases subalternas y comunidades en Oaxaca). 
Emanará un importante proceso de politización en torno a la relación entre capacidades organizativas y de movilización, a partir del centralismo democrático de la sección 22, y una potencia de coordinación y de confrontación desde la acción espontánea y libre de sectores no movilizados previamente. Con ello se demuestran los límites de la unión de luchas y las contradicciones existentes entre intereses sindicales y comunitarios.
Por otro lado, también encontramos el decaimiento del proceso como resultado del desgaste físico, económico y psicológico, originados por: 
1. La acción represiva del sistema que, para el periodo de junio de 2014 a junio de 2017, dejaría un total de 1 751 detenciones arbitrarias, 98 ejecuciones extrajudiciales y 70 desapariciones forzadas, principalmente en los estados de Guerrero y Oaxaca, y casos paradigmáticos y aberrantes como la desaparición de los 43 estudiantes normalistas y la fuerte represión el 19 de junio en Nochixtlán (Comité Cerezo, 2013, 2017).
2. El desencanto con respecto a los alcances de la acción colectiva ante la negativa de apertura del sistema político en el sexenio, la incapacidad para solventar las afrentas y el desapego e, incluso, enemistad de sectores movilizados en el proceso, dando paso a su vez a la nueva coyuntura electoral y revitalizando las búsquedas de resultados a partir del factor electoral e institucional con el proyecto de amlo.
El cierre del ciclo no significa el fin de la movilización, pero sí el cese de su carácter amplio, masivo, nacional e independiente de la política institucional, puesto que los dos años siguientes significarán la multiplicidad de luchas aisladas: contra las alzas de la gasolina a inicios de 2017, contra los megaproyectos y en defensa de la tierra, contra la violencia y la impunidad, contra el adelgazamiento del Estado social y también en apoyo al recambio político institucional. Así, observamos que el ciclo construye una capacidad contrahegemónica importante, agudizando la crisis orgánica del sistema y demostrando una politización al nivel de un proceso de catarsis en el que se pasa de previsiones en torno a la lucha democrática institucional, a las libertades sociales y a la legalidad, abogando por la lucha pacífica (movimiento antiimposición), así como por las búsquedas de seguridad laboral, aceptando de nuevo las formas del centralismo democrático, hacia las demandas de seguridad y de justicia, a partir de búsquedas de coordinación amplia e independiente y de la conjunción de las formas legales, ciudadanistas y mediáticas con las confrontativas, planteado ya no la lucha en el sistema político institucional que se entiende como corrompido en su totalidad ante casos como Iguala (2014), Tlatlaya (2014), Tanhuato (2015), Villa Purificación (2015), Apatzingán (2015), Cuitzeo (2016), Nochixtlán (2016) y Arantepacua (2017) (Castellanos, 2018).
No obstante, esta construcción de contrahegemonía no conduce directamente al tiempo revolucionario y antisistémico, sino que abre el momento de reforma aun dentro de la lógica liberal y capitalista, sin que esto deba ser visto con anhelos insurreccionistas, sino como un nicho de análisis de las dinámicas políticas, sociales e incluso culturales, para entender los factores que influyen en el devenir de los procesos.
El resultado de este proceso ofrece importantes evidencias de la confluencia del proceso con la política nacional, la alternancia política y la llegada al poder por primera vez de la llamada izquierda partidista, y muestra claramente que esta última no es el fruto exclusivo de la campaña electoral que desembocaría en la jornada electoral del 1 de julio de 2018, sino que tuvo sus principales fuentes de posibilidad  y de inspiración en el proceso de politización y de lucha del ciclo. Es decir, a pesar de construirse como oposición a las vías electorales y de dejar en claro su separación con respecto a los partidos políticos, el ciclo termina por impactar en estos y favorecer a un proyecto entendido no como la solución directa, sino como la única alternativa viable que pudiera ofrecer un respiro. Esta posibilidad funciona en dos sentidos: por un lado, politizando a la mayoría de los mexicanos, aun a los que no se movilizaron, y contribuyendo a la debacle de los partidos históricamente consolidados (pan, pri y prd) y a la búsqueda de salidas a la realidad de violencia, corrupción y pobreza que también evidencian estos procesos. En segundo lugar, se volvía casi imposible un nuevo fraude electoral por las consecuencias sociales que habría significado; es decir, una base social apaleada, sin fuerzas y en busca de salidas institucionales constituía un peligro muy grande ante un nuevo fraude que perjudicara al candidato más fuerte ‒quien finalmente acabó arrasando la contienda.
No obstante, la alternancia, pese a ofrecer algunos resquicios de organización y de espacios de lucha dentro del apartado estatal, más pronto que tarde logró volver a activar el conflicto social ante las contradicciones inherentes a las promesas y los compromisos políticos de Morena con organizaciones como la cnte, los padres de los normalistas, la crac-pc, etcétera, y los pactos con grupos empresariales y políticos antes referidos como parte de la mafia en el poder (Alfonso Romo y Esteban Moctezuma Barragán, por mencionar algunos).
Conclusiones
Como reflejo directo de un ciclo, el proceso de cambio político emanaría de un proceso electoral y terminaría en otro. Pese al largo camino de organización y de lucha independiente, de intentos de organización amplia y desde abajo, el cambio político recaería en lo institucional, para desgracia o fortuna. 
En efecto, el cambio político que significa la alternancia en el proceso electoral de 2018 es el resultado del aprendizaje político de las masas sociales; no obstante, este no se constriñe como tal a la imagen de la ciudadanía, pues, a pesar de apelar al proceso institucional como mecanismo de cambio, los aprendizajes emanan de la lucha colectiva y del cambio de formas de entender la política surgido de los procesos independientes de acción colectiva.
De esta forma, el cambio político de 2018 será uno de características reformistas, resultado de la conjunción de condiciones objetivas, como la crisis económica nacional que se refleja en el alza de precios de la canasta básica y de los energéticos, así como en la pérdida del valor del peso con respecto al dólar, condiciones estructurales derivadas de los cambios legales de las reformas, y de condiciones subjetivas que, si bien permiten el desarrollo de la acción colectiva y el aprendizaje colectivo sobre política, movilización y búsquedas de cambio, no logran transformarse en la consecución de unos marcos generales de organización popular, ante la carencia del necesario desarrollo de la conciencia de clase en los diferentes grupos subalternos, no necesariamente obrera, sino que hicieran evidentes los intereses de clase de los diferentes grupos en su interior, los puntos en común y la contradicción de estos con las clases hegemónicas que mantenían el poder.
De esta forma, la salida a la crisis orgánica no será el cambio político radical, puesto que aun el sistema de relaciones sociales de la conversión neoliberal no se encontraba del todo desarrollado, y la acción de los grupos subalternos no era lo suficientemente fuerte como para apelar por la hegemonía del sistema de construcción de la realidad, momento en que Morena y amlo, por su imagen de oposición –pese a las múltiples contradicciones de su proyecto político– y por los pactos que establecería con grupos de poder, lograrían movilizar a los descontentos y arrasar en las elecciones, puesto que el costo político y social de un nuevo fraude sería mayor que el de apelar a un proyecto que dotaría de cierta estabilidad social, a la par que aseguraría la continuación de la conversión neoliberal y la prolongación del pacto de las hegemonías.
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Acción colectiva y movimientos sociales en las Grandes Montañas de Veracruz
Gualberto Díaz González
Introducción
En la región de las Grandes Montañas nos encontramos con una variedad de acciones, protestas y movimientos sociales que tuvieron repercusión local y regional, y que lograron reivindicaciones importantes. Algunos fueron reprimidos, otros desaparecieron; algunos permanecen y otros surgen. En los años sesenta se verifica un activismo normalista en la sierra de Zongolica; en los setenta tenemos a las comunidades eclesiales de base en Río Blanco, en el contexto de la crisis del Estado social y del auge de la izquierda comunista y su vertiente guerrillera;  se da la lucha magisterial y el paso del Ejército Zapatista de Liberación Nacional por la región en 2001. El centro Kalli Luz Marina, en 2007, en Rafael Delgado, surge para empoderar a la mujer indígena de la sierra de Zongolica; en 2010 se libran luchas ambientales en la defensa del territorio ante la llegada de los megaproyectos; los jóvenes de las Grandes Montañas hacen suya la voz del movimiento #YoSoy132 a nivel nacional; y en los últimos años somos testigos de las luchas por los desaparecidos.
El estudio de los movimientos sociales proviene de la sociología, aunque hoy es un fenómeno académico multidisciplinario que intenta conocer y estudiar las diferentes formas de organización y de protesta. La sociología surge en el siglo xix precisamente para entender las consecuencias sociales de los desencantos de la modernidad: despojo, migración, desempleo, defensa de la tierra. Es una sociología de la organización y del conflicto, de la protesta y de la movilización.
Melucci (1999), Touraine (2003) y Tilly (2010) marcaron el camino para el estudio diversificado y ampliado de acciones colectivas, procesos identitarios, movilización de recursos y repertorios de protestas en contextos sociohistóricos específicos. Las características actuales de la acción colectiva y de la protesta social nos permiten enfocar las luchas y los movimientos desde otros ángulos, como la exigibilidad de derechos, el derecho a tener derechos, un proceso territorial reivindicativo (Honneth, 2010). Se requiere también una antropología del dolor que posibilite un acompañamiento empático a las víctimas y que busque una reparación integral de los daños. Sin embargo, los niveles de violencia y de criminalidad que se han registrado en la región, al menos desde última década, como en muchas regiones de Veracruz y de México, desvelan los márgenes estatales y los espacios de ilegalidad, las relaciones políticas y económicas que estructuran, componen y ocupan el territorio en un contexto de violencia.
En la región persisten, desde la Colonia, mecanismos de intermediación, de acaparamiento y de usura en contra de pequeños productores y de las comunidades indígenas; continúa la explotación y el despojo, lo que impide el crecimiento endógeno de toda la región, principalmente en territorios indígenas. En medio de escenarios de crisis del modelo neoliberal y de cambio climático, ¿cómo un cambio de régimen y de vuelta al Estado social puede aportar los elementos para una transformación?
La región de las Grandes Montañas
El estudio de la región nos permite conocer fenómenos locales y entender la diversidad de sus situaciones históricas. Un instrumento conceptual del investigador sería entonces pensar el territorio como región y como proceso sociohistórico (García, 2006). Pero el concepto mismo de ‘región’ es abarcador y se nos presenta “como un cuadro impresionista donde las fronteras precisas no existen” o sus escalas no están bien definidas (Marchal y Palma, 1985: 91). Regularmente las delimitaciones de los espacios territoriales suelen obedecer a intereses políticos, económicos y culturales. Las regiones catalogadas para el estado de Veracruz son la Huasteca, el Totonacapan, el Sotavento, los Tuxtlas y las Grandes Montañas.
La región de las Grandes Montañas se ubica en la parte central del estado de Veracruz. Su territorio alcanza alturas desde cero hasta tres mil metros sobre el nivel del mar,  y tiene valles y montañas. Algunas de sus zonas son de difícil acceso, con caminos montañosos y en mal estado. Integran la región 57 municipios, de los cuales 50 están catalogados como rurales y siete como urbanos. Su biodiversidad es muy rica: tiene una zona cálida, una templada y una fría. La cuenca del río Blanco nace en las faldas del Pico de Orizaba y atraviesa las sierras y las altas montañas, favoreciendo las actividades agrícolas, comerciales e industriales de la región. Casi 70% de su territorio se destina a actividades agropecuarias. Los municipios con mayor población urbana son Río Blanco y Orizaba (99.9%). Las zonas conurbadas de Orizaba y Córdoba comprenden 14 municipios.
A las regiones se les identifica regularmente por sus áreas de influencia, como los centros económicos o industriales, y por sus procesos histórico y demográfico. Con frecuencia, el instrumento de política social de la región suele ser el centro (polo de desarrollo) que, a partir de la inserción de una fuerza motriz (complejo industrial), irradia el desarrollo a toda la región, evitando que se concentre solo en algunos puntos urbanos (Carrillo, 2002). La región de las Grandes Montañas está atravesada por un corredor industrial que desde el siglo xviii ha sido importante, cuando la zona fue el centro de producción de tabaco más grande de la Nueva España; en el siglo xix el café se convierte en el principal cultivo comercial de la región y se experimenta un auge de la industria textilera en Nogales, en Río Blanco y en Mendoza. El proceso industrial de explotación por parte de los dueños de las fábricas propició que la clase obrera se organizara y se vinculara con el movimiento magonista. De ahí surge un acontecimiento precursor de la Revolución mexicana, la huelga del 5 de enero de 1905 y la matanza de Río Blanco: el asesinato de cientos de obreros textiles a manos de militares, por órdenes del entonces presidente de México Porfirio Díaz. Aquella gesta en la región marcó el inicio de una serie de luchas y fue el disparador para muchos movimientos sociales importantes a nivel nacional.
El valle de Orizaba
El proceso revolucionario trajo a la región algunos logros para la cultura obrera: tiendas colectivas, educación, deportes, cine social; sobre todo en Río Blanco, en Ciudad Mendoza y en Nogales. Fueron los años de bonanza del triunfo obrero en el contexto global de la Gran Depresión y de la Segunda Guerra Mundial, el auge de las políticas expansivas de inspiración keynesiana y del Estado social, que llegó a su fin con la crisis de la balanza de pagos y con las devaluaciones de 1976 y 1981. El modelo desarrollista mexicano, con un marco institucional emanado de la Revolución y de la Constitución de 1917, devino en un Estado-empresario promotor de la acumulación de capital y que asumió la tutela de los grupos subalternos, con una economía mixta dentro del mercado mundial capitalista y con una sólida burguesía nacional. Por aquellos años, el país experimentó una espectacular urbanización y gran crecimiento demográfico; una pérdida de autosuficiencia alimentaria y un superávit comercial agropecuario; un proceso de industrialización trunco y la dependencia de la importación de bienes de capital y de inversión extranjera, así como la polarización de la vida entre el campo-ciudad y las regiones (Meyer, 1980).
El auge de las textileras tuvo su declive en los años sesenta, por lo que muchos habitantes de los municipios optaron por la migración. Río Blanco se convirtió en paso de migrantes y en generador de trabajos informales. La fábrica cidosa, último reducto textilero debido a los recortes de personal y a los despidos injustificados, se declara en quiebra, atentando contra los derechos laborales de los obreros sindicalizados, quienes, dicho sea de paso, estaban encabezados por Mario Martínez de Héctor, prototipo del líder charro.
En ese contexto de crisis, la influencia económica del corredor industrial se comienza a mover hacia la conurbación Orizaba, Ixtaczoquitlán y Córdoba, principalmente con el desarrollo de la industria del café, de la cerveza, de la construcción, de alimentos y de productos cosméticos. El comercio se fue concentrando en pocas empresas y marcas; persisten el caciquismo, el sindicalismo charro y el outsourcing.
Las comunidades eclesiales de base de Río Blanco 
La Teología de la Liberación (tl) surge en los sesenta en América Latina. El Concilio Vaticano II en 1985 dio la pauta para que la Iglesia comenzara a reflexionar desde la teológica sobre la realidad social, dando importancia al contexto socioeconómico y cultural para el ejercicio de la acción pastoral, que asumía como referencia las circunstancias de vida de las personas y de los pueblos pobres o colonizados. La acción de los laicos en el trabajo de evangelización y de promoción social que realiza la Iglesia en el mundo adquirió protagonismo.
La corriente ideológica por una emancipación de los pobres muy pronto llegaría a México con Samuel Ruiz, en Chiapas, y con Sergio Méndez Arceo en Cuernavaca. Al valle de Orizaba llega con Ricardo Zapata Jiménez, a principios de los setenta. Zapata Jiménez se ordenó como sacerdote en Xalapa y, en 1971, es enviado a la parroquia del Sagrado Corazón de Jesús, en Río Blanco, donde funda las Comunidades Eclesiales de Base (ceb). Inspirado por el concepto de la “Iglesia de los pobres”, Ricardo Zapata comenzaría a cambiar el panorama del catolicismo popular en Río Blanco y en la región, pues jugó un papel importante en la articulación de luchas y movimientos de la época. Lo eclesial y lo evangelizador ya venía de los curas de la revolución, que eran católicos y protestantes, pero con la fundación de las ceb en Río Blanco se recupera de alguna forma la herencia del movimiento obrero: el que había sacudido al país a principios del siglo xx, el que se aglutinó en la Casa del Obrero Mundial, el que impulsó las luchas de las centrales obreras. Por ese entonces también operaba en la región la Liga Comunista 23 de Septiembre y había influencia de la guerrilla; a fines de los sesenta, en el valle de Tenango, se instaló un campamento de adiestramiento militar y guerrillero.
Las ceb formaron “grupos de reflexión” en las colonias para estudiar la Biblia y analizar los problemas de las comunidades. El método que empleaban era abordar la vida diaria a partir de “ver, pensar y actuar”. En las sesiones de grupo se recopilaban los problemas y se llevaban a la parroquia de Río Blanco, donde se formaban comisiones para decidir cómo se iban a enfrentar o a solucionar aquellos. Había comisiones sobre la crisis económica, de apoyo a los presos políticos, para gestionar y organizar marchas de protesta. El trabajo de Ricardo Zapata era inculcar el aprendizaje, era la concientización, canalizados hacia la inconformidad ante el Estado y ante los grupos de interés (A. Tapia, comunicación personal, 18 de diciembre de 2918).
Las ceb tuvieron presencia en la defensa de la tierra, de la cultura y de los derechos humanos en la región. Participaban curas de Loma Grande, Acultzingo, Ciudad Mendoza, Nogales, Río Blanco, Tlilapan, La Perla, Santana e Ixtaczoquitlán. El proceso que generaron permitió construir redes eclesiales con organizaciones sindicales, campesinas y de la sociedad civil; en las ceb participaban obreros, colonos y campesinos que se vincularon con acciones y movimientos urbano-populares e indígenas; su lucha fue multisectorial. Las ceb apoyaron a los obreros de la fábrica de San Lorenzo, en 1978, en Nogales; tuvieron una participación importante en el campamento Tierra y Libertad, en el municipio de Carrillo Puerto, en 1979, donde los campesinos luchaban por la tierra y por la liberación de los presos políticos; y en el movimiento social de Tehuipango, sobre todo a partir de la represión de 1980, participaron con asesoría y acompañamiento para denunciar a caciques que estaban detrás de la matanza (Díaz, 2019).
Las ceb  se articulaban también a una lucha subterránea. El padre Ricardo Zapata formó parte de Ameyali, célula clandestina y motor de la lucha de las ceb, a donde llegaban los problemas más delicados, se hacían planes y se formaban comisiones para organizar y acompañar a los movimientos regionales. Participaban intelectuales de Xalapa, maestros y curas de Tezonapa, Motzorongo, Tequila, Loma Grande, Río Blanco y de la sierra de Zongolica.
La marcha zapatista en el valle de Orizaba
El paso de la Caravana del Color de la Tierra del ezln en febrero de 2001 fue un acontecimiento histórico para la región, no solo porque la marcha zapatista hacia la Ciudad de México para exigir respeto a la cultura indígena era histórica de por sí, sino también por el éxito de la convocatoria y por los vínculos que se generaron en la región. El jueves 8 de marzo de 2001, más de 10 000 personas abarrotaron el centro de la ciudad de Orizaba para escuchar a los delegados zapatistas, especialmente a su líder, el entonces subcomandante Marcos, hoy Galeano. Nunca antes en la historia de la ciudad se había congregado tanta gente en un mitin político para escuchar a un grupo indígena ‒y guerrillero‒. Eran colectivos feministas encabezados por el Colectivo Feminista Cihuatlahtolli, ac, y también se había traído a los zapatistas viejas luchas campesinas y eclesiales de la región. El proyecto fue grande, había que gestionar recursos para poder recibir a la caravana. Aquel día fue de una rebeldía muy civilizada, donde miles escucharon atentos el mensaje zapatista: “Nosotros no venimos a pedirles que se unan al ezln, sino a que se organicen y luchen aquí, en su tierra”. Señores que escuchaban atentos, jóvenes con ojos de asombro, de ilusión, pues la aglomeración de varias horas bajo el sol no había importado para poder ver a los zapatistas de Chiapas.
La travesía de la caravana por la región implicó, por un lado, la relación de una lucha social que viene caminando al menos desde las comunidades eclesiales de base y del movimiento social de Tehuipango en los setenta; y, por el otro, la continuidad de la influencia zapatista en la región. En la caravana de 2001 los zapatistas se alojaron con el colectivo Cihuatlahtolli  e hicieron visitas a la sierra. Es pertinente recordar que, a días del levantamiento armado del 1 de enero de 1994, el ejército mexicano realizó varios cateos y detenciones en “casas de seguridad” del valle de Orizaba y de la sierra de Zongolica.
La sierra de Zongolica
La sierra de Zongolica se encuentra en la subcuenca del río Blanco, que tiene su origen en las faldas del Pico de Orizaba, y la integran 14 municipios. La mayoría de sus habitantes habla náhuatl todavía; otros son mayoritariamente mestizos. Con una geografía hostil, macizos montañosos y grandes pendientes, paisajes exóticos y clima frío, la sierra de Zongolica es importante por los procesos sociales y las luchas históricas que la atraviesan; un espacio territorial que merece ser denominado región.
La sierra de Zongolica colinda con la sierra Mazateca, de Oaxaca, y con la sierra Negra, de Puebla, lo que ha representado un paso natural muy viejo. Los pueblos nahuas llegaron a la sierra en dos momentos; entre los años 650 y 1100 d. C., los nahuas del Este se establecieron en la sierra de Zongolica y en el valle de Perote; después, los nahuas de la parte oriental se desplazaron a la sierra, y es la variante que predomina actualmente (García, 2014). También se dice que la sierra comenzó a estar habitada por pueblos mesoamericanos hace más de cinco siglos, cuando grupos mixtecos emparentaron con poblanos-oaxaqueños y se inicia el proceso de nahuatlización y de migración nonoalca-chichimeca hacia la sierra (Aguirre, 1987).
Durante el dominio mexica, la sierra de Zongolica tributaba cacao, algodón, plumas preciosas y collares de jade. Texhuacán, Mixtla, Tehuipango, Tlaquilpa, Tequila y Zongolica fueron altépetl, señoríos que competían por la hegemonía regional de la sierra (Aguirre, 1987). En la Colonia comienza el proceso de despojo de las tierras comunales de los pueblos indígenas, quienes reclaman a la Corona la recuperación de sus tierras. Sería hasta la Independencia cuando pueden adquirirla (comprarla) a los grandes terratenientes. También durante la Colonia se introducen el consumo de tabaco y de alcohol en la sierra, que era utilizado como forma de pago.
En la Colonia, el cantón de Zongolica seguía siendo una república de indios. La evangelización de los franciscanos instituyó las mayordomías y las peregrinaciones, pero incorporaron elementos de las religiones mesoamericanas como el calpixque y los tequitlatos, instituciones prehispánicas que permitían el trabajo comunitario y que fueron utilizadas para satisfacer la demanda de mano de obra indígena. Persistieron las faenas para organizar el trabajo colectivo de las fiestas religiosas y para la realización de obras de beneficio común. La sierra de Zongolica ha sido para el corredor industrial de la región, principalmente, mano de obra barata, migración y clientelismo de partidos políticos y del gobierno. El proceso de desarrollo económico de las Grandes Montañas no ha impactado favorablemente en la economía campesina de los pueblos de la sierra, donde la mayoría de las comunidades indígenas vive en pobreza y en la desarticulación de su tejido comunitario, raíz nahua que parece destinada a desaparecer.
Normalismo en la sierra
En la década de los setenta se observan, en el ámbito rural veracruzano, movimientos campesinos en zonas serranas. Algunos clandestinos, como en Atzalan, Misantla, Zongolica y la Huasteca, eran luchas por la tierra (Aguilar, 2012) y por el derecho a gobernarse.
El proceso de una educación normalista en la sierra se desarrolla en los sesenta. El Centro de Iniciación Pedagógica Enrique Laubscher, en el municipio de Los Reyes, muy cerca del municipio de Zongolica, tuvo un papel importante en términos de organización y de acción colectiva. El centro ofrecía una instrucción de tres años de secundaria y un cuarto año de normalismo, para formar maestros desde una pedagogía emancipadora que pudiera combatir la pobreza y la marginación social de la sierra. Del centro Enrique Laubscher egresaron algunos de los líderes que posteriormente participarían en organizaciones y en movimientos sociales de la sierra de Zongolica, y egresados y estudiantes se solidarizaron en las protestas y fueron muy activos en asambleas y en marchas.
Los orígenes del normalismo vienen de la revolución de principios de siglo xx, aunque es con el cardenismo cuando se propaga y tiene una influencia importante en el campo mexicano. Desde los sesenta, el normalismo se vincula a movimientos sociales y a la guerrilla de Lucio Cabañas y de Genaro Vázquez, que volvieron necesaria una formación normalista para producir un agente de cambio social de grupos y de sectores subalternos del campo mexicano. El proceso normalista que se dio en la sierra de Zongolica tuvo una influencia importante en acciones colectivas y en movimientos sociales de la región. Un ejemplo es el movimiento en Tehuipango, encabezado por Campesinos Pobres Unidos Independientes de Tehuipango (cpuit), que surgió contra el caciquismo y para combatir la discriminación. En 1976, indígenas campesinos toman por la fuerza el poder municipal y lo ejercen como una comuna de izquierda durante varios años, hasta que fueron reprimidos con una matanza en 1980 que desarticuló la organización en esa localidad. El Centro de Iniciación Pedagógica de Reyes fue una pieza clave en la formación, desarrollo y acompañamiento del movimiento de Tehuipango, con jóvenes activistas que reivindicaban territorialidad, derechos y autonomía en la sierra de Zongolica (Díaz, 2019).
La batalla de Tehuipango se da en tiempos de efervescencia social y política que va más allá de la región. El triunfo de la Revolución cubana inspiró a generaciones de jóvenes activistas que florecieron con el movimiento de 1968, reprimido con la matanza del 2 de octubre en la Plaza de las Tres Culturas, en Tlatelolco. Cuatro años después de este trágico evento vino el “halconazo” y la proliferación de la guerrilla urbana y rural en varios estados del país. El movimiento de Tehuipango es contemporáneo de aquellas luchas. Se inscribe en una época de insurgencia latinoamericana, de auge de las teorías marxistas y de la praxis de la teología de la liberación; y también de la guerrilla urbana y rural y de “la guerra sucia”, el combate oscuro, permanente y sistemático del Estado mexicano para capturar, reprimir y eliminar disidentes. Eran tiempos de cambio, tiempos utópicos. Hubo matanzas y muchos militantes desaparecidos de quienes, hasta la fecha, no se sabe nada.
Pareciera que el movimiento de Tehuipango luchaba aislado del mundo, pero jugaba su papel en la historia de las luchas y de las resistencias de la sierra de Veracruz y de México. En Tehuipango confluyen varios elementos, entre los que se cuenta el combate a los cacicazgos locales y regionales, cimentado en la defensa de la cultura indígena y de su identidad; el movimiento era encabezado por jóvenes que habían recibido instrucción normalista y que tenían vínculos con grupos comunistas y de las Comunidades Eclesiales de Base.
La lucha social de Tehuipango nos lleva a preguntarnos sobre las causas económicas, políticas y sociales que la desencadenaron, las condiciones para que sucediera la masacre y las razones por las que el movimiento fue perdiendo fuerza. El caciquismo nunca desapareció y el movimiento se fue integrando a otras zonas de la sierra, partes del cual se extienden hasta el presente. Después de Tehuipango, se fundó Timocepanoke Noche Altepame Macehualme [Unión de Todos los Pueblos Pobres (Tinam)]. Influenciados por la teología de la liberación y por corrientes revolucionarias que tenían presencia en la región desde los años setenta, los hermanos Beto y Maurilio Xocua Méndez fundan el Tinam en 1982, en el municipio de Tequila. Además de los hermanos Xocua Méndez, destacaban en la dirigencia el sacerdote Salomón Lemus, las hermanas Gloria y Norma Arena Agis, Felipe Velasco Olmedo y Jacobo Silva Nogales. En 1984 hay una escisión en el Tinam y se funda la Organización Campesina e Indígena de la Sierra de Zongolica (ocisz) para gestionar recursos, incentivar el cultivo y el comercio del café, así como la creación de proyectos de aserraderos. En 1986 se crea la Coordinadora Regional de Organizaciones Indígenas de la Sierra de Zongolica (croisz), en Soledad Atzompa, para buscar un desarrollo autogestivo de las comunidades indígenas en la zona alta de la sierra.
La fundación, en 2007, del centro Kalli Luz Marina, ac, en Rafael Delgado, por parte de un grupo de religiosas progresistas, representa el inicio de un proceso de empoderamiento de la mujer indígena de la sierra de Zongolica. Kalli Luz Marina es dirigido por María López de la Rica, cuya praxis se acerca más a la opción por los pobres que a la de un catolicismo tradicional y busca que la costumbre sea el respeto a las mujeres a partir del diagnóstico de que la mujer indígena de la sierra de Zongolica, en su gran mayoría, está excluida de los espacios políticos, laborales, sociales y culturales. Esta exclusión es violencia y se manifiesta en muchas formas y grados. Con Kalli Luz Marina las mujeres de la sierra comienzan a cuestionar algunas de las creencias que las han mantenido ‒y que las mantienen‒ subordinadas y que refuerzan el mandato patriarcal construido y legitimado histórica y socialmente.
Las luchas reivindicativas de la perspectiva de género implican el respeto al derecho de los pueblos indígenas a decidir sobre su desarrollo, su sistema educativo y de justicia, y eliminar la dependencia del subsidio de los programas sociales paternalistas o de supervivencia, como sucede en la sierra de Zongolica. Algo fundamental sería reconocer sus formas de ejercicio de poder. Pero en la sierra no hay una articulación de fuerzas. Esta es una característica del movimiento indígena nacional: generar procesos de articulación y redes que permitan construir sujetos.
En la región de Soledad Atzompa y de Necotla, desde hace años ha habido presencia organizada del pueblo y de organizaciones de la sociedad civil que han reivindicado el derecho a poder salir y vender los productos que artesanalmente elaboran. La zona también es un paso natural hacia Puebla y Oaxaca. El 25 de febrero de 2007 es asesinada Ernestina Ascencio Rosario en el municipio de Soledad Atzompa. Ernestina era una indígena de 73 años que pertenecía a la croisz. La organización indígena señaló a militares por la violación y el asesinato de su compañera. “Los ancianos en la comunidad representan autoridad moral, una anciana tiene sabiduría, ha dado servicio a la comunidad, es una mujer de respeto, y el hecho de agredir los militares a Ernestina (una mujer pobre, indígena, anciana) de alguna manera es agredir la organización del pueblo. No tanto a Ernestina por Ernestina. Le tocó a ella, pero a quien se está agrediendo, en definitiva, sentimos, es a la organización” (M. López, comunicación personal, junio de 2015).
Los gobiernos estatal y federal de aquel entonces negaron la violación tumultuaria de militares contra Ernestina y sostuvieron la versión de que la anciana había fallecido por una gastritis aguda. La investigación oficial viró de una agresión sexual como causa de muerte a la versión de muerte natural. No se investigó ni se hizo justicia. Pero como en aquel entonces, y como ahora, organizaciones de la sierra de Zongolica y del país (Kalli Luz Marina, el Centro de Servicios Municipales Heriberto Jara y la Coordinadora Nacional de Mujeres Indígenas, Abogadas por la Justicia y los Derechos Humanos) han encabezado una lucha para exigir castigo por la agresión sexual y por el asesinato de Ernestina. El caso se encuentra hoy en manos de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, donde en audiencia pública del viernes 4 de diciembre de 2020 el gobierno mexicano de la 4T sostuvo la versión del gobierno de Felipe Calderón de que Ernestina había fallecido por una enfermedad crónica mal atendida. Pero ante la presión de organizaciones sociales y de periodistas, el gobierno de Andrés Manuel López Obrador recula y dice que el caso se reabrirá, ofreciendo esclarecerlo y hacer justicia a Ernestina Ascencio Rosario.
Megaproyectos a la región
Las comunidades indígenas y campesinas de la sierra de Zongolica viven el acoso de empresas transnacionales y la explotación de sus recursos naturales mediante proyectos de inversión con el respaldo del Estado mexicano. Las comunidades nahuas enfrentan presión sobre sus tierras y una amenaza a su territorio y a su cultura. La sierra de Zongolica es una región empobrecida, bastión clientelar del poder político y de caciques locales, ahora asociados con el capital transnacional de los megaproyectos.
La realización de proyectos hidroeléctricos en México nos remite a la historia pasada y presente del país. No solo por el historial de presas en el país, sino porque su importancia señala aspectos económicos (producción y comercialización de la energía), sociales (despojo), políticos (conflicto de interés) y ambientales (retención del agua). El negocio de la energía hidráulica en México es el del Nuevo Imperialismo, acumulación por desposesión, un ejemplo de cómo los niveles geográficos de la producción y reproducción económica y social se enfrentan en la construcción del paisaje y en sus formas de organización (Harvey, 2004).
En 2010 inicia en el estado Veracruz la implantación de una serie de proyectos hidroeléctricos. Uno de los primeros fue el Proyecto Hidroeléctrico Veracruz, consistente en la construcción de una minipresa con capital público y privado que abarca varios municipios de la sierra de Zongolica, cuya energía producida sería, sin embargo, comercializada con fines privados. La presa en Zongolica evidencia la complejidad de las relaciones territoriales y socioambientales, pues las prácticas que definen el territorio son producto del conflicto que redefine constantemente los principios de identidad y de praxis de los actores involucrados y sus formas de resistir (Tarrow, 2012).
 El Proyecto Hidroeléctrico Veracruz, como muchos otros en el estado y en el país, se valió de la desinformación y del engaño. No hubo consulta a las comunidades, contraviniendo el Convenio 169 de la oit sobre el reconocimiento y el respeto a la cultura de los pueblos indios. Se presionó a campesinos para que vendieran o prestaran sus tierras; a algunos les compraron hasta en 7 pesos el metro cuadrado. Las obras de la presa abarcan 13 hectáreas del cerro del Zoyayo, y el río Apatlahuaya (Altotoco) fue desviado 5 kilómetros, lo que implica que comunidades abajo o cercanas como Atixtan, Xala, Xometla, Tonalixco, La Cabaña, Tepetlanpa, entre otras, ya no se benefician de su agua y, como dice un poblador, “un río que se seca es una de las cosas más tristes que podemos ver en esta vida” (Díaz y Hernández, 2015).
En este contexto, quienes han llevado a cabo la protesta y las movilizaciones locales han sido las asociaciones civiles de derechos humanos y algunos grupos regionales que se oponen a otros proyectos hidroeléctricos en el estado de Veracruz, como Defensa Verde Naturaleza para Siempre y Salvemos al Río Cuenca La Antigua ‒colectivos que se oponen respectivamente a la construcción de las presas de El Naranjal (cuenca alta del río Blanco) y Jalcomulco (cuenca del río La Antigua)‒; el Centro de Derechos Humanos Toaltepeyolo, asociación local que opera en la región veracruzana de las Grandes Montañas; y la Asamblea Veracruzana de Iniciativas y Defensa Ambiental (Lavida), grupo estatal para la defensa de los derechos ambientales. La capacidad de convocatoria de estas organizaciones rebasa considerablemente el ámbito que podría alcanzar la movilización local en Zongolica.
La organización dio a conocer el Proyecto Veracruz más allá del contexto comunitario regional, a nivel nacional, con el Movimiento Mexicano de Afectados por Represas en Defensa de los Ríos (Mapder) y la Red Latinoamericana contra Presas (Redlar). Sin embargo, la hidroeléctrica se construyó. Las acciones colectivas en la sierra de Zongolica, la mayoría de carácter reivindicativo de la cultura indígena, no han logrado impedir el vaciamiento de su territorio, pues, en un marco de acumulación por desposesión, un paso importante es convertir el territorio en enclave de extracción y de explotación de recursos naturales (Svampa, 2010).
Ixhuatlancillo
Un factor importante en la región de las Grandes Montañas son los territorios indígenas que la atraviesan. El valle de Orizaba tiene a sus lados a Ixhuatlancillo y a la sierra de Zongolica. Ixhuatlancillo es un municipio con habitantes de origen indígena que tienen sus tradiciones, sus recursos naturales y su cosmovisión del mundo. Son descendientes de los tlaxcaltecas fundadores de Ixhuatlán. Es un municipio que resguarda una parte importante del bioma que rodea la región de las Grandes Montañas; Tepoztecatl, Acontecatl y Mahuixtecatl son las montañas que resguardan la flora, la fauna y los ríos que abastecen a la población y a otros municipios.
Los nahuas de Ixhuatlancillo han luchado por recuperar sus tierras al menos desde 1657, cuando los del pueblo de Santa María Asunción Ixhuatlán, de acuerdo con sus derechos de congregación, solicitaron amparo en cuanto a sus tierras y al llano de Tlatlauqui, Palan y Tepostlán, y protestaron contra el conde del Valle de Orizaba por agravios, vejaciones y quema de casas. El virrey les concedió el amparo, pero encomendó a los de Ixhuatlancillo a la justicia de Orizaba. El conflicto por los límites territoriales con Orizaba se prolongó hasta 1743. Para el siglo xix se le llamaba pueblo Santa María Asunción Ixhuatlancillo.
El municipio representa un foco de rezago de la población, específicamente de niños y de jóvenes, lo que potencia las vertientes de riesgo como la drogadicción y la desintegración familiar. Ixhuatlancillo y Orizaba actualmente están conurbados, pero los separa la cultura y la contraposición de intereses de lo propio y de lo ajeno, de lo urbano y de lo rural, de la ciudad y del territorio. Los ixhuatecos defienden la reproducción de sus pueblos y los de Orizaba los rechazan. El territorio, para Ixhuatlancillo, son los terrenos, la milpa, los ejidos, la caña, los solares, el monte; y para Orizaba el territorio es comercio, turismo y grandes plazas. Los usos evidencian los roles, y los lazos y los rituales que dan sentido al territorio son un espacio donde se garantiza la supervivencia étnica, histórica y cultural. Los ixhuatecos llevan el sentido propio cuando salen a otros lugares para vender sus artesanías (Ramos, 2018).
Las luchas por los límites intermunicipales han sido una respuesta frente al despojo. Desde 1831, Ixhuatlancillo tiene municipalidad, pero persiste una actitud racista contra ellos por parte de la población orizabeña, porque Ixhuatlancillo está dentro de Orizaba, lo que ha desencadenado una serie de agravios y de luchas, como la desarrollada en 2012, cuando el presidente municipal les prohibió a los ixhuatecos seguir vendiendo en la vía pública ‒en las calles céntricas y en las avenidas de Orizaba‒ porque “afean” la ciudad. La ancestralidad es la defensa de lo propio, “somos uno de los asentamientos más antiguos del valle de Orizaba, así nos lo han contado nuestros abuelos, y para ellos es propiedad privada”; la decisión de marcar límites entre ambos municipios tiene más peso político que argumentos históricos o jurídicos (García, 2013; Pérez, 2000).
La fuerza de la identidad ixhuateca está en el ejercicio de la unidad económica familiar, la actividad económica de una familia campesina o artesana que no ocupa obreros pagados, sino que utiliza solo el trabajo de sus propios miembros y funciona para producir aquellos bienes que requiere, satisfacer sus necesidades y mantenerse bajo la lógica doméstica que articula el consumo productivo y el consumo final. Otro factor de identidad es la presencia del náhuatl como lengua materna. La mayoría en Ixhuatlancillo son hogares indígenas, nahuas ixhuatecos. Para ellos el náhuatl es el principal idioma y, en ocasiones, es el único; el español es la segunda lengua. La forma de vida construye identidad y los ixhuatecos llevan sus costumbres, su vestimenta y su colorido a donde vayan con su comercio, conservando sus vínculos con Ixhuatlancillo.
En el 2000, los hogares con jefatura femenina fueron 20%; en 2018, 18%. Esto podría explicarse por el arraigo social y cultural que tiene la residencia, vinculada con los mecanismos de herencia que solo contempla a los hombres; no obstante que hay excepciones, son los hombres quienes tienen más posibilidades de tener un terreno, aunque se puede dar el caso de que una familia, encabezada por un hombre, esté en los hechos dirigida por una mujer. Se reproduce la violencia como mandato del patriarcado, que reproduce a su vez pautas culturales como el autoritarismo, socialmente generado y enmarcado en la “subordinación de género” en familias rurales y no rurales. El género constituye las relaciones sociales basadas en las diferencias entre los sexos, como una forma primaria y significante de poder (Ramos, 2018).
Elementos de la protesta y de la acción colectiva en las Grandes Montañas
Para Gramsci, lo popular o los modos de ser en el mundo de los grupos subalternos pueden ser estudiados como estrategias de resistencia y formas de emancipación. Desde una “filosofía de la praxis”, se han de rastrear formas de pensar, prácticas, costumbres, condiciones socioeconómicas que permitan conocer el proceso, el origen y el desarrollo de lo subalterno. Huellas, iniciativas de lucha, interpretaciones y representaciones intelectuales; historiar es conceptualizar las causas del dominio buscando transformar las relaciones y el sistema de poder desde abajo. Gramsci hablaba de la compleja unidad entre coerción y consenso en situaciones de dominación y se refería a la hegemonía como un concepto material y político determinado por complejas y dinámicas relaciones entre lo dominante y lo popular o entre la formación del Estado y las formas cotidianas de acción. Proponía estudiar la cultura, su actitud activa o pasiva, el surgimiento de partidos de la clase dominante y la formación de clases subalternas y su afirmación de autonomía (Marcus, 2004).
Y las diversas formas de protesta y de reivindicaciones sociales de los movimientos contemporáneos en las Grandes Montañas están dirigidas hacia las oportunidades políticas y la movilización de recursos, y ligadas a los círculos de protesta, de tomar y crear decisiones en un contexto histórico de movilización. Pero la sociedad es cambiante, no estática, y la historia “explica el motivo por el cual los movimientos sociales abrazan algunos rasgos cruciales y los distingue de otras formas de política” (Tilly, 2010: 21).
En las ceb se articuló el pensamiento crítico y el bien común, retomando del marxismo la perspectiva de observar la realidad social a partir de cómo viven los pobres. La teoría de los movimientos sociales enfoca el conflicto y la construcción de valores democráticos, de sujetos a través de un proceso identitario. Las expectativas colectivas frustradas son la base de la acción colectiva que se estructura en redes o en grupos de solidaridad local y global. El capital y la exclusión social se enmarcan en contextos políticos determinados: huelgas, marchas, jornadas de acción para reivindicar un programa, una identidad, una postura. Pero la acción colectiva cambia con el tiempo y se desgasta, pierde fuerza ante un sistema que moldea y delimita su alcance (Melucci, 1999).
El objetivo es encauzar un proceso de democratización, aumentar la cantidad de gente que participe en la política, que equipare recursos, se integre en redes de confianza interpersonales y ofrezca presentación voluntaria de resultados, denuncias concretas, creación de instituciones, un “nosotros” que reafirme lazos y semejanzas con otros actores políticos y minorías excluidas (Tilly, 2010).
Para Tarrow, el repertorio de la acción colectiva “implica no solo lo que la gente hace cuando interviene en un conflicto con otros, sino también lo que sabe hacer y lo que los otros esperan que haga”: ong y activistas se organizan en red y en tareas de denuncia, defensa, educación, presión y servicios (2012).
El concepto de movimiento antisistémico podría servir para caracterizar algunas luchas de la región como las de Río Blanco y Tehuipango, al diferenciarse de los movimientos nacionales (de liberación) y sociales (de democratización). Lo antisistémico plantea una ruptura radical con el capitalismo, intrínsecamente desigual, por lo que hay que reemplazarlo por un sistema que incluya la diversidad y ofrezca igualdad de oportunidades.
Los movimientos antisistémicos tuvieron un momento de auge en los sesenta y setenta inspirados en la Revolución cultural china, la nueva izquierda, los ecologistas, el feminismo y las “minorías” raciales y étnicas. Un siguiente momento antisistémico fue la irrupción del neozapatismo en Chiapas, como precursor de los movimientos antiglobalización o altermundistas (Wallerstein, 1997).
Si las luchas sociales enfatizan la diferencia, reivindican procesos identitarios acentuando lo heterogéneo, como el reconocimiento de derechos. En las democracias de Occidente las políticas jurídicas son la base para desarrollar y cimentar ideas de justicia; sin embargo, esto no elimina la desigualdad social, porque una ley no necesariamente es justa y puede funcionar como simulación. El reto sigue siendo reconocer al individuo en el concepto de justicia y en el derecho a la dignidad, como persona que comparte y hace comunidad, como un actor moralmente imputable (Honneth, 2010).
Pero en países o en regiones desiguales y heterogéneas encontramos Estados fragmentados, diversos, como espacios de exclusión en un mundo globalizado; pueblos colonizados, con sus procesos lentos y escabrosos que no alcanzan a ser modernos. En ese contexto, surge una sociedad civil que pretende homogenizar a partir de una ley igual para todos, y una sociedad política que acentúa lo heterogéneo y enfatiza la diferencia, luchando incluso al margen de la ley (Chatterjee, 2008).
Otro elemento para entender la región y sus luchas son los márgenes estatales, que pueden estar tanto fuera como dentro del marco de la ley, y que dependerán del grado de gobernabilidad que tenga el Estado para controlar el territorio. El Estado es orden, racionalidad administrativa y jerárquica, aparato político y regulador, burocrático y centralizado. Cuando surgen situaciones de violencia y la función de orden se pierde, entonces se habla del “problema de los márgenes”. Weber apuntaba como condición esencial para el funcionamiento del Estado el control de territorio. El problema de los márgenes va más allá de las situaciones de “excepción”, opera dentro de la “normalidad” de la vida cotidiana, rebasando cuestiones de soberanía y de biopoder. Los márgenes pueden ser puestos de control, pero también rutinas burocráticas de la vida moderna, como espacios de excepción que vuelven “difusa la línea que separa lo legal de lo ilegal” (Das, 2008: 33).
“Soy madre de Fernanda Rubí Salcedo Jiménez, desaparecida el 7 de septiembre de 2013 en la ciudad de Orizaba a la edad de 21 años, víctima de la delincuencia organizada, en complicidad con el gobierno del estado de Veracruz.” Así se presenta Aracely Salcedo, fundadora del colectivo Familias de Desaparecidos Orizaba-Córdoba, integrado a la Red de Enlaces Nacionales y al Movimiento por Nuestros Desaparecidos, que impulsan una ley general por desaparición forzada y desaparición de particulares y las brigadas de búsquedas de fosas clandestinas en el país.
El colectivo se fundó en febrero de 2013 con cinco madres de algún desaparecido; posteriormente se fueron agregando más y, para el 2017, eran más de 64 familias organizadas buscando a sus hijos. Abarca la zona centro de la región: Mendoza, Río Blanco, Nogales, Orizaba, Mariano Escobedo, Amatlán, Córdoba, Fortín, Paso del Macho, Potrero Nuevo, Tierra Blanca y Playa Vicente.
“Hemos ido creciendo, nos hemos ido agrupando y preparando, y el fin que yo llevo con ellas, además de asesorarlas y acompañarlas en este camino de dolor, es enseñarles a que se empoderen de sus casos, porque si la propia familia no se apodera del caso, nadie va a buscar a su familiar como ellos” (A. Salcedo, comunicación personal, 13 de marzo de 2017).
En el estado de Veracruz, al menos desde hace 12 años opera la organización de los Zetas, quienes se disputan el territorio regional con otros cárteles. A raíz de la llamada “guerra contra el narco” en el sexenio de Felipe Calderón, se diversifican las fuentes de ingreso con la trata de personas, el tráfico de órganos, el robo de gasolina, el secuestro y la desaparición de jóvenes para enfilarlos y ponerlos a trabajar. La trata de personas, el obligar a las personas a prostituirse, produce ganancias inmensas a la delincuencia organizada, y el gobierno ha sido partícipe por omisión o colusión.
A toda la gente que no está sensibilizada con el tema de los desaparecidos, yo le pediría que nos escuche y sienta un poquito el dolor que sentimos nosotras por la ausencia de un hijo. Buscamos la no repetición en el estado y en el país, porque lo que me pasó a mí, no te pase a ti. Porque la lucha por un hijo no termina y una madre nunca olvida, aquí estoy yo y todas mis compañeras de los demás colectivos, buscándolos (A. Salcedo, comunicación personal, 13 de marzo de 2017).
El dolor es un medio a través del cual se ejerce un control sobre los individuos, constituye la representación de un daño que, si bien padece un individuo, puede representar a su vez un ejercicio de acción colectiva. Para Das, el dolor también es un agente para la creación de la memoria, mismo que, de acuerdo con Durkheim, puede y debe compartirse: “el dolor individual debe experimentarse en forma colectiva” y encontrar solidaridad (Das, 2008: 410).
Conclusiones
En el contexto de cambio de régimen denominado Cuarta Transformación (la 4T), en el gobierno federal y en el estatal para el caso de Veracruz, debería ponerse mayor atención a la región de las Grandes Montañas, escenario de territorios indígenas empobrecidos y de luchas históricas con repercusión en el presente. Hoy las luchas en la región tienen presencias distintas. Las Comunidades Eclesiales de Base continúan, el zapatismo tiene vínculos en el valle y en la sierra y el magisterio tiene poder de convocatoria, pero la inseguridad y los altos índices de violencia inhiben la organización y la protesta social. La falta de seguridad repercute en la participación política.
La crisis social provoca también rompimiento del tejido comunitario. El territorio vaciado permite entender las características de un capitalismo por desposesión, pues representa un paso importante para convertirlo en enclave de extracción y de explotación de sus recursos, como en la sierra de Zongolica. Es un vaciamiento territorial a partir de la desvalorización del espacio y de la vida. Pero la lucha sigue y la búsqueda de los desaparecidos continúa con fuerza, aún en el contexto de pandemia. El caso de Ernestina Ascencio es la lucha por la justicia y por el reconocimiento de los derechos de los pueblos indios de México y del mundo.
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Movimientos y luchas sociales: de lo nacional a lo subnacional y lo estatal
Martín Aguilar Sánchez
Introducción
Este capítulo tiene como objetivo reflexionar en torno a los movimientos sociales en México. Se analizan especialmente los procesos de la acción colectiva en el estado  de Veracruz durante el periodo 2000-2018. El corte temporal no es arbitrario: se parte de 2000 porque en ese año, tras el triunfo  electoral del Partido Acción Nacional (pan), se dio a nivel presidencial la primera alternancia política en México, hasta llegar a 2018 con el arribo del Movimiento de Regeneración Nacional (Morena) al poder. El interés es analizar la relación de los movimientos sociales y el sistema político en los niveles nacional y estatal.
El análisis de los movimientos sociales no puede dejar de lado los debates que han surgido en los últimos años en torno al concepto mismo de estos. Pero, ¿sigue siendo pertinente hablar de “movimientos sociales” para referirse a los distintos tipos de protesta y de movilización? Hace un poco más de veinte años, Alberto Melucci (1999) cuestionaba el carácter mecánico del concepto. Alain Touraine (1997) refería que no toda protesta puede ser considerada un movimiento social. Y hay autores que prefieren usar conceptos más flexibles como “acción colectiva” o “luchas sociales” porque permiten comprender la diversidad de las protestas sociales. Desde mi punto de vista, el concepto de movimiento social sólo ejemplifica un campo y no la diversidad de las protestas.20
Después de la alternancia política en 2000, algunos sectores se entusiasmaron pensando que el proceso de democratización resolvería de manera casi automática los problemas sociales y económicos del país; desafortunadamente esto no ocurrió así. Por el contrario, durante los 12 años que el pan encabezó el gobierno de México, el capital intensificó su agencia en la vida pública a través de una forma que todos conocemos como neoliberalismo, lo que básicamente consistió en profundizar la flexibilización laboral y la precarización del trabajo, así como la eliminación de la participación del Estado en la regulación económica. Paralelamente, surgieron instancias democráticas como el Instituto Nacional Electoral (ine), la Comisión Nacional de Derechos Humanos (cndh) y el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (inai), por mencionar algunas, que aparecían desligadas, como si fueran esferas separadas de las políticas económicas y sociales.
En la elección de 2000, la novedad fue que la izquierda se posicionó en un tercer lugar en el escenario político, y el protagonismo electoral se lo disputarían el Partido Revolucionario Institucional (pri) y el pan. Sin embargo, la ciudadanía entró en un proceso de desencanto democrático al cabo de cierto tiempo. Ante el ascenso del pan, el pri se atrincheró en los estados y la izquierda parlamentaria (en ese momento representada por el Partido de la Revolución Democrática [prd]) logró una fuerte adhesión en la elección presidencial de 2006, cerrándola hasta el punto de que la diferencia de votos entre las candidaturas punteras fue marginal (gráfica 1). Esta elección fue enormemente cuestionada y resultó ser una de las más controvertidas en la historia de la democracia mexicana, ya sea por la intervención de la Iglesia y de los empresarios a favor del candidato del pan, Felipe Calderón, o por lo que muchas personas califican como un abierto fraude electoral.
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Gráfica 1.
Fuente: elaboración propia con base en Martha Singer (2006).
El periodo de 2000-2006 fue muy intenso en protestas y en movimientos sociales. Por ejemplo, la movilización de un amplio sector de la ciudadanía en Oaxaca se manifestó a través de la Asamblea Popular de los Pueblos de Oaxaca (appo) en contra de la impunidad y de las prácticas antidemocráticas que representaba el gobierno de Ulises Ruiz Ortiz. Y al mismo tiempo que las movilizaciones de la Coordinadora Nacional de Trabajadores de la Educación (cnte) en Oaxaca se hacían más intensas, aumentaban las protestas tales como “el campo no aguanta más”. Por su parte, las movilizaciones zapatistas no cejaban en su empeño de que se reconociera la autonomía de las comunidades indígenas, y durante el gobierno de Fox continuaron manifestándose en ese sentido. Esto volvió a poner sobre la mesa del debate nacional la importancia de los procesos autonómicos, después de los infructuosos intentos por cristalizarlos durante el salinato y el zedillismo.21
Además, el gobierno de Felipe Calderón declaró una guerra abierta contra el narcotráfico, guerra cuyas consecuencias en cuanto a la pérdida de vidas humanas, el uso cuantioso de recursos económicos y la exacerbación de la violencia son tan profundas que se vuelve difícil obtener una cifra oficial o real de lo acontecido. Se ha interpretado la decisión de optar por esta estrategia de confrontación como un esfuerzo de Felipe Calderón –y del grupo que lo respaldaba– por buscar una legitimidad que quedó bastante maltrecha tras los comicios de 2006, sobre todo por las masivas acusaciones de fraude en contra de la candidatura de López Obrador. De igual forma, la guerra contra el narcotráfico metió al país en un callejón sin salida y produjo uno de los escenarios de inseguridad pública más estremecedores que se recuerden.22
En materia económica, el gobierno de Calderón puede verse en retrospectiva como profundamente deficitario: se consolidó la integración a las políticas internacionales del capital y se alineó con la agenda de instancias como el Fondo Monetario Internacional (fmi), la Organización Mundial de Comercio (omc) y el Banco Mundial. Sumado a esto, se privilegió la disciplina macroeconómica y se naturalizó la pobreza. El objetivo fue disminuir la pobreza extrema, y para ello se presentó como un clamoroso éxito cualquier descenso estadístico, por más marginal o anecdótico que fuera.23
Las protestas y la inconformidad de los grupos marginados fueron al alza. Las manifestaciones contra los efectos que causaba la delincuencia organizada y contra la política frente a la inseguridad eran masivas, y el tema de la solución al problema de la criminalidad constituyó una de las principales demandas (si no es que la demanda central) de la sociedad mexicana. El Movimiento por la Paz con Justicia y Dignidad, por ejemplo, logró lo que anteriormente solo había brotado de forma aislada y parcializada: articular nacionalmente a la sociedad en contra de las violencias en México.
La incapacidad del Estado para satisfacer esta demanda se hizo patente ante el fracaso estrepitoso que arrojaban los resultados de las estrategias implementadas para atacar el fenómeno. Lo más grave de todo era la evidente y cercana relación entre el sistema político (en los niveles federal, estatal y municipal, y bajo todos los signos partidistas, pero con una marcada tendencia en los gobiernos priistas) y la delincuencia organizada.
En otras áreas, el Estado emprendió una ofensiva contra sectores estratégicos de la industria: se desconoció al sindicato de Luz y Fuerza del Centro, se priorizó la agricultura de exportación, y el abandono del campo se recrudeció. Además, se avanzó en la privatización de la industria petrolera y se abrió la puerta a las empresas transnacionales y sus directrices, a saber, la creación de megaproyectos. En distintas regiones indígenas se asentaron hidroeléctricas, mineras y empresas dedicadas a la explotación petrolera a través del fracking.24
En este contexto, diversas redes se articularon para impedir los megaproyectos, avanzó la organización de los trabajadores petroleros de confianza y los trabajadores del campo protestaron por la falta de apoyo y por la apertura indiscriminada a los productos agrícolas. Los conflictos partidarios se generalizaron especialmente por el control de los recursos y por el poder. El prd se alió al pan y al pri, alianza que se volvió aún más estrecha durante el siguiente sexenio (2012-2018). Un punto central de este periodo fue la criminalización de la protesta: encontramos por todo el país muertes de defensores de derechos humanos, activistas y periodistas (Regina Martínez, Moisés Sánchez Cerezo, solo por mencionar algunos nombres).
En la elección presidencial de 2012 se formó una alianza clara en el bloque dominante: los empresarios, la Iglesia y las principales televisoras del país, todos apoyando al candidato del grupo Atlacomulco, que había sido gobernador del Estado de México y represor del movimiento de Atenco: Enrique Peña Nieto. En la coyuntura electoral, el movimiento #YoSoy132, el Movimiento por la Paz con Justicia y Dignidad, las movilizaciones de la cnte y las acciones de los colectivos de los familiares desaparecidos emergieron e intensificaron sus protestas.
El contexto internacional también se poblaba de protestas masivas: los jóvenes Indignados de España que luchaban por mejores perspectivas de futuro, las movilizaciones por un acceso a la democracia conocidas como la Primavera Árabe, las protestas contra el maltrato a los afromestizos y las reivindicaciones de los inmigrantes en diversas partes del mundo. El movimiento indígena se fortaleció; mantuvo su presencia en Ecuador, Bolivia y México (recuérdese lo que en 2006 los zapatistas denominaron la Otra Campaña).25
La elección de 2012 fue ganada con un amplio margen por Enrique Peña Nieto (gráfica 2), pero resultó evidente el enorme operativo que hizo falta para que su candidatura resultara victoriosa; un operativo que incluyó no solo a los aliados históricos del pri, sino a muchísimos otros agentes de la élite político-empresarial, así como a ciertos grupos de la propia izquierda.
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Gráfica 2.
Fuente: elaboración propia con base en Espinosa y Figueras (2014).
Durante el gobierno de Peña Nieto se llegó al momento más álgido del neoliberalismo y de la implementación de ese modelo económico con las reformas estructurales. La corrupción llegó a uno de sus máximos niveles según distintas asociaciones como Fundar,26 y la delincuencia organizada se expandió notablemente. La flexibilización laboral, el estancamiento del salario mínimo, la privatización de la educación, la prioridad de los parámetros macroeconómicos y la inseguridad fueron otros fenómenos que se desencadenaron como en una vorágine. La desaparición de los 43 estudiantes de la normal de Ayotzinapa desnudó la ausencia del Estado y sus vínculos con el narcotráfico, y se convirtió en el emblema ominoso de la descomposición del tejido social.
El caos hizo presa del país, el Estado se desdibujó ante la hegemonía de los empresarios y el control del territorio pasó a las bandas criminales; en otras palabras, la violencia estructuró lo social.27 Secuestros, desapariciones, trata de blancas, extorsiones, fosas clandestinas, aspectos que solo pueden suceder con la instauración de un Estado de excepción. A ello habría que añadir el hecho de que, en este periodo, distintos (y grotescos) escándalos de corrupción minaron ostensiblemente la credibilidad del gobierno ante la ciudadanía. La casa blanca, Odebrecht, ohl o la estafa maestra se han convertido en contraseñas de este periodo. No es de extrañar que las protestas se suscitaran en casi todos los sectores como el magisterio, los campesinos, los colectivos de los desaparecidos, los estudiantes, los médicos impactados por el narcotráfico. Todos ellos en algún momento sintieron la necesidad de salir a las calles a manifestar su inconformidad. 
Los partidos políticos se aliaron para construir una ideología a favor de las reformas estructurales. El sistema de partidos estaba en crisis y dos campos se delineaban claramente: el hegemónico (con los empresarios, los medios de comunicación, los partidos políticos, la Iglesia y los intelectuales que justificaron de distintas maneras esa construcción sociohistórica) y el campo de las clases subalternas (con los campesinos, indígenas, trabajadores de la ciudad y de la industria, estudiantes del Politécnico y de la unam, maestros y la ciudadanía afectada por la violencia y la carestía). El mundo de Jorge Castañeda, Héctor Aguilar Camín, Enrique Krauze era perfecto: las clases medias se acercaban más a Estados Unidos. El mundo de los afectados se acercaba más al concepto de multitud de Hardt y Negri (2000), tan debatido en Bolivia. 
A pesar de que el bloque hegemónico era aparentemente compacto, los problemas de la inseguridad y la delincuencia organizada rebasaron al gobierno y a sus aliados; además, la impunidad y la corrupción, paraísos de los empresarios, hicieron crisis y provocaron la emergencia de una coyuntura inédita: la mayoría de la ciudadanía mostró de algún modo inconformidad, hartazgo y enojo. El malestar social llegó a niveles inimaginados, la indignación se volvió general en los últimos años del peñanietismo.
Del periodo 2012-2018 destacan las protestas del magisterio en contra de la reforma educativa en los estados de Guerrero, Michoacán, Oaxaca, Ciudad de México, Chiapas y Veracruz, encabezadas muchas de ellas por la cnte, el movimiento estudiantil en varias dimensiones, el movimiento #YoSoy132, las protestas de los estudiantes del Politécnico y de la unam, el Movimiento por la Paz con Justicia y Dignidad y la multiplicación de los colectivos y sus iniciativas de búsqueda de sus familiares.
Los movimientos feministas también se diversificaron, y la lucha contra los feminicidios cobró resonancia en varios estados del país. Las luchas sociales contra los megaproyectos y contra el neoextractivismo se intensificaron, y surgieron por doquier protestas contra mineras, hidroeléctricas, gasoductos y prácticas de explotación petrolera como el fracking. Las movilizaciones generadas por los 43 desaparecidos de Ayotzinapa se volvieron cada día más acuciantes; y hasta que no se haya impuesto castigo a los responsables y se explique fehacientemente el destino de los jóvenes, el Estado continuará siendo señalado como uno de los cómplices de ese crimen totalmente inaceptable. 
El gobierno de Enrique Peña Nieto se caracterizó por su descomunal corrupción e impunidad y por ser el promotor de un capitalismo en su máxima expresión neoliberal. Apoyó los proyectos capitalistas y en los hechos se condujo como un auténtico Estado mafioso, envuelto en el caos de la violencia. Desde el largo proceso de la llamada transición democrática, los movimientos sociales y la acción colectiva han tenido un papel central en el proceso de democratización del país, pero también en la demanda de cambio de modelo económico. 
La presidencia de Peña Nieto mantuvo una estructura política muy limitada, desfavorable a los movimientos sociales, y se volcó a ofrecer las mejores condiciones para los capitales tanto nacionales como extranjeros. El proyecto del aeropuerto sería uno de los iconos del programa político del peñanietismo; sin embargo, hay un elemento que destacó durante su gobierno: el apoyo que las fuerzas políticas dieron a las reformas estructurales, especialmente el del prd. Este apoyo fue fundamental para presentar una especie de frente ideológico donde el pri consensó una visión compacta. Esto dio la impresión de una unidad política plena y de una unanimidad ideológica hacia una perspectiva claramente neoliberal. La violación de los derechos fundamentales aparecía como un mal necesario por las condiciones económicas.
Hacia afuera del sistema político, la ciudadanía se sintió desconectada del sistema de partidos. Los politólogos caracterizamos tal momento como la crisis del sistema político. Paradójicamente, esa crisis posibilitó la creación del partido Morena en 2014, lo que vino a oxigenar el sistema de partidos y a darle sentido a las campañas políticas nacionales y estatales. La campaña para la presidencia de la república de 2018 tuvo varias características:
1. La primera se refiere a que se dio una alianza entre partidos de izquierda y de derecha. pan, prd y Movimiento Ciudadano optaron por ir juntos en la elección; esto se debió a experiencias previas entre estos partidos y a la crisis por la que atravesaba el pri, producto del desgaste político. Por otro lado, un pri muy desacreditado por sus políticas nacionales hacía improbable una potencial alianza con el pan, fórmula que de entrada resultaría perdedora.
2. Una clase empresarial dividida por los favoritismos de Peña Nieto a favor de un sector; el presidente aparece totalmente debilitado por los escándalos de corrupción y por el fracaso de sus políticas de seguridad. La inconformidad y la indignación social presagiaban mayores problemas sociales si no había una fuerza política que fuera capaz de canalizarlas.
3. La mayoría de los medios de comunicación, excepto las redes sociales, se volcaron en favor del pri. Pero en el transcurso de la campaña orientaron sus baterías en contra del pan, y ello porque su candidato había roto las alianzas pactadas con un sector del pri. Los ataques a López Obrador fueron muy intensos, principalmente por parte de un sector intelectual posicionado en los medios de comunicación. En la etapa final de la campaña, algunos medios de comunicación comenzaron a abrirse hacia Morena, al vislumbrarse como inminente el triunfo de López Obrador.
4. Los movimientos sociales y la ciudadanía se volcaron hacia la propuesta de López Obrador, lo que fortaleció notablemente dicha campaña. La cnte, los petroleros, el magisterio, organizaciones campesinas, redes contra los megaproyectos, colectivos de desaparecidos, grupos de feministas, redes de indígenas (salvo el ezln, que postuló a su propia candidata, Marichuy, quien finalmente no alcanzó el número de firmas necesario establecido por la ley electoral para ser registrada como candidata independiente) vieron en el candidato de Morena una alternativa posible para salir del empantanado contexto político nacional y le brindaron su apoyo.
La elección de 2018 puede considerarse una ruptura, ya que el bloque antes dominante se desmoronó en más de un sentido y las clases subalternas consiguieron unificarse y forzar una nueva dirección (gráfica 3). El proyecto obradorista se planteó desde una perspectiva nacionalista, retomando la historia propia, para otros la historia patria, orientado hacia un modelo capitalista regulado y planteando un proceso redistributivo a favor de la mayoría excluida y la promesa del respeto a los derechos humanos, así como un cambio en la estrategia en el combate a la inseguridad, echando atrás las reformas llamadas estructurales.
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Gráfica 3.
Fuente: elaboración propia con base en el Instituto Nacional Electoral, cómputos distritales (2018).
En este nuevo panorama, el papel de los movimientos sociales y de la acción colectiva ha estado debatiéndose concienzudamente. ¿Cuál es el papel que los movimientos sociales deben tener en este cambio de gobierno que se plantea como objetivo la cuarta transformación por la vía pacífica? La respuesta en el campo de las protestas ha sido clara: por un lado, se liberan las protestas en el campo del mundo del trabajo contenidas durante el largo proceso neoliberal, aspecto que tiene que ver con la aprobación de cambios en las leyes laborales. Por otro lado, movimientos emblemáticos como el magisterial, representados por la cnte principalmente, plantean una especie de apoyo crítico al gobierno, sujeto a que se revierta la reforma educativa; o aquellos como la izquierda del movimiento indígena y campesino representada por el ezln, que ha planteado con rotundidad su desacuerdo con las obras centrales que pretende llevar a cabo el gobierno de López Obrador, como el proyecto transístmico y el Tren Maya.
Veracruz: protestas y resistencias
En torno a este marco nacional se han configurado procesos estatales específicos que algunos también llaman subnacionales. Si se hace una revisión atenta de la literatura que explica los cambios democráticos en las dos últimas décadas en México, salta a la vista de inmediato una tendencia que privilegia la importancia de los procesos federales sobre los estatales. Pero cada vez más este enfoque ha sido criticado como exiguo o falto de amplitud de miras, por no entender la riqueza que los procesos estatales y subregionales (articulados) han aportado a lo nacional.
En la actualidad, Veracruz atraviesa una profunda crisis de derechos humanos que se refleja en las múltiples desapariciones de personas y en la enorme cantidad de fosas descubiertas a lo largo del territorio, algunas de las cuales sabemos de ellas solo gracias al trabajo de los colectivos de familiares de desaparecidos. Históricamente, el sistema político veracruzano se ha caracterizado por su autoritarismo político, y resulta sintomático que hayan debido pasar décadas antes de que se diera una alternancia en el gobierno del estado, lo que se concretó apenas en 2016.
El vínculo del pri con organizaciones corporativas, como la Confederación Nacional Campesina (cnc), la Confederación de Trabajadores de México (ctm), la Confederación Nacional de Organizaciones Populares (cnop), el Sindicato Nacional de Trabajadores de la Educación (snte) y el Sindicato de Trabajadores Petroleros de la República Mexicana (stprm), entre las principales, ha sido en Veracruz acérrimo y, de hecho, resultó inquebrantable durante mucho tiempo. Por otra parte, el control que el gobierno del estado ha ejercido sobre los medios de comunicación y sobre las llamadas “nuevas instituciones”, como la Comisión Estatal de los Derechos Humanos, el entonces Instituto Electoral Veracruzano, el Instituto Veracruzano de Acceso a la Información y el Instituto Veracruzano de las Mujeres, así como su influencia sobre las instituciones estatales que hacía que en los periodos electorales todo el aparato estatal estuviera a las órdenes del pri, contribuyeron a retrasar los avances democráticos de los que ya gozaban otros estados de la república.
Esta estructura funcionó durante un largo periodo. Sin embargo, en los últimos sexenios priistas (el de Fidel Herrera Beltrán y su sucesor Javier Duarte) y, sobre todo, en el último periodo 2010-2016 (con Duarte), al erosionarse los mecanismos de control político se dio una alianza entre el estado y el narcotráfico. Veracruz hizo crisis y empezó a ir a la deriva en diversos aspectos: la corrupción se extendió de manera alarmante, el gobierno estatal vació sus arcas, extorsionó a los empleados estatales, le dejó el campo libre a la delincuencia organizada y sembró el terror a través de sus cuerpos de seguridad.28 En los hechos, lo que se vivió fue una simulación democrática con un estado de excepción. 
La victoria electoral de 2016 con la alianza pan-prd que llevó a Miguel Ángel Yunes Linares a la gubernatura y el meteórico ascenso de Morena en el panorama estatal no pueden entenderse sin considerar esta auténtica debacle en la que Veracruz estuvo sepultado. Hubo una crisis del sistema de dominación en el estado, la estructura priista se desvaneció. La corta gubernatura de dos años de Yunes trajo consigo un conflicto entre las facciones priistas y panistas, que desembocó en el encarcelamiento (en muchos casos de manera fugaz) de algunos de los colaboradores de Javier Duarte, como el de Arturo Bermúdez Zurita, ex secretario de Seguridad y del mismo exgobernador.
El panismo calculó que estas acciones serían suficientes para contrarrestar las simpatías que Morena y López Obrador despertaban en el electorado veracruzano. Sin embargo, tal como quedó demostrado en la elección de 2018, fue un cálculo errado: la crisis veracruzana era de largo alcance y ni los partidos ni los políticos lograron comprender su profundidad. El panismo, al verse derrotado, pretendió mantener una zona de influencia a través de la Fiscalía General, lo que generó incertidumbre en uno de los espacios estratégicos del nuevo gobierno. 
Este contexto político nos ayuda a comprender el papel que la acción colectiva ha desempeñado en Veracruz. En un contexto tan complicado, durante el periodo que va de 2010 a 2017, cuando no se vislumbraban movimientos sociales centrales o articuladores, cuando la crisis social se ligaba a una crisis política y económica, y cuando prevalecía la creencia de que la sociedad veracruzana carecía de una sociedad civil robusta, surgió una serie de protestas y resistencias de distinto signo. Los ámbitos más interesantes los encontramos en las luchas socioambientales y contra el neoextractivismo, las protestas indígenas, el movimiento magisterial contra la reforma educativa y las protestas contra la inseguridad, las desapariciones forzadas y los feminicidios.
El caso de Veracruz alerta, a quienes estudiamos la acción colectiva, en cuanto a que el proceso de exclusión social obliga a una teorización diferente, una rectificación que se abra a visiones como las de Partha Chatterjee (2008), Zivechi (2010), Prada (2008), Svampa (2008), por mencionar a algunos estudiosos cuyos enfoques poseen una visión novedosa, tienen acercamientos alejados de descripciones sociales eurocentristas y resultan necesarios para pensar la sociedad, la política y el papel de los ciudadanos.
Las luchas socioambientales
Una situación que ha ocasionado protestas a lo largo y ancho del estado de Veracruz, durante el periodo 1997-2014, ha sido la contaminación ocasionada por la explotación petrolera (Aguilar, 2009) que ha generalizado el uso del fracking, procedimiento que lleva a fracturar capas geológicas y, entre otros efectos adversos al ambiente, puede ocasionar filtraciones de petróleo en los mantos acuíferos, lo cual repercute en las condiciones de vida de la población donde se realiza esta técnica de explotación.
Lo anterior ha sucedido en la región conocida como paleocanal de Chicontepec, sobre todo en los límites de los estados de Veracruz y Puebla, entre los municipios de Poza Rica, Venustiano Carranza y Papantla. En este último sitio, la explotación de pozos petroleros provocó contaminación en los manantiales de la comunidad, así como la destrucción de calles y caminos, dada la actividad del transporte. Esto originó que los habitantes de la comunidad se organizaran y, entre 2008 y 2011, lograran que Pemex otorgara recursos para resolver parte de los problemas.
Otras protestas y movilizaciones han tenido lugar a raíz de la implementación de proyectos mineros y también por la propuesta de crear, durante el gobierno de Javier Duarte, 112 hidroeléctricas en el estado de Veracruz. Uno de los primeros proyectos mineros fue Caballo Blanco. En 2010 se informó que el gobierno estatal autorizaba la explotación de minerales a la Goldgroup Mining Inc., empresa minera canadiense que llevaría a cabo la explotación a cielo abierto para obtener oro, en un área que iba del municipio de Alto Lucero de Gutiérrez Barrios al municipio de Actopan, ambos situados en el centro del estado (el proceso de extracción minera se caracteriza por utilizar sustancias nocivas y contaminantes, como el cianuro de sodio y el mercurio, para obtener el oro).
Con el proyecto Caballo Blanco inició un intenso ciclo de protestas en las que jugó un papel importante la Asamblea Veracruzana de Iniciativa y Defensa Ambiental (Lavida) en la cual se agruparon aproximadamente 47 colectivos. La estrategia de Lavida fue constituir una red de solidaridad con los habitantes de las comunidades afectadas por el proyecto en mención, y posicionar las repercusiones de su actividad en la agenda nacional y estatal. La organización realizó foros y mesas informativas, recopilación de firmas contra el proyecto, festivales, movilizaciones y marchas. El conjunto de actividades fue tan intenso durante 2011 y 2012, que el gobierno de Javier Duarte canceló el proyecto, por lo menos durante su gestión (Esteva, 2016).
Por otra parte, empresas extranjeras y nacionales han tratado de llevar a cabo proyectos hidráulicos en la cuenca hidrológica del río de La Antigua y en la zona de Amatlán de los Reyes. Las estrategias para lograr tales propósitos ocultan o dan la información a cuentagotas a las comunidades afectadas, se presentan con el apoyo gubernamental, crean expectativas de empleo y de trabajo en los habitantes del lugar y, cuando la situación se complica, distribuyen sobornos; en momentos muy difíciles incluso se amenaza y se criminaliza la protesta. 
En el caso de la cuenca de La Antigua, se formó una organización llamada Pueblos Unidos de la Cuenca de La Antigua por los Ríos Libres (pucarl), conformada por las comunidades afectadas, empresarios turísticos de la región y Lavida. Esta alianza permitió articular luchas para oponerse al proyecto e incluyó una diversidad de protestas: lucha jurídica, estudios de impacto ambiental, toma de carreteras, bloqueos y difusión de información en asambleas comunitarias. Esto permitió que el proyecto no se llevara a cabo durante el gobierno de Javier Duarte (Rodríguez, 2015).
En el caso del proyecto de la hidroeléctrica El Naranjal, que impactaría varios municipios como Amatlán de los Reyes, Fortín de las Flores, El Naranjal, Yanga, Cuichapa y Coetzala (mapa 1), se formó la organización Colectivo de Defensa Verde Naturaleza para Siempre, integrado por aproximadamente 30 comunidades, ecologistas y miembros de la Iglesia católica. Por la intensidad de sus movilizaciones y protestas, esta articulación de fuerzas ha logrado frenar el proyecto (Hernández, 2016).
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Mapa 1. Protestas socioambientales en el estado de Veracruz.
Fuente: elaboración de Julio Urbina, con base en el inegi, 2019.
La reforma educativa y la movilización magisterial
Una de las reformas estructurales más impugnada fue la reforma educativa, que básicamente constituyó una reforma laboral que afectó el conjunto de los derechos del magisterio a nivel nacional. En Veracruz, la oposición a la reforma educativa generó impactantes movilizaciones de los maestros como no se habían visto desde 1923. La movilización magisterial ha tenido varias repercusiones, pues este sector se había caracterizado por ser aliado incondicional del poder político veracruzano vinculado al pri. Aunque el resultado de las movilizaciones no desestructuró el snte, sí generó grietas, inconformidades, nuevas tendencias y también nuevos sindicatos que cambiaron la tradicional estructura corporativa. En las elecciones de junio de 2016, varios sectores de maestros y maestras se expresaron electoralmente por la oposición (pan-prd o Morena). 
En Veracruz, después de una coyuntura de reflujo del movimiento magisterial, los sindicatos tradicionales volvieron a tener la dinámica sindical en sus manos, pero negociando con los diferentes grupos que seguían oponiéndose a la reforma. Sin embargo, de manera paralela a la presencia sindical, se conformaron varios grupos que mantuvieron una resistencia a la reforma, pero también medidas concretas como la evaluación, la retención del salario, la defensa de los maestros que fueron suspendidos por su activismo, por mencionar las más recurrentes. En este periodo de dos años, las tendencias opositoras en Veracruz estuvieron representadas por las siguientes organizaciones: a) Coordinadora Nacional de la Educación-Movimiento Magisterial Popular Veracruzano; b) Coordinadora Nacional Democrática, cend-snte; c) Insurgencia Magisterial; d) Grupo de Trabajo Democrático; e) Comisión promotora cnte y f) Revolución Cultural Magisterial.
Un aspecto que cabe considerar es que varias de estas organizaciones y corrientes sindicales participaron políticamente con los partidos de oposición, en mayor número con Morena, lo cual es interesante analizar. En junio de 2016, como ya mencionamos, el gobierno estatal quedó en manos de la alianza pan-prd. En esa elección, Morena se ubicó como la tercera fuerza gracias al apoyo, entre otros, de diversas corrientes del movimiento magisterial en Veracruz. Los maestros y las maestras que tradicionalmente habían apoyado corporativamente al pri, se comportaron de manera independiente y dividieron su voto entre los diversos partidos, pero en general Morena se favoreció de este electorado. De hecho, varios de los grupos mencionados propusieron candidatos a las diputaciones para tener representación en el Congreso (en la elección de 2018 las tendencias marcaban a favor de Morena).
Protesta y resistencia en el sector indígena: las regiones de la Sierra de Santa Marta y de la Sierra de Zongolica
Los movimientos sociales y la protesta en la zona indígena del sur del estado han estado marcados por tres aspectos: la reconfiguración del territorio, la protesta contra el alto costo de las tarifas eléctricas y la defensa de los derechos humanos en todas sus vertientes. El centro de la protesta comunitaria pasó del municipio de Zaragoza al de Tatahuicapan. En general, los municipios que se sitúan en la zona serrana son de ascendencia indígena como Oteapan, Soteapan, Huazuntlán, Mecayapan, Tatahuicapan y Pajapan, entre los principales. Una parte de esta región es hablante del náhuatl y la otra, ubicada en Soteapan, es de habla popoluca. Además, es importante señalar que la propiedad de la tierra es diversa, se encuentran pequeñas propiedades, zona ejidal, propiedad comunal y minifundios.
Las primeras redes y organizaciones que se conformaron entre los años 1980 y 1990 estaban compuestas por indígenas y campesinos de escasos recursos, quienes, a partir de la década de los setenta, fueron influidos en el plano religioso por la corriente católica de la teología de la liberación (Aguilar, 2009). En el estado de Veracruz, las Comunidades Eclesiales de Base se ubicaban en la zona indígena de Tantoyuca, en la zona montañosa de la Sierra de Zongolica, en la región de Los Tuxtlas y en la región de Soteapan, conocida también como Corredor Indígena de la Sierra de Santa Marta (mapa 2).
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Mapa 2. Ubicación de la Sierra de Zongolica y de la Sierra de Santa Marta.
Fuente: elaboración de Iris Mijangos con base en el inegi, 2019.
A principios de la década de 1980 se fundaron varias organizaciones en la zona indígena: el Comité de Defensa Popular de Zaragoza, la Unión de Barrios de Oteapan, la Unión de Barrios de Chinameca, el Frente Indígena Cívico de Pajapan, la Organización de los Pueblos Popolucas Independientes y los Comités de Defensa de Coacotla y de Cosoleacaque. Estas organizaciones se constituyeron para mejorar las condiciones de vida de sus integrantes y de sus comunidades a través de demandas inmediatas, como la introducción del servicio eléctrico y del agua, y el mejoramiento de los precios de los productos básicos, entre algunas otras. 
El éxito de estas reivindicaciones dependía de la capacidad de gestión por medio del municipio, por lo cual en esos años estas organizaciones y redes centraron su actividad en ganar los municipios participando en los comicios. Algunos triunfos electorales se dieron en Cosoleacaque y en Zaragoza. El trabajo comunitario realizado por el Comité de Defensa Popular de Zaragoza (cdpz) se reflejó en sus triunfos electorales, pues ganaron las elecciones municipales de 1994 y de 1997. Esa continuidad de triunfos electorales llevó al cdpz a entrar de lleno en la gestión pública. El dilema que se les presentó, en ese entonces, fue cómo pasar de una organización contestataria que demandaba cambios y criticaba un estilo priista de gobernar, a ser un gobierno democrático y eficaz. Desde el inicio de su gobierno municipal esa fue la principal preocupación de sus dirigentes.
Los dos gobiernos que encabezó el cdpz tuvieron avances importantes como la introducción de la red de agua potable, del drenaje y de la energía eléctrica. La gestión fue calificada como exitosa porque se basó en la elaboración de un programa de desarrollo comunitario, con la participación de los cuatro barrios que formaban la comunidad (Aguilar, 2005). En general, se puede decir que esa fue la dinámica de los diferentes comités de defensa popular. Sin embargo, en la primera década del siglo xxi varios comités se mantuvieron y otros desaparecieron como resultado de distintos acontecimientos, principalmente por la integración de activistas a la política formal, el traslado de algunos jesuitas a otras regiones y los cambios propios de la Iglesia.
A mediados de 2015 se constituyó una red ciudadana formada por algunas organizaciones de diversas filiaciones: indígena, campesina, obrera y magisterial. Su objetivo fue constituirse como una organización regional para luchar por nuevas demandas; entre las principales enunciadas fueron referidos el problema de la inseguridad, la defensa del territorio, el apoyo al campo, la lucha contra la reforma educativa y la defensa de la libertad de expresión.
En la conformación de esta red se encontraron de nuevo los integrantes del cdpz y la Unión de Barrios de Coacotla, pero también se integraron otras organizaciones, como el Consejo Indígena Popular de Veracruz con sede en el municipio de Tatahuicapan, el Movimiento Magisterial Veracruzano y el Consejo para la Organización Ciudadana de Coatzacoalcos, constituidos principalmente por trabajadores de la industria petrolera. Lo interesante de la red ciudadana es que, si bien mantuvieron algunas demandas para la mejora de los servicios, vieron también la necesidad de participar teniendo en cuenta los problemas actuales nacionales y estatales, como el tema de la inseguridad.
Otro factor importante es que el impulso para la creación de nuevos ayuntamientos de carácter indígena fue una nueva demanda en la segunda mitad de la década de 1990 y a partir de 2000. Así es como se llegó a los casos de Uxpanapa y Tatahuicapan. En el primer caso se creó el Consejo Indígena del Uxpanapa (Ciux), integrado por indígenas de 10 poblados;29 a través de este consejo se planteó un conjunto de necesidades de la población indígena, entre las que se encontraban atender el rezago agrario y otorgar servicios como electricidad y abasto de alimentos. A esas demandas se sumó la que detonaría una fuerte movilización de los pueblos: la separación de la comunidad del municipio de Minatitlán y la creación de uno nuevo. La confrontación con el gobierno del estado fue permanente, pues el gobernador aceptaba crear el nuevo municipio en uno de los poblados donde el Consejo Indígena no tenía adeptos, aprovechando las contradicciones internas que se podían dar en los 13 poblados del Uxpanapa. Sus principales dirigentes fueron encarcelados en 1997 y posteriormente liberados, y el municipio finalmente fue creado (Aguilar, 2012).
Zongolica
La lucha social en la Sierra de Zongolica es histórica. Los grupos indígenas se han organizado para defender sus derechos, así como las tradiciones que mantienen el vínculo de sus comunidades con sus divinidades. En este apartado se abordan las luchas que estos pueblos han emprendido a finales de los años setenta e inicios de los ochenta del siglo pasado, y que marcan la relación que dichos pueblos han establecido con el Estado mexicano y con los grupos de poder locales.
Uno de los antecedentes importantes de organización social en la Sierra de Zongolica lo hallamos en el movimiento que surgió en el municipio de Tehuipango en 1974, cuando se creó la organización Campesinos Pobres Unidos Independientes de Tehuipango, integrada especialmente por jóvenes estudiantes de la Normal Rural del municipio de Los Reyes. En 1975, los jóvenes normalistas tomaron el palacio municipal, expulsaron al cacique José Cerezo e instalaron un autogobierno municipal que, por medio de asambleas y al margen de partidos políticos, decidió combatir la exclusión, prohibir la venta de alcohol, exigir recursos al gobierno estatal e implementar cooperativas.
El conflicto con los caciques locales se intensificó y la represión llegó un domingo de plaza: más de 21 campesinos murieron el 20 de abril de 1980 (Proceso, 1980). La matanza de Tehuipango marcó un antes y un después en la región; en primer lugar, porque se trató del primer movimiento social que se gestó en la Sierra de Zongolica de forma autogestiva y que implantó un autogobierno municipal. En segundo lugar, porque la represión del movimiento, por parte de cacicazgos locales y de fuerzas del estado, marcó el inicio de la militarización de la Sierra, que desde entonces está considerada por la inteligencia militar como potencial foco subversivo. Por último, el movimiento de Tehuipango inició una etapa de luchas indígenas y campesinas en la región, lucha que se extiende hasta el presente (Díaz y Hernández, 2015).
El Timocepanoke Noche Altepame Macehualme [la Unión de Todos los Pueblos Pobres] (Tinam) es una de las primeras organizaciones que surgió después de la matanza de Tehuipango y que ha tenido una presencia importante en la Sierra de Zongolica desde la década de los ochenta. El Tinam es el resultado de una coyuntura política en la que convergen ideologías de corte revolucionario, que en aquel entonces comenzaban a influir en algunos grupos de las sociedades rurales, que entonces se organizaban con independencia respecto de centros de poder hegemónico tradicionales. El Tinam reivindicaba la identidad étnica y política e implementó estrategias de lucha como el llamado a no votar por ningún partido político, estrategia que años después retomó el zapatismo chiapaneco: no a los partidos políticos ni a la izquierda institucional.
Otra de las organizaciones importantes es la Coordinadora Regional de Organizaciones Indígenas de la Sierra de Zongolica (croisz), que reivindicaba también un carácter étnico; su principal líder fue Julio Atenco. Hay que mencionar que en el interior de esta organización también ha habido conflictos y divisiones que la han llevado a un momento de reestructuración. El caso más sonado a nivel nacional e internacional ha sido la violación y el homicidio, en 2007, de la anciana indígena náhuatl Ernestina Ascencio, hecho sucedido en el municipio de Soledad Atzompa a manos de personal castrense. 
Existen otras organizaciones de menor peso político, como la Organización Indígena Nahua de la Sierra de Zongolica (oinsz), que se caracteriza por la movilización social como medio de presión para conseguir beneficios para sus integrantes. Se conformó en 1996, tiene como principal dirigente a Isidro Tehuintle y como principal centro de acción el municipio de Zongolica; posee presencia en la mayoría de los municipios de la sierra y además representa a cerca de 20 000 campesinos (Bavines, 2012).
La red ciudadana contra la inseguridad
Los problemas de inseguridad que aquejan al estado de Veracruz se intensificaron en el gobierno de Fidel Herrera Beltrán y en el de Javier Duarte de Ochoa. La impunidad con la que actuaron estos gobiernos evidenció la permisividad del estado para que grupos delincuenciales se activaran y se ramificaran a lo largo del territorio. De acuerdo con el Centro Nacional de Información de la Secretaría de Gobernación, en 2013 los secuestros y las extorsiones se intensificaron; para 2014, los secuestros fueron 144 y 255 los actos de extorsión.
En 2017, el estado de Veracruz ocupaba el tercer lugar nacional en secuestros, superado solo por el Estado de México y por Tamaulipas, según la información del entonces Sistema Nacional de Seguridad. La violencia ocasionada por el narcotráfico se incrementó a partir de 2002; pero fue hasta 2007 cuando se convirtió en un elemento sobredeterminado de la dinámica de la inseguridad en Veracruz (Zavaleta, 2012).
Otro problema alarmante es la cuestión de los feminicidios. Según información de la Procuraduría General del Estado, tan solo de 2013 a 2014 se registraron 175 asesinatos de mujeres. Y de 2015 a lo que va de 2021 se han registrado 496 delitos cometidos por feminicidio (tabla 1). Veracruz cuenta con dos alertas de género, como respuesta a las demandas que han hecho varios colectivos, ya que la entidad es uno de los sitios con más casos de feminicidios. Grupos feministas están solicitando una tercera alerta de género por violencia feminicida en la modalidad de desaparición de niñas y de mujeres.
Tabla 1. Número de feminicidios según el sesnsp y ouvmujeres
	Año	sesnsp	ouvMujeres
	2015	40	n/d
	2016	58	n/d
	2017	100	176
	2018	101	129
	2019	104	151
	2020	79	95
	2021	14	15
	Total	496	566

Fuente: elaboración propia con base en datos del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública y del Observatorio Universitario de Violencias contra las Mujeres.
En octubre de 2018 se llevó a cabo una marcha de familiares de mujeres asesinadas y desaparecidas para exigir el cese de la violencia contra las mujeres. De acuerdo con información del Observatorio Universitario de Violencia contra las Mujeres de la Universidad Veracruzana, de enero a agosto de 2018 se tenían registradas 172 desapariciones y 117 asesinatos –de los cuales 78 se ubicaban como feminicidios–, 39 homicidios dolosos y 346 agresiones.
Por otra parte, se han formado colectivos para la búsqueda de personas desaparecidas. Durante el gobierno de Javier Duarte, el Colectivo por la Paz llamó a la ciudadanía a manifestarse contra la inseguridad y ha solicitado a través de diversos mecanismos una respuesta a las investigaciones sobre personas desaparecidas. El 10 de mayo de 2016 se creó una Brigada Nacional de Búsqueda de Familiares de Desaparecidos en Coatzacoalcos; el Colectivo Solecito se creó en 2016, con el mismo objetivo.
Tanto la Brigada como el Colectivo han localizado (según su propia información) 75 fosas clandestinas, y en 2017 cuestionaron la información de la Fiscalía del Estado que daba la cifra aproximada de 5 000 desaparecidos, cuando en el registro del Colectivo se contabilizaron 28 000. En enero de 2018, el entonces fiscal Jorge Winckler, en su comparecencia ante diputados locales, reveló que se habían encontrado 343 fosas clandestinas. Por su parte, el gobernador actual, Cuitláhuac García Jiménez, reconociendo la gravedad de las violaciones de los derechos humanos, instaló el Sistema Estatal de Atención a Víctimas con el objetivo de instrumentar proyectos y acciones a favor de las víctimas de la violencia.
En el campo de las agresiones y de las violaciones a los derechos de los periodistas, Veracruz ha llegado a niveles inconcebibles. La muerte de la periodista Regina Martínez en 2012 se volvió referente de la gravedad del problema. Sus trabajos sobre el vínculo de ciertos presidentes municipales con la delincuencia organizada incomodaron al régimen. En 2016, asesinaron en la Ciudad de México a la activista Nadia Vera y al periodista Rubén Espinoza. El Colectivo Voz Alterna ha dado seguimiento a múltiples casos de hostigamiento y violencia a los derechos humanos de periodistas en el estado.
Conclusiones
En el país transitamos a un cambio de régimen político; en ese cambio los movimientos sociales y la acción colectiva son estratégicos y necesarios. La elección de 2018 y los más de 30 millones de votos a favor de Morena no se circunscriben a ese partido o a la figura del presidente Andrés Manuel López Obrador, sino que son la expresión de la inconformidad e indignación de una sociedad vejada en sus derechos fundamentales. Si el gobierno entiende en toda su amplitud este momento puede avanzar en un cambio político con certidumbre.
Nos encontramos en una fase donde los movimientos sociales y la acción colectiva seguirán expresándose, porque la crisis social es profunda y solo respuestas estructurales pueden resolverla. Por otra parte, los procesos y ritmos políticos en el nivel central y en el federal han sido distintos que en el ámbito estatal y en el regional. Cuando se habló de democracia a nivel federal, en varios estados –como Veracruz– la simulación democrática y el autoritarismo estaban en su máxima expresión. Fueron las redes, los colectivos, las protestas, las resistencias, los movimientos los que han promovido el cambio político y social en el país. En Veracruz, cuando todo parecía estar a favor de las élites políticas mafiosas, colectivos, redes, organizaciones y movimientos desafiaron el miedo y el autoritarismo, lo que ocasionó una coyuntura que produjo un cambio político.
La trayectoria que se mencionó no es solo un recuento sociológico e histórico, también es un reconocimiento a aquellos grupos y redes organizadas que han tenido la audacia de desafiar a grupos políticos vinculados a la delincuencia organizada y a proyectos económicos destructivos. Un reconocimiento a las personas que se han resistido a aceptar la situación de un estado donde la muerte ronda todos los días, donde los crímenes de lesa humanidad se han normalizado y ya no generan esa respuesta horrorizada que tendrían que despertar.
Veracruz es un estado donde las violaciones a los derechos humanos de los migrantes, de las mujeres, de los trabajadores y las trabajadoras, de los campesinos, de los miembros del magisterio resultan difíciles de contabilizar. Un estado que, para revertir su debacle y, según la bella expresión de Dostoievski, hacer de su caída un vuelo, debe saber transformarse radicalmente en todos los sentidos.
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Arendt, H. (1998). Los orígenes del totalitarismo. México: Taurus.
Bavines, J. (2012). Políticas estatales discriminatorias y construcción de ciudadanías en municipios indígenas del centro de Veracruz. Un análisis de las experiencias de organizaciones y movimientos indígenas y su relación con autoridades gubernamentales en Zongolica, Tequila y Soledad Atzompa, Ver., en el periodo 1997-2007. Tesis de maestría, Instituto de Investigaciones Histórico-Sociales, uv.
Chatterjee, P. (2008). La nación del tiempo heterogéneo. Buenos Aires: Siglo Veintiuno.
Cueva, A. (2004). El desarrollo del capitalismo en América Latina. México: Siglo Veintiuno.
Díaz, G. y M. Hernández (2015). “Territorio, proyecto hidroeléctrico y acción colectiva en la sierra de Zongolica, Veracruz, 2010-2013”, A. Ortiz Lazcano (coord.), La investigación social en México, 2013. T. ii, Hidalgo: uaeh.
Dos Santos, T. (1978). Socialismo o fascismo. El nuevo carácter de la dependencia y el dilema latinoamericano. México: Edicol. 
Enciso, A. (julio 30, 2013). “El sexenio de Calderón sumó a 15.9 millones a la miseria”, La Jornada,.https://www.jornada.com.mx/2013/07/30/politica/010n1pol.
Espinosa Santiago, O. y V. M. Figueras (2014). “Las elecciones de 2012 en contexto”, O. Espinosa Santiago (coord.), Las elecciones federales 2012: su contexto, pobreza, dimensiones. México: Benemérita Universidad Autónoma de Puebla/Instituto de Ciencias de Gobierno y Desarrollo Estratégico.
Esteva, K. (2016). “Actores, participación y condicionantes en la lucha contra el proyecto minero Caballo Blanco”, M. Aguilar (coord.), Resistencia y protesta social en el sureste de México. Ciudad de México: Colofón/uam-Azcapotzalco. 
Gómez, C. (septiembre 13, 2017). “Cherán ejemplo de autonomía en el mundo”, La Jornada, https://www.jornada.com.mx/2017/09/13/sociedad/042n1soc.
González, P. (enero 4, 2012). “El movimiento de los indignados empezó en la Lacandona”, La Jornada, https://www.jornada.com.mx/2012/01/04/opinion/009a1po.
Hardt, M. y A. Negri (2000). Empire. París: Exils.
Hernández, M. (2016). “Luchas contra la acumulación por desposesión en el centro de Veracruz: Proyecto Hidroeléctrico Naranjal”, M. Aguilar (coord.), Resistencia y protesta social en el sureste de México. Ciudad de México: Colofón/uam-Azcapotzalco.
ine (2018). Cómputos Distritales 2018. Elecciones Federales. Disponible en https://computos2018.ine.mx/#/presidencia/nacional/1/1/1/1.
Leforte, C. (1988). Las formas de la historia: ensayos de antropología política. México: fce.
Linz, J. (2000). Totalitarian and Authoritarian Regimes. Lynne Rienner.
Marini, R. (1991). Dialéctica de la dependencia. México: Era.
Melucci, A. (1999). Acción colectiva, vida cotidiana y democracia. México: El Colegio de México-Centro de Estudios Sociológicos.
Prada, R. (2008). Subversiones indígenas. Bolivia: Muela del diablo/Clacso.
Redacción (1980). “Aumentan la riqueza, la inflación y la injusticia”, Proceso. Núm. 200, México.
Rodríguez, H. (2015). “Conflictos sociales asociados a la defensa del ambiente: agua y paisaje de la región Veracruz Centro”, Estudios y pesquisas sobre las Américas. 9(3), Brasil: Universidad de Brasilia, pp. 36-62.
Singer, M. (2006). “Elecciones del 2 de julio de 2006, datos y cifras”, Estudios Políticos. 9, 231-250.
Svampa, M. (2008). Cambio de época. Movimientos sociales y poder político. México: Siglo Veintiuno.
Tapia, L. (2008). Política salvaje. Bolivia: Muela del diablo/Clacso.
Tilly, C. (1984). Grandes estructuras, procesos amplios y comparaciones. Madrid: Alianza Universidad.
Torres, J. (coord.) (2011). Hablan los indignados: Propuestas y materiales de trabajo. España: Popular.
Touraine, A. (1997). ¿Podemos vivir Juntos?: iguales y diferentes. México: Fondo de Cultura Económica.
Urbina, J. (2021). La ambivalencia del petróleo: transformaciones paisajísticas de un ejido totonaco en la selva alta del norte de Veracruz (1900-2020). Tesis de Maestría, El Colegio de Michoacán.
Zavaleta, J. (coord.) (2012). La inseguridad y la seguridad ciudadana en América Latina. Buenos Aires: Clacso.
Zibechi, R. (2010). América Latina: Contrainsurgencia y pobreza. Colombia: Desde abajo. 
Zúñiga, J. y S. González (noviembre 14, 2011). “Duplican magnates mineros el oro extraído en la Colonia, La Jornada, https://www.jornada.com.mx/2011/11/14/min-oro.html.
 

Cambios y continuidades en las élites políticas veracruzanas en el contexto de la transición a la democracia: el caso de la camarilla política de Dante Delgado Rannauro
Ricardo García Jarillo
Introducción
El proceso electoral federal de 2018 trajo consigo un reacomodo en las élites políticas y en los partidos que las representan: en treinta años un resultado electoral no había cernido las estructuras políticas como lo hizo el triunfo de Andrés Manuel López Obrador. En este tenor, los partidos políticos centrales a nivel nacional (el Partido Revolucionario Institucional [pri], el Partido Acción Nacional [pan] y el Partido de la Revolución Democrática [prd]) parecen desdibujarse en disputas internas, en la neblina que han producido sus gestiones gubernamentales y en la falta de credibilidad ante el electorado mexicano; dicha incapacidad de la oposición ha abierto la ventana a organismos políticos secundarios que, hasta hace poco, figuraban en alianzas con partidos centrales. Tal es el caso de Movimiento Ciudadano (mc), que ha sabido aprovechar los vacíos de oposición para llenarlos con rostros jóvenes que cuentan con capital político propio.
En los últimos dos años, la estrategia de mc parece radicar en el bajo perfil de sus fundadores y en el enfoque mediático de sus nuevos cuadros; las participaciones de su fundador Dante Delgado son mínimas en comparación con la centralidad que han adquirido políticos como Enrique Alfaro, Luis D. Colosio y Samuel García. Por vez primera el organismo se presenta ante la oportunidad real de competir por gubernaturas en el norte del país y de reforzar bastiones como el del estado de Jalisco.
Movimiento Ciudadano se presenta en este contexto de cambios como un nuevo protagonista en el sistema de partidos mexicano; sin embargo, ni sus nuevos rostros ni su nueva faceta (de oposición a su antiguo aliado) pueden ser entendidos como una alternativa política en el sentido más riguroso de la palabra. Para entender su condición, es preciso entender su etapa de conformación y de desarrollo y, a su vez, conocer a su principal operador político y fundador, Dante Delgado Rannauro. Lejos de la satanización, este ejercicio busca el entendimiento de las características de dicho organismo político, que se formó bajo una dinámica de cambios, que no abandona las continuidades y que se proclamó democrático pese a sus estructuras verticales y autoritarias.
La búsqueda de los cargos públicos de antiguos priistas, como Dante Delgado, en los nuevos espacios presentó dos vertientes de intencionalidad; por un lado, el plano superficial indicó que una élite política buscó el acceso para satisfacer sus necesidades grupales; por el otro, un análisis detenido refleja una lucha por aplicar proyectos económicos diferenciados, aceptando una u otra intención, cuando lo cierto es que las élites oficiales que salieron del pri lo hicieron única y exclusivamente cuando se vieron aisladas de los espacios de toma de decisiones importantes. Aunque las élites políticas desplazadas rompieron formalmente con el pri, su paso a los partidos de oposición no significó un cambio en su cultura política, ya que, al mando de los nuevos organismos políticos, los expriistas reprodujeron las prácticas políticas tradicionales que interiorizaron en su formación política.
En el análisis de la camarilla de Dante Delgado se abordan los elementos de cambio en las élites (Camp, 1996) y de la reproducción de sus prácticas, que se dieron en el proceso de migración de su grupo político, el cual rompió con el pri en la década de 1990. Tras la ruptura formó un nuevo organismo: Convergencia por la Democracia. Esta coyuntura política se dio en un contexto de desplazamiento de élites políticas; por ello, para entender las dinámicas de cambio dadas en el estudio, fue necesario partir desde la raíz; y para entender el cambio en las élites políticas, resultó necesario explorar las luchas internas en el partido oficial.
El agotamiento del sistema político mexicano, resultado, entre otras cosas, del autoritarismo de un partido hegemónico, empujó al mismo sistema a una apertura político-democrática que dio inicio al proceso de pluralización del sistema de partidos. En este contexto, el desgaste en el plano económico jugó un papel de igual importancia para el declive del régimen; tal desgaste llevó a la élite gubernamental a introducir en la dirigencia política a políticos con nuevos perfiles aptos para dar solución al problema. Fueron estos grupos quienes introdujeron en México políticas de corte neoliberal.
Los orígenes 
Dante Delgado Rannauro apareció en la escena pública desde temprana edad. Algunos de sus contemporáneos ubican su incursión en la política como miembro activo en el comité estudiantil de su preparatoria. Más tarde, en su formación profesional, adquirió el papel protagónico que lo caracterizó en su carrera política. Estudió la licenciatura en Derecho en la Universidad Veracruzana (uv), en la generación 1969-1973. La naturaleza del lugar dio al nuevo político un primer espacio de acción pues, como estudiante, ingresó al Frente Renovador Estudiantil Veracruzano (frev), asociación en la que llegó a ocupar la vicepresidencia.
En el frev, Dante convivió con futuros políticos de talla nacional, entre los que destacó Miguel Ángel Yunes Linares. A pesar de que en un inicio la relación entre los dos fue positiva, las envidias políticas hicieron que a lo largo de su carrera profesional se confrontaran varias veces. Los dos pertenecieron a una agrupación porril, que se constituyó en el brazo estudiantil del gobierno del estado de Veracruz. Lejos de identificarse con las agrupaciones estudiantiles críticas al gobierno, el frev respaldó las decisiones gubernamentales, atentando contra la protesta estudiantil. En más de una ocasión el frev desplegó posicionamientos en contra de movilizaciones de profesores de la uv que buscaban un mejor salario y de agrupaciones estudiantiles que pugnaban por procesos internos democráticos.
Después de establecer su liderazgo en el frev, Dante se propuso extender su campo de acción hacia el pri. Para ello, se afilió al organismo a finales de los años sesenta. Su pronta escalada en el organigrama del partido se debió al momento clave en que se graduó en la uv, pues la represión que el estudiantado sufrió en 1968 y en 1971 obligó a los grupos políticos a iniciar un proceso de reclutamiento de rostros jóvenes para ingresarlos al aparato federal y generar una imagen de respuesta al descontento juvenil. La importancia de las instituciones públicas como espacios de reclutamiento político se consolidó gracias a que las prácticas que se llevaron a cabo en estas fueron las adecuadas para identificar futuros liderazgos que cumplieran con las características buscadas por el mismo reclutador (Camp, 1995: 132). 
Antes de llegar a la gubernatura de Veracruz, Dante osciló entre cargos públicos del aparato estatal y del federal; dichos vaivenes obedecieron a conflictos entre camarillas políticas que operaron en estos dos niveles. Desde su salida de la uv, Dante convivió con varios políticos emblemáticos del sistema, entre los que destacan Manuel Carbonell de la Hoz, Fernando Gutiérrez Barrios, Mario Moya Palencia, Fernando Elías Calles y Fernando Solana, quienes, al paso del tiempo, se convirtieron en sus primeros jefes. En las credenciales de estos reclutadores existían dos características compartidas: una de ellas fue haber alcanzado cargos importantes en el gobierno de Luis Echeverría Álvarez; la otra fue ser parte de una generación anterior a la del recién egresado de la Facultad de Derecho de la Universidad Veracruzana.
A diferencia de Fernando Gutiérrez Barrios, Mario Moya Palencia, Fernando Elías Calles y Fernando Solana (quienes se desempeñaban en distintos puestos de la burocracia federal), Manuel Carbonell era secretario de gobierno del entonces gobernador Rafael Murillo Vidal. Su papel como encargado de la política interna del estado de Veracruz en el año en que Dante terminó sus estudios universitarios lo colocó como un primer portero para su reclutamiento.
Manuel Carbonell fue desplazado de la candidatura a gobernador por órdenes del entonces dirigente nacional del pri, Jesús Reyes Heroles; después de esto, Reyes Heroles colocó a Rafael Hernández Ochoa como contendiente. El nuevo candidato integró su grupo de trabajo con jóvenes con los que Dante se confrontó durante sus años de universidad, entre ellos Miguel Ángel Yunes Linares. Ante este contexto adverso, antes de su caída, Carbonell recomendó a Dante en la burocracia federal donde trabajaba su amigo, el entonces subsecretario de gobernación Fernando Gutiérrez Barrios. Fue por dicha razón que Gutiérrez Barrios cumplió con el papel de padrino político de Dante.
A pesar de los cargos que Dante ocupó en la burocracia federal, su interés estuvo enfocado en el ámbito estatal. En 1979 volvió a la entidad e intentó ser postulado como candidato a la presidencia municipal de Córdoba; sin embargo, los liderazgos partidistas y de gobierno en la entidad no le favorecieron, pues las riendas estatales continuaban en manos de Rafael Hernández Ochoa y su grupo de jóvenes liderados por Miguel Ángel Yunes y Fidel Herrera. La disputa por la candidatura del municipio de Córdoba se dio entre Dante Delgado y Juan Herrera Marín. Dante fue apoyado desde el centro de la república por Gustavo Carvajal Moreno, líder del pri nacional, mientras que Herrera Marín, contemporáneo de Dante en la universidad, contó con el respaldo de Rafael Hernández Ochoa, su padrino político.
Como era de esperarse, Herrera Marín consiguió la candidatura y el único apoyo partidista que Dante recibió fue de parte de la Confederación Nacional de Organizaciones Populares (cnop) juvenil de ese municipio, dirigida entonces por Juan Antonio Nemi Dib, un joven de 15 años de edad; sin embargo, después de que el líder municipal de la cnop otorgó su respaldo abierto a la candidatura de Dante Delgado, fue destituido de su cargo por órdenes de Miguel Ángel Yunes Linares, presidente estatal de la misma organización. Nemi Dib, originario de la ciudad de Córdoba, sufrió la destitución de su cargo y el rezago político hasta que Dante volvió políticamente a la entidad.
Tras el fallido intento de alcanzar la alcaldía de Córdoba, Dante acudió a uno de sus mentores políticos para continuar en la burocracia federal. Fernando Solana, secretario de Educación en tiempos de López Portillo, nombró a Dante como delegado de la Secretaría de Educación Pública en los estados de Yucatán, Veracruz y Oaxaca.
Con el fin del sexenio de Hernández Ochoa, la gubernatura de Veracruz quedó a cargo de Agustín Acosta Lagunes. La relación de Dante con grupos políticos diferentes a los del gobernador saliente generó un contexto político favorable para que volviera a la entidad. Después de que el grupo de Hernández Ochoa quedó aislado de los espacios de toma de decisiones importantes, Acosta Lagunes integró una camarilla con políticos opuestos al grupo del exgobernador; una de las principales figuras en el nuevo gobierno fue Dante Delgado, quien, si bien no tenía una relación de amistad estrecha con el nuevo gobernador, fue invitado a trabajar en la nueva administración gracias a la intervención del entonces secretario de Gobernación Fernando Elías Calles.
El carácter personalista e informal del proceso de reclutamiento político en México provocó que los partidos políticos y el voto electoral de la población fueran secundarios para catapultar a un nuevo personaje a los espacios de toma de decisiones importantes. Este esquema fue la base para que Dante construyera su propia camarilla política. El personal político que actualmente dirige al partido Movimiento Ciudadano en la entidad veracruzana tuvo su origen en el establecimiento de alianzas entre miembros de diversos grupos políticos activos desde los años setenta. Desde los primeros cargos públicos que ocupó, Dante logró establecer lealtades que posibilitaron la creación de su propia camarilla política. En ella destacan Armando Méndez de la Luz, José Luis Lobato Campos, Helí Herrera Hernández, Rafael Hernández Villalpando, Dulce María Dauzón y Adán Pérez Utrera.
El político más cercano a la figura del líder fue Armando Méndez de la Luz. Nació en la ciudad de Xalapa, Veracruz, el 27 de agosto de 1951, y su incursión en la vida política se dio antes de iniciar la universidad, cuando presidió la directiva de la sociedad de alumnos de la preparatoria Artículo Tercero Constitucional; posteriormente hizo lo mismo en la Facultad de Administración (Secretaría General de Gobierno, 1987: 57). Méndez de la Luz realizó sus estudios profesionales en la Facultad de Comercio y Administración de la uv (1969-1973), de donde se tituló como licenciado en Administración de Empresas. Inmediatamente después de terminar su carrera, inició sus estudios de posgrado en la maestría en Administración en el Instituto Tecnológico de Estudios Superiores de Monterrey (1974-1975).
La labor de Méndez de la Luz osciló entre los espacios académicos y los espacios políticos. Tras terminar su carrera, ingresó como docente a la Facultad de Comercio y Administración de la uv, y a la par ocupó puestos burocráticos dentro del pri. La fusión de sus dos facetas posibilitó que ocupara el cargo de director del Centro de Estudios Políticos, Económicos y Sociales (cepes) del Partido Revolucionario Institucional.
Cabe destacar que, al inicio de su carrera política, Armando Méndez de la Luz no se involucró en el naciente grupo de Dante Delgado, ya que quien lo apadrinó políticamente fue Fernando Gutiérrez Barrios. De la Luz transitó entre la burocracia federal y la burocracia estatal junto con su padrino político. Recibió su primer cargo en la burocracia federal durante el gobierno de José López Portillo en el momento en el que el presidente designó a Fernando Gutiérrez Barrios como subsecretario de gobernación. Barrios otorgó a su ahijado la comisión del Instituto Nacional para el Desarrollo Cooperativo (Indeco) en el estado de Veracruz. Después de estar en la burocracia federal pasó a desempeñarse como síndico único de la capital del estado en la presidencia municipal de Ignacio González Rebolledo (1983-1985) y, en 1986, tras la llegada de Gutiérrez Barrios a la gubernatura de Veracruz, se incorporó al gabinete estatal como secretario de Desarrollo Económico (Portillo, 2000).
La relación entre Dante Delgado y Armando Méndez de la Luz dio inicio a mediados de la década de 1980, cuando Cuauhtémoc Rodríguez Puente, en su papel de comisionado del Indeco (Méndez, comunicación personal, 22 de agosto 2018), presentó a los dos políticos. De ese encuentro en adelante, colaboraron juntos, primero durante la campaña de Gutiérrez Barrios a la gubernatura y posteriormente en su gobierno. A pesar de que las señales de lealtad iniciaron cuando los dos participaron en el gabinete estatal de Gutiérrez Barrios, la incorporación de Méndez de la Luz a la camarilla de Dante no se dio hasta que Gutiérrez Barrios perdió fuerza política como secretario de Gobernación en el gobierno de Salinas de Gortari, pues, con la renuncia de Gutiérrez Barrios a la Segob, Méndez de la Luz renunció al cargo de director de Protección Civil para regresar a la política estatal. Su retorno a la burocracia federal se dio cuando Dante ocupó los cargos de secretario de la Reforma Agraria y de embajador en Italia.
La trayectoria de José Luis Lobato Campos fue una de las más destacadas dentro de la camarilla liderada por Dante. La participación de Lobato en la burocracia estatal y federal fluyó de manera constante desde los inicios de su carrera política hasta la salida de Dante de la gubernatura de Veracruz. José Luis Lobato Campos nació en Orizaba, Veracruz, en 1938, y sus estudios profesionales fueron diversos. Aunque inició en la carrera de Contaduría, se incorporó a la Facultad de Derecho en la uv y, posteriormente, incursionó en el ámbito educativo en la Normal Veracruzana Enrique C. Rébsamen. Lobato Campos egresó de la Normal Veracruzana en 1956 e inmediatamente después se dedicó a impartir clases en el nivel medio superior. Participó como docente en el Colegio Preparatorio de Xalapa; fue director de dos escuelas primarias, una en Tuzamapan y la otra en Mahuixtlán; posteriormente, se dirigió a los espacios académicos de la Universidad Veracruzana, donde se desempeñó como catedrático en las facultades de Derecho y en la de Comercio y Administración (De la Torre, 2015).
José Luis Lobato Campos apareció en la política estatal dentro del grupo que se conflictuó con Dante Delgado en sus primeros años de carrera política, pues el gobernador Rafael Hernández Ochoa le asignó la dirección del Instituto de Pensiones del Estado de 1974 a 1980, mientras Dante buscaba refugio en la burocracia federal. Independientemente del conflicto político, Lobato Campos conoció al futuro grupo dantista desde finales de la década de 1960, pues Lobato participó como catedrático en las facultades de Derecho y de Comercio y Administración de la uv, en los periodos en que Dante Delgado y Armando Méndez de la Luz estudiaban dichas carreras.
El acercamiento que se dio entre Dante y Lobato durante el periodo de gobierno del primero le costó al segundo un rompimiento con sus antiguas amistades políticas, rompimiento que se recrudeció con la llegada de Patricio Chirinos al gobierno del estado, pues Yunes Linares ascendió a secretario de Gobierno, puesto desde donde acusó a Lobato Campos de incitar a profesores sindicalizados a bloquear la carretera federal a Veracruz a la altura de la Secretaría de Educación estatal. En este contexto de confrontación, Lobato Campos fue uno de los primeros en sumarse a la renuncia grupal al pri para formar un nuevo partido político: Convergencia por la Democracia.
El encuentro entre Rafael Hernández Villalpando y Dante Delgado se dio durante su educación superior: mientras Dante cursaba el primer año de universidad en la Facultad de Derecho de la uv, Villalpando estaba a un año de concluir sus estudios para titularse como licenciado en Derecho en 1970. La inmediata introducción de Villalpando en el ámbito académico de la universidad permitió que este fuera profesor de Dante Delgado en la facultad, y la buena relación establecida los hizo compadres años más tarde (Portillo, 2000).
Durante el gobierno de Dante Delgado, Rafael Hernández Villalpando fue uno de los primeros en recibir cargos de importancia: en 1988 se integró al gabinete dantista en el puesto de subsecretario de Gobierno, cargo que ocupó hasta 1991, cuando Dante lo nombró rector de la Universidad Veracruzana; un año después, con el fin del gobierno de Dante, Villalpando salió del edificio de rectoría.
Helí Herrera Hernández tiene una vida política enfocada en el ámbito estatal. A diferencia de los personajes mencionados anteriormente, no perteneció al grupo gobernante, pues su formación política se fraguó dentro del extinto Partido Popular Socialista (pps); dicho partido jugó un papel interesante dentro de la arena política; en lo federal, respaldó las candidaturas priistas a la presidencia de la república, y en lo local disputó espacios de acción política al Partido Revolucionario Institucional.
Helí Herrera nació en Altotonga, Veracruz, y su incursión en la política tuvo que ver con su lugar de origen, pues antes de iniciar su carrera profesional conoció a Rafael Campos López, su padrino político. El líder pepesista lo involucró en la militancia del partido y una de sus primeras acciones políticas fue participar en la propaganda para que el doctor Campos López ganara la presidencia municipal de Teziutlán, Puebla (Herrera, comunicación personal, 2016). La larga militancia que Helí Herrera tuvo en el pps favoreció su acceso a cargos públicos locales; participó como regidor en Altotonga, Veracruz, como diputado en la cámara local y, posteriormente, como diputado federal; en 1992 alcanzó su más alta postulación, pues el pps lo registró como candidato a gobernador del estado de Veracruz, donde obtuvo 7% de la votación total (Méndez, 2018).
Las amistades políticas de Dante no se concentraron únicamente en el partido oficial. Durante su formación política tuvo acercamientos con grupos dirigentes del pps. Las amistades eran tales que, antes de la formación de Convergencia por la Democracia, algunos grupos internos del pps propusieron a Dante su incorporación al partido, propuesta que rechazó.
La relación sostenida entre Dante y Helí inició cuando el segundo ocupó una curul en la cámara de diputados local; durante este periodo, Dante fue dirigente estatal del pri y, al iniciarse el periodo electoral, coordinó la campaña de Fernando Gutiérrez Barrios a la gubernatura. La posterior elección de Dante como secretario general de Gobierno afianzó la cercanía entre este y el diputado local (2016). Antes de formalizar su amistad con Dante, Helí Herrera entabló amistad con otros miembros del futuro grupo dantista: José Luis Lobato Campos fue uno de los políticos con quien más se relacionó, pues, durante su estancia en la legislatura local, Herrera recibió el reconocimiento de Lobato Campos por su trabajo legislativo. Los diálogos que iniciaron en la cámara baja derivaron en charlas privadas en la casa de Lobato (2016).
Dulce María Dauzón nació en Xalapa, Veracruz. Su infancia se dio dentro de una familia de empresarios locales. Leonardo Dauzón, padre de Dulce, incursionó en el ámbito económico con la producción y venta de pan. Por otro lado, la trayectoria política de Dulce Dauzón se relacionó ampliamente con la de su cónyuge, Armando Méndez de la Luz.
El primer acercamiento entre Dulce y De la Luz se dio entre 1970 y 1971, cuando el primero cursaba su tercer año en la universidad y la segunda ingresaba en la Facultad de Comercio y Administración. Poco tiempo después de su llegada, Méndez de la Luz invitó a Dulce a participar en la vida estudiantil de su facultad. Para finales de la década de 1970, Dulce María Dauzón y Armando Méndez de la Luz contrajeron matrimonio; sin embargo, a diferencia de Méndez de la Luz, quien se enfocó en la academia y en las funciones de gobierno, Dulce Dauzón dedicó su tiempo a su empresa y a participar en organizaciones civiles como Casa Hogar Nazareth, donde fungió como parte del patronato (Vázquez, 2012). La participación de Dauzón siempre se dio en compañía de mujeres posicionadas de la sociedad xalapeña, generalmente esposas de empresarios y de políticos de la entidad. Su incursión en la vida política estatal se dio con el ascenso del grupo político al que Méndez de la Luz pertenecía. En 1987, Dauzón participó en la Secretaría de Desarrollo Económico del estado de Veracruz (Caballero, 2016).
Adán Pérez Utrera desarrolló su carrera política fuera del margen de las élites políticas veracruzanas; durante su juventud fue reclutado políticamente por uno de sus profesores de universidad, Enrique González Pedrero, quien fungió como catedrático y director de la Facultad de Ciencias Políticas y Sociales de la Universidad Nacional Autónoma de México (unam) de 1965 a 1970. Tras su encuentro en la universidad, Utrera acompañó a Pedrero en los posteriores cargos públicos que este último alcanzó: como fundador de la Escuela Nacional de Estudios Profesionales Acatlán de la unam, González Pedrero asignó a Pérez Utrera el cargo de jefe de la unidad administrativa de dicha institución; cuando Pedrero asumió la dirección general de la Corporación Mexicana de Radio y Televisión, Utrera se presentó como subgerente de información y relaciones de la corporación; más tarde, en 1989, Pérez Utrera fungió como gerente del Fondo de Cultura Económica (fce), mientras Pedrero fue el director.
En 1983, antes de llegar al fce, Enrique González Pedrero fue electo gobernador del estado de Tabasco, y una de las carteras más importantes dentro del gabinete, la Secretaría Técnica de Gobierno, fue otorgada a Pérez Utrera; la cercanía entre Utrera y Pedrero llegó a tal grado que el gobernador tabasqueño asignó a Utrera una de las tres residencias de la Quinta Grijalva; las otras dos fueron habitadas por el gobernador en turno y su madre (González, 2016).
Pérez Utrera fue reclutado por Dante Delgado en un ambiente antagónico; ingresó en la política estatal veracruzana cuando Dante llegó a la gubernatura; sin embargo, a pesar de que ocupó un cargo importante, no contaba con la simpatía del gobernador. Más allá de ello, su cargo público fue asignado como pago de espacios políticos a la élite desplazada por el acostalagunismo. Adán Pérez Utrera y Miguel Ángel Yunes Linares son originarios de Soledad de Doblado y, después del desplazamiento de Yunes al poder legislativo, este colocó a Utrera dentro del gabinete de Dante.
La consolidación de un grupo
Roderic Ai Camp define a la camarilla política como “un grupo de individuos que tienen intereses políticos comunes y confían el uno en el otro para mejorar sus posibilidades dentro de la dirigencia política” (Camp, 1995: 138). Dicha propuesta se reprodujo de forma directa en la política dantista pues, durante su gestión como gobernador, Dante Delgado formó una camarilla que lo acompañó en su confrontación con las élites políticas locales y nacionales; tras la ruptura irreversible, Utrera, Dauzón, Herrera, Méndez, Lobato y Villalpando se encargaron de formar el nuevo organismo político en la entidad.
En 1985, Dante Delgado fue designado por el dirigente nacional del pri como presidente del Comité Ejecutivo Estatal (cee) del partido. Cabe destacar que, en los tiempos cercanos a las campañas electorales, el titular de la presidencia del partido es encargado de la promoción y la asesoría al futuro candidato; entonces, la asignación de Dante como presidente del cee anunció la candidatura de uno de sus mentores políticos: Fernando Gutiérrez Barrios.
Después de dirigir la campaña de Gutiérrez Barrios y de llevarlo a la gubernatura, Dante encontró en el gobierno de su mentor la estabilidad política que lo llevó a ocupar el segundo puesto de mayor importancia a nivel estatal; en un principio, Gutiérrez Barrios pensó en Carbonell de la Hoz para ocupar la secretaría general de Gobierno; sin embargo, la sorpresiva muerte del ex precandidato a gobernador meses antes de acceder a palacio de gobierno dejó vacante el puesto. La selección de Carbonell y de Dante dejó en claro el vínculo de lealtad entre estos tres políticos.
Durante los dos años de gobierno de Fernando Gutiérrez Barrios, Dante Delgado fue uno de los hombres fuertes en la entidad. Dicha fortaleza fue construida sobre dos pilares; por un lado, Dante fue uno de los hijos políticos preferidos del gobernador y, por otro, el grueso de los funcionarios estatales durante el gobierno de Gutiérrez Barrios fue importado desde la burocracia federal (Rosete, 2015). El origen político de Gutiérrez Barrios provocó un desconocimiento total de las dinámicas políticas locales, mientras que el origen y la carrera política de Dante permitieron una interacción positiva entre este y las bases priistas veracruzanas y los grupos de poder locales (Camp, 1995).
A la llegada de Dante Delgado a la gubernatura, la lealtad de Méndez de la Luz hacia Gutiérrez Barrios fue evidente, pues este no participó en el gobierno interino, sino que, junto con su mentor político, volvió al gobierno federal, donde Gutiérrez Barrios se colocó como secretario de Gobernación y Méndez de la Luz como director general de Protección Civil. Tiempo después, Armando retornó a la entidad como parte del Comité Directivo Estatal del pri (Portillo, 2000).
Después de su participación en el gobierno de Fernando Gutiérrez Barrios, Dulce Dauzón no se incorporó en la política veracruzana hasta el regreso de Méndez de la Luz. Como gobernador interino, Dante Delgado lo asignó como candidato a presidente municipal de Xalapa en 1992 por el pri y, al triunfar en las elecciones, Dulce María Dauzón ocupó el cargo de presidenta del dif municipal.
A José Luis Lobato Campos Dante le asignó la Secretaría de Educación y Cultura. Rafael Hernández Villalpando, por su parte, acompañó a Dante Delgado en la Subsecretaría de Gobierno del Estado y sirvió como contrapeso a la dirección de Miguel Ángel Díaz Pedroza; en la segunda mitad de su cuatrienio, Dante nombró a Villalpando rector de la Universidad Veracruzana. La dirigencia estatal del pps fue asignada a Helí Herrera Hernández y la del Partido Frente Cardenista de Reconstrucción Nacional (pfcrn), a Isauro Cuéllar Carranza, otro político opositor con buena relación con Dante.
El respaldo que Dante tuvo de Fernando Gutiérrez Barrios y de los grupos de poder locales lo perfiló de inmediato como el candidato idóneo para ocupar el poder ejecutivo estatal. Su arraigo llegó a tal grado que, en las elecciones de 1991, con el respaldo del ejecutivo federal, logró designar a la mayoría de candidatos en Veracruz, imponiéndose a otros grupos políticos del pri (El Universal, 2004); sin embargo, los movimientos políticos que catapultaron a Dante hacia la gubernatura en el convulso año de 1988 no fueron más que la advertencia de los cambios que llegaron al seno del partido oficial.
El desplazamiento
Los acontecimientos políticos de la década de 1980 visualizaron el proceso de neoliberalización del aparato estatal mexicano. La rapidez con la que se desarrolló el proceso radicó, entre otros factores, en que el personal político del partido gobernante inició un proceso de cambios de credenciales informales, es decir, un cambio en las formaciones profesionales de quienes ingresaron a los espacios de toma de decisiones importantes en la burocracia federal; en este sentido, los políticos formados en las facultades de Derecho del país cedieron los espacios a otros formados en prestigiosas escuelas de economía en el extranjero (Camp, 1995).
Con el acaparamiento de los puestos clave en la burocracia federal durante el gobierno de Miguel de la Madrid (Meyer, 1995: 29), la élite tecnocrática fijó su mirada en la elección presidencial de 1988: llegar a la presidencia de la república fue el objetivo clave para aplicar su proyecto económico por completo; sin embargo, la elección presidencial de 1988 tuvo como antesala una disputa interna en el partido gobernante (Meyer, 1995: 216).
La imposición de gobernantes estatales y locales fue una de las características del proyecto político de Salinas de Gortari, y como ejemplo puede ser retomado el caso del estado de Veracruz: si bien Salinas no intervino en la selección del sucesor de Gutiérrez Barrios (Salinas permitió al gobernador elegir a su sucesor sin conocer a Dante), la elección a gobernador de 1992 demostró una dinámica muy diferente. La selección del candidato del pri a la gubernatura de Veracruz, para el periodo 1992-1998, fue el reflejo de elementos de carácter político y de carácter económico. En dicho proceso se concretó el posicionamiento de una élite política con las características del presidente y el aislamiento de grupos políticos con una concepción de la política distinta a la de la élite en ascenso; para tal efecto, el poder ejecutivo federal ejerció una fuerza política de carácter centralizador.
Los precandidatos del partido oficial en 1992 fueron Patricio Chirinos Calero y Miguel Alemán Velasco; no obstante, más allá de la gubernatura, la elección estatal de 1992 fue el campo de juego para el reordenamiento en las élites políticas locales promovido por el presidente Salinas, pues la subordinación total del ejecutivo estatal al ejecutivo federal implicó la continuidad de un plan político-económico transexenal.
Salinas de Gortari vio en Patricio Chirinos Calero el personaje idóneo para ocupar la gubernatura de Veracruz. Una de las razones derivó de la formación académica y política de este, pues se graduó en la carrera de Economía, en la unam, y durante su trayectoria política no participó en ningún cargo designado por elección popular; sin embargo, ocupó varios puestos dentro del partido oficial y de la burocracia federal. Chirinos fue un importante operador de la campaña presidencial de Salinas y, cuando este llegó a la presidencia, le asignó el cargo de secretario de Desarrollo Urbano y Ecología.
El otro precandidato, Miguel Alemán, no fue miembro de la camarilla política de Dante y, aunque Alemán gozó del respaldo del gobernador, la razón tuvo que ver con la vinculación entre Alemán y los grupos de poder locales; un gobernador con arraigo en la entidad serviría como contrapeso al poder ejecutivo federal (Fernández, 1992).
La selección de Chirinos como candidato del presidente fue la muestra clara de una ruptura con la élite política tradicional y del desplazamiento sistemático de esta, pues, a la par de la derrota de Alemán, se dio la separación de Fernando Gutiérrez Barrios de la Secretaría de Gobernación y la posterior selección de Dante como embajador de México en Italia. La llegada de Chirinos a la gubernatura de Veracruz fue una estrategia política clave del presidente de la república, con la cual se hizo del control político total de la entidad (Camp, 1995).
Las evidencias más claras de un cambio en las élites políticas locales se reflejaron en las políticas aplicadas por el gobierno chirinista. Se puede asegurar a todas luces que el neoliberalismo llegó a la entidad con Patricio Chirinos como gobernador; en este proceso, Yunes Linares recibió la titularidad de la Secretaría de Gobierno y, aunque este no tenía propiamente una formación en economía, durante su estancia en la Cámara de Diputados de 1991 a 1992 se convirtió en un defensor acérrimo de las reformas ordenadas por Salinas de Gortari.
Fue durante el gobierno de Chirinos cuando se implementó la reforma al artículo 27 constitucional. Con dicha aplicación, el campo de la entidad sufrió un revés antiagrarista, pues el gobierno estatal permitió el despojo de tierras a los campesinos veracruzanos y la concentración de grandes extensiones en manos de particulares. Producto de las posturas gubernamentales procaciquiles, el entonces secretario de gobierno Miguel Ángel Yunes ordenó constantemente el uso de la fuerza contra los campesinos; tal fue el caso de la masacre de El Encinal (Pérez, 2010).
Por otro lado, Patricio Chirinos Calero inició el desmantelamiento de la industria paraestatal en la entidad. Claro ejemplo de ello fue el caso de Fertilizantes Veracruz. Dicha empresa fue expropiada en el sexenio de Rafael Hernández Ochoa y, con la nueva administración, la paraestatal fue privatizada y volvió a manos de sus antiguos dueños, la familia Villafalla (Lima, 2017). En esa misma lógica, el Instituto de Pensiones del Estado (ipe), una de las instituciones con más relevancia a nivel estatal, también sufrió embates. Con el argumento de una crisis profunda y de haber encontrado una institución descapitalizada, Manuel de León Maza, titular del ipe en el sexenio de Chirinos, inició un proceso de venta de sus empresas productivas, política contraria a la que se siguió en el periodo del gutiérrez-dantismo (Caballero, 2016).
La designación de Patricio Chirinos como titular del poder ejecutivo estatal veracruzano profundizó la polarización entre élites políticas del pri, al grado de provocar una ruptura interna: a este escenario se sumaron los conflictos con la federación. Aunado a esto, la falta de acuerdos entre los grupos antagónicos terminó con una persecución y con la creación de un nuevo organismo político.
La aceptación pública del candidato de Salinas por parte de Dante Delgado fue positiva; no obstante, de manera privada, Dante optó por apoyar a los candidatos de la oposición. En la elección a gobernador de 1992, dos de los candidatos opositores fueron el ingeniero Heberto Castillo y Helí Herrera. Durante el proceso electoral, Dante se acercó a los dos candidatos para ofrecerles diversos apoyos. Fuentes cercanas a Dante Delgado mencionaron que “el gallo” del gobernador fue Heberto Castillo; su simpatía hacia el candidato generó rechazos de Chirinos; días antes de la elección, el candidato del prd informó al gobernador sobre la circulación de falsa información respecto a una posible renuncia a su candidatura: Dante facilitó a Heberto una rueda de prensa con medios estatales a pesar de que Patricio Chirinos hizo explícito el rechazo a la entrevista, argumentando el término de los tiempos de campaña (Morales, 1997: 33).
La candidatura de Helí Herrera estuvo respaldada de manera directa por el gobierno estatal desde un inicio, pues José Luis Lobato Campos, secretario de Educación, proporcionó al equipo de Helí vales de gasolina para movilizarse y bienes escolares para su reparto; a la par, vinculó al equipo del pps con presidentes municipales dantistas para que al paso por sus municipios pudieran contar con alimentación y hospedaje. Por su parte, Rafael Hernández Villalpando aportó recursos en efectivo al encargado de las finanzas estatales del pps. Por último, Dante Delgado apoyó directamente al pps con transporte (autobuses) para trasladar a los simpatizantes de Helí Herrera a su cierre de campaña en la Plaza Lerdo, a quienes, al terminar, se les proporcionaron alimentos por órdenes del gobernador.
A pesar de los apoyos a Heberto y a Helí, el triunfo en la elección estatal de 1992 fue para Patricio Chirinos quien, para continuar con el hostigamiento a la élite política saliente, ordenó a su secretario de Gobierno que iniciara una cacería de brujas para atacar políticamente a todo aquel miembro del partido que se relacionara de manera directa con el exgobernador; por su parte, el poder ejecutivo federal hizo lo propio para desarticular a la élite política de Dante, pues apenas este abandonó la gubernatura de Veracruz, recibió el cargo de embajador en Italia.
Con Dante Delgado en el exilio, Patricio Chirinos se dispuso a establecer control sobre su camarilla política; para ello, José Luis Lobato Campos fue intimidado personalmente por Miguel Ángel Yunes, quien acudió al domicilio del exsecretario de Educación con un grupo de mercenarios para acusarlo de incitar a maestros de la Secretaría de Educación de Veracruz (sev) a tomar las instalaciones y bloquear la carretera. Por su parte, otros aliados de Dante que continuaban en cargos a la llegada de Chirinos también fueron asediados (Ravelo, 1995).
Para terminar con todo vestigio político del grupo encabezado por Dante, en las elecciones municipales de 1994 Chirinos y Yunes se encargaron de que todo aquel precandidato que tuviera alguna relación con el antiguo grupo quedara fuera de la lista de candidatos del pri. La decisión tomada creó una profunda crisis en la hegemonía priista de la entidad.
La migración como opción (y su repercusión)
La salida de Dante de la gubernatura trajo para él y para su grupo el inicio de una debacle política que se vio anunciada desde la designación de Chirinos como candidato. Las operaciones políticas del nuevo secretario de Gobierno lograron que los dantistas se vieran aislados de los espacios de toma de decisiones importantes mientras su líder fue enviado al exilio; sin embargo, la situación cambió cuando, en 1994, el candidato presidencial Ernesto Zedillo llamó a Dante para involucrarlo en la campaña presidencial del pri. A la llegada de Zedillo a la presidencia, hubo reacomodos en la clase política veracruzana:
Veracruz fue la entidad que más visitó el expresidente Salinas de Gortari; lo hizo en 50 ocasiones. Ahora son otros los tiempos; sin el respaldo de Los Pinos, confrontados Salinas y Zedillo, Chirinos se ve en el desamparo. En tanto, sus enemigos políticos se mueven. Miguel Alemán Velasco, el más fuerte aspirante a la gubernatura, que perdió frente a Chirinos, toma distancia: Fernando Gutiérrez Barrios concedió una inusual entrevista que El Sol de México destacó a ocho columnas, y Dante Delgado reaparece, triunfante, en una comisión presidencial en el conflictivo estado de Chiapas (Ravelo, 1995).
En 1994, Dante ocupó el despacho de la Secretaría de la Reforma Agraria y un año después Zedillo lo nombró comisionado para resolver el conflicto en Chiapas, iniciado por el levantamiento zapatista. Como encargado de resolverlo, Dante se caracterizó por practicar una forma de operar coercitiva. Su paso por Chiapas incluyó dos camionetas con costales de dinero destinados a entregarse de forma individual a zapatistas interesados en el recurso económico; el objetivo político fue debilitar el movimiento.
La estancia de Dante en la Secretaría de la Reforma Agraria habría continuado de no ser por un desencuentro con el presidente de la república, pues Dante exigió la renuncia del gabinete legal y ampliado debido al “mal manejo de la situación en Chiapas” (Camacho, 1996).
Cabe destacar que no fue el desempeño en la campaña la razón por la cual Dante recibió los cargos asignados: la titularidad de la Secretaría de la Reforma Agraria se dio por el compadrazgo que este tenía con el nuevo presidente. El fuerte lazo de amistad entre Zedillo y Dante inició durante el gobierno de Salinas de Gortari; en ese periodo Zedillo ocupó la Secretaría de Educación y, en una visita de este a la entidad veracruzana, acompañó al entonces gobernador en un vuelo sobre la sierra de Misantla. Un accidente en el helicóptero, que casi les cuesta la vida, forjó ese lazo de amistad que posteriormente los hizo compadres.
A pesar del ligero repunte que el grupo de Dante tuvo durante el gobierno zedillista, los tiempos no le permitieron un anclaje profundo en la política local, pues dos elementos habían cambiado el contexto político: sus cartas de presentación y sus alianzas políticas. Dante contaba con todas las cartas de presentación de un político tradicional; sin embargo, se habían cerrado las puertas gubernamentales para acceder a los espacios de toma de decisiones y, con ello, los espacios del grupo político que formó a Dante (Camp, 1996).
Cuando se rompió el lazo personal entre Zedillo y Dante, este último quedó desamparado y a expensas de un grupo político local ansioso por la revancha política. Para continuar en el juego político, Dante Delgado optó por la formación de un nuevo organismo político que retomara la bandera democrática; los reclamos de Dante al pri giraron alrededor de la exigencia de espacios democráticos.
Armando Méndez de la Luz sostuvo que su renuncia al pri tuvo que ver con una exigencia hecha en asamblea. Tanto Armando como Dante propusieron democratizar el organismo político en el plano local, permitiendo que fueran las bases del partido las que eligieran a sus líderes y a sus candidatos municipales; no obstante, la respuesta de la asamblea partidista fue negativa. Ante tal estado de cosas, Dante renunció al pri en el segundo semestre de 1996; los primeros políticos veracruzanos en respaldar la ruptura fueron los miembros de su grupo: Dulce Dauzón, José Luis Lobato Campos, Armando Méndez de la Luz, Adán Pérez Utrera y Rafael Hernández Villalpando; y, junto con ellos, sus subalternos.
Antes de la formación del nuevo organismo, Helí Herrera ofreció su partido como espacio para dar cobijo a los expriistas liderados por Dante. A pesar de su insistencia, la propuesta no llegó a concretarse, puesto que Dante se negó a liderar un partido que tuviera al socialismo dentro de sus siglas. Después de la negativa de Dante, y tras la pérdida del registro del pps, Helí Herrera y sus subordinados se sumaron al nuevo proyecto político.
La aventura de Convergencia por la Democracia había iniciado desde 1995, cuando Dante renunció a la Procuraduría Agraria y pensó en la formación de la Fundación Nacional para el Desarrollo (fnd). La idea de la organización se construyó de forma paralela al distanciamiento con el Partido Revolucionario Institucional.
El proyecto de la fnd fue bien recibido por personalidades de ideología nacionalista. En un primer momento participaron personajes como Cecilia Soto, excandidata presidencial del Partido del Trabajo (pt); Raúl Gutiérrez Lombardo, nieto del fundador del pps; Laida Sansores, senadora priista, y Rafael Loret de Mola, periodista. Las reuniones para formar la fnd fueron informales, y los asistentes no fueron más de 25. El proyecto se hizo público en un desplegado en el periódico El Universal en diciembre de 1996, donde firmaron 103 personalidades del mundo político y académico.
A pesar de las fricciones con las élites políticas locales y nacionales y de su renuncia al pri, Dante y su grupo permanecieron dentro de los márgenes permitidos en una disidencia priista. La situación dio un giro de 180 grados cuando el desplegado de El Universal presentó a un nuevo organismo en búsqueda de su registro ante el Instituto Federal Electoral (ife). El nuevo organismo portó como estandarte la crítica directa al régimen y a su política económica, la cual estaba a punto de cumplir su primera década. 
El discurso de Convergencia por la Democracia giró alrededor de dos ejes centrales; el más fuerte fue la lucha contra el régimen político presidencialista y autoritario, al que catalogaron como centralista. Convergencia por la Democracia propuso reemplazar el presidencialismo por un régimen de carácter democrático y legitimado en la fortaleza de sus grupos regionales. El segundo eje atacaba las políticas económicas implementadas desde el sexenio anterior. El nuevo partido buscó reactivar la planta productiva nacional: “El grupo Convergencia por la Democracia convoca a la elaboración de un nuevo proyecto político para el progreso, la estabilidad y la paz, que ayude a revertir los males causados por el actual modelo económico” (Soto, 1997: s. p.).
La respuesta del ejecutivo federal a la presentación pública de Convergencia fue contundente. El 17 de diciembre de 1996, dos días después de haber hecho oficial la solicitud de registro ante el ine, Dante Delgado fue aprehendido en la Ciudad de México con dos de sus colaboradores, Gerardo Poo Ulibarri y Porfirio Serrano, por los delitos de peculado, enriquecimiento ilícito y tráfico de influencias, entre otros; los ejecutores de la orden presidencial fueron Patricio Chirinos y Yunes Linares. Para ese momento, Convergencia por la Democracia pasó por su primer proceso de declinaciones; algunos de sus integrantes consideraron que el proyecto inicial se desvirtuó y que se convirtió en una especie de refugio de expriistas.
La estancia de Dante en el penal de Pacho Viejo se prolongó por año y medio. Su encarcelamiento provocó un adelgazamiento en las filas activas de Convergencia por la Democracia y el atrincheramiento en su estado natal, Veracruz. Méndez de la Luz, Rafael Hernández Villalpando y Adán Pérez Utrera, entre otros miembros originales del grupo de Dante, fueron los encargados de operar políticamente en la entidad para fortalecer el nuevo organismo.
Mientras tanto, José Luis Lobato Campos se hizo cargo de las finanzas de la organización; Rafael Hernández Villalpando fue el encargado de extender los vínculos políticos necesarios con el prd para que la organización participara en las elecciones de 1997; Helí Herrera hizo lo mismo con los antiguos cuadros políticos del extinto pps. Con dichos pactos se logró que las elecciones municipales de 1997 se convirtieran en las primeras donde participaron miembros de Convergencia, claro está, registrados por el prd. 25 expriistas identificados con el dantismo fueron registrados como candidatos. Uno de ellos fue Rafael Hernández Villalpando, quien compitió por la alcaldía de Xalapa (Morales, 1997).
A pesar de su conformación como partido político antagónico al régimen priista, Convergencia por la Democracia terminó por reproducir las prácticas políticas del viejo régimen. Dante Delgado Rannauro y su grupo injertaron en el nuevo organismo dosis de autoritarismo, nepotismo y uso indebido de los cargos públicos.
En el discurso, Convergencia por la Democracia buscó el beneficio social abogando por la socialización del sector económico del país; sin embargo, por contradictorio que parezca, la camarilla política de Dante en la entidad se constituyó como un grupo que combinó la labor pública con el desarrollo de empresas privadas. De entre los negocios del grupo dantista aparecen: Parque Memorial Bosques del Recuerdo, en Xalapa, fundado por José Luis Lobato y heredado a su hija Cinthya Lobato; y la empresa de producción de pan Panaderías Dauzón, de la familia Méndez de la Luz Dauzón.
Dante Delgado no quedó al margen del binomio política-empresa; la incursión de Dante en el plano empresarial rebasó los alcances de los negocios de sus subordinados. A lo largo de su carrera política en el pri, Dante Delgado fue acusado de favorecer sus negocios familiares gracias a los cargos públicos que ocupó. Su cargo como gobernador interino dio muestra de ello. El encarcelamiento de Dante obedeció a una revancha política más que a un compromiso con la justicia; no obstante, sirvió para evidenciar el mal uso de los cargos públicos durante su administración.
Desde su niñez hasta poco antes de su llegada al gobierno del estado, Dante Delgado perteneció a una familia de clase media del municipio de Orizaba. Hasta 1982, los negocios familiares apenas se conformaban por una ferretería de nombre Delva, establecida en Córdoba; sin embargo, tres años después, los hermanos Delgado Rannauro crecieron económicamente: en 1985, crearon la empresa Promociones El Marino y compraron el Hotel Marina, ubicado en Orizaba. Promociones El Marino, entre otras cosas, tuvo como uno de sus objetivos proporcionar servicios al sector público; en esa lógica, los hermanos de Dante crearon la empresa Transportes Especializados del Golfo de Veracruz, s. a. de c. v. Durante los cuatro años del gobierno de Dante, la compañía familiar figuró como una de las principales transportadoras de los materiales de construcción que Pronasol destinó a la entidad.
Como candidato a gobernador en 2016, Armando Méndez de la Luz recordó que, en el gobierno de Dante, “cada 30 centavos de un peso eran destinados a obra pública”. Esto quiere decir que el treinta por ciento del presupuesto público terminó en los negocios privados del exgobernador. Durante el cuatrienio dantista, el padre de Dante Delgado creó la empresa Cementos Veracruz s. a., por indicaciones del gobernador. Dicha empresa se convirtió en la única proveedora de cemento del programa nacional Solidaridad.
Durante el proceso de desarme de las empresas paraestatales iniciado por Salinas de Gortari, Dante vio la oportunidad de iniciar un negocio, después de que el gobierno del estado puso en venta tres de los ingenios azucareros más productivos de la entidad: San Pedro, San Francisco Naranjal y Fomento Azucarero del Golfo; la empresa que lo adquirió fue Grupo Zucro. La decisión de comprar los ingenios fue tomada por su asesor, el mismo exgobernador. Dentro de la lista de socios beneficiados con la compra aparecieron familiares de Delgado Rannauro.
Otro negocio en el que Dante logró posicionarse fue en el del azufre. Durante su gobierno, logró colocar como subdirector de Azufrera Panamericana a Gabriel Domínguez Portilla, quien renunció a su cargo como presidente municipal de Jáltipan (cargo asignado por Dante) para asumir la subdirección de la empresa. En el gobierno de Dante, Transportes Especializados del Golfo de Veracruz, s. a. de c. v. se convirtió en el medio de transporte de los productos de las azufreras estatales dirigidas por Azufrera Panamericana, de los ingenios comprados por el Grupo Zucro y de los materiales para obra pública adquiridos por el gobierno del estado de Veracruz, materiales en los que estaban incluidas toneladas de cemento comprado a Cementos Veracruz.
Las participaciones de Dante en las empresas favorecidas durante su gobierno fueron presentadas como pruebas del gobierno chirinista para ingresarlo al penal de Pacho Viejo; sin embargo, esa no fue la única ocasión en que el exgobernador se involucró en procedimientos ilícitos.
En una de sus dirigencias nacionales, Dante Delgado fue acusado de incumplimiento de acuerdo laboral por trabajadores del partido Convergencia por la Democracia, donde se destacó el adeudo de salarios. En otra denuncia del mismo año, se sumó el delito de peculado; en la acusación estaban en juego alrededor de 100 millones de pesos otorgados al partido para las elecciones de 2003 (Flores, 2018).
En el proceso de fraude en las finanzas del partido, otros de los implicados fueron José Luis Lobato Campos y su hijo, Lobato Calderón; este último tuvo que ser removido de su puesto partidista para reducir el descontento de los grupos internos. Años más tarde, la familia Lobato se vio implicada en otro fraude: el Parque Memorial Bosques del Recuerdo de su propiedad fue acusado de vender lotes de panteón inexistentes.
El último escándalo de la dirigencia nacional de Movimiento Ciudadano (nombre que adoptó el partido Convergencia por la Democracia a partir de 2011) del que se tiene registro fue el de la filtración del padrón electoral a empresas privadas en 2018, situación que ya se había reproducido en 2013. El Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (tepjf) emitió una multa de 61 millones de pesos al partido (2018).
Autoritarismo
En 1999, Convergencia por la Democracia recibió el registro del ife con el cual quedó constituido como un partido político nacional; varios fueron los elementos que permitieron demostrar que, lejos de consolidarse como un partido con nuevas formas, Convergencia vino a reproducir las prácticas autoritarias del priismo. Convergencia por la Democracia contó desde su aparición con componentes autoritarios encarnados en su líder natural, Dante Delgado.
Antes de su ruptura con la élite gobernante, Dante fue en el plano local un freno al avance democrático de 1988, en términos institucionales. Pronunció varios comentarios negativos sobre las protestas por el fraude electoral y, estando al frente de la Secretaría General de Gobierno, amenazó con hacer uso de la fuerza pública para “pacificar” a la población.
El resultado del proceso electoral de Veracruz puede dar muestra del poco compromiso democrático por parte del exgobernador Dante Delgado, quien, en declaraciones, después de la elección se detuvo a mencionar que “Veracruz históricamente siempre ha tenido elecciones pacíficas, el gobierno no utilizará la fuerza pública, pero tampoco permitirá que nadie recurra a la violencia como táctica política”. Esta declaración se antepone a las quejas presentadas por la oposición, entre todas ellas: robo de urnas, represión a perredistas por parte de elementos de seguridad pública, rellenado de urnas, acarreo, etcétera (Ravelo, 1992).
Las manos de Dante no solo intervinieron de forma oficial en las elecciones presidenciales. La noche del proceso, la Secretaría de Gobierno fue la encargada de la operación para secuestrar y desaparecer paquetes electorales; posteriormente, haciendo uso de todo el aparato gubernamental, llevó a cabo el llenado de nuevas actas de escrutinio y cómputo que favorecieran al candidato del Partido Revolucionario Institucional. 
Cuando Dante llegó a la gubernatura, los ataques contra la democracia pasaron al campo legal. El gobierno del estado de Veracruz se preparó para entorpecer al Frente Democrático Nacional en su participación en las elecciones locales del estado. En dicho proceso se renovaron las autoridades locales de los 203 municipios: “Por interpretación del artículo 82 del ceev, el bloque oficialista en la Comisión Estatal Electoral (cee) resolvió que, en los casos de candidaturas comunes, los votos otorgados a los diferentes partidos no podrían ser sumados” (Beltrán, 1989: 25).
El carácter poco democrático del fundador de Convergencia por la Democracia impidió que las prácticas autoritarias se terminaran con la creación de este nuevo organismo. Las prácticas antidemocráticas que Dante desarrolló durante su formación política en el priismo continuaron en la dirigencia del nuevo partido político, y los acuerdos cupulares en el organismo iniciaron desde la aparición de este, pues las prácticas impositoras se inauguraron con la designación de Romeo Ruiz Armenta como dirigente nacional. Tanto Romeo como su esposa, Layda Sansores, políticos campechanos, contaban con una larga historia de amistad con Dante; la cercanía los llevó a visitarlo en el penal de Pacho Viejo durante su encarcelamiento (Morales, 1997: 33).
La dirigencia estatal de Convergencia por la Democracia siguió la misma receta para asignar los cargos partidistas. El estado de Veracruz sirvió como bastión para el nuevo partido y los encargados de darle estructura fueron las personas más cercanas a Dante. Tanto Méndez de la Luz como José Luis Lobato Campos, entre otros, lograron organizar la primera alianza política que los incorporó en la participación electoral. En las elecciones municipales de 1997, el prd registró como candidatos a miembros del grupo de Convergencia. En cuatro ciudades importantes el prd ganó con candidatos expriistas allegados a Dante: Armando C. Rotter Maldonado por Coatzacoalcos, Rafael Hernández Villalpando por Xalapa, Amado Guzmán García por Minatitlán y Alfredo Huerta León por Tuxpan (Morales, 1997); sin embargo, la asignación de dichas candidaturas se realizó sin que la militancia de Convergencia y del prd tuvieran injerencia política.
Liderazgo y subordinación
La forma en que se constituyó la dirigencia grupal de Convergencia demostró que su líder no pretendió perder el control del partido en su estado natal. Ante dicha situación, la camarilla de Dante ideó fórmulas para matizar sus constantes candidaturas. A partir de su interpretación de “democracia”, Dante y su grupo buscaron dividir entre titulares y suplentes los puestos de elección popular alcanzados: en el plano legislativo, Dante y Méndez de la Luz dividieron la senaduría alcanzada en el año 2000 en espacios de tres años; la misma mecánica fue utilizada para la lxii legislatura estatal, donde Méndez de la Luz de 2011 a 2012 ocupó su curul.
Los puestos que Convergencia le aseguró a Méndez de la Luz fueron los de la vicepresidencia de la mesa directiva en la lxii legislatura del estado de Veracruz, la constante dirigencia del partido en el estado, su presencia en el senado en las legislaturas lviii y lix y su candidatura a gobernador en las elecciones de 2016. Hasta 2018, Méndez de la Luz continuaba siendo parte de la coordinación operativa estatal del partido.
Dulce María Dauzón logró hacerse de espacios antes de que Convergencia obtuviera el registro ante el ife. Con la victoria de Rafael Hernández Villalpando en la alcaldía de Xalapa, Dauzón se integró como regidora. Dicho puesto fue ocupado hasta el final de esa administración. En los años en que Convergencia por la Democracia se transformó en Movimiento Ciudadano, Dauzón jugó un papel esencial en la entidad: mientras su esposo se encontraba en la legislatura local, Dulce formó parte del órgano colegiado que dirigiría el partido en Veracruz; este espacio lo compartió con otros de los allegados a Dante.
En las elecciones municipales de 2013, Dauzón consiguió la candidatura de su partido para competir por la presidencia municipal de Xalapa. En dicha planilla aparecían personajes como José Luis Lobato Campos como suplente y Leticia Delgado como regidor primero (Reveles, 2003); estos dos últimos fueron evidentes contrapesos creados por Dante ante la presencia estatal de Armando y Dulce, pues, en conjunto, el matrimonio Méndez de la Luz-Dauzón buscó extender su control político con la participación de sus familiares en puestos públicos. En la planilla de Dulce Danzón para la alcaldía de Xalapa aparecieron Dulce María Méndez de la Luz Dauzón, hija del matrimonio, y Tomás Hugo Méndez Lara, primo de Méndez de la Luz: la primera como suplente de regidor primero y el segundo como regidor 12o. propietario (Guerrero, 2013). Dulce María Méndez de la Luz Dauzón alcanzó en las pasadas elecciones federales de 2018 una curul plurinominal en la cámara de diputados, representando a Movimiento Ciudadano.
Helí Herrera también ha permanecido en el juego político dentro del partido. Siendo uno de los fundadores de Convergencia, tuvo participación constante en la dirigencia estatal del partido; además, participó en el proceso electoral local de 2016 como candidato a diputado local por el distrito de Perote. Después de esa candidatura, no volvió a buscar un puesto de elección popular; sin embargo, respaldó las candidaturas de personas de su confianza. En el proceso electoral municipal de 2017 apoyó como candidato municipal en su natal Altotonga a Ernesto Ruiz Flandes (Rojas, 2017); en el proceso de 2018 la candidatura a diputación por el distrito de Perote fue para Ivonne Trujillo Ortiz, mujer de confianza de Helí y nativa de la misma región.
José Luis Lobato Campos dirigió el partido Convergencia en la entidad veracruzana y saltó a la escena nacional cuando Dante, como presidente nacional del partido, lo nombró secretario de finanzas del organismo; tras su participación en finanzas fue electo senador para el periodo 2006-2012. Lobato Campos, al igual que Méndez De la Luz, procuró abrir espacios políticos para sus hijos: su hijo varón, por ejemplo, José Luis Lobato Calderón, acompañó a su padre en la administración de los recursos de Convergencia, y su hija, Cinthya Lobato Calderón, continúa con un papel activo en la política.
Durante la primera década del partido naranja, Lobato Calderón participó en la lx legislatura estatal. A pesar del lazo familiar con su padre y la amistad con Helí, Dante y Méndez de la luz, Cinthya Lobato Calderón renunció al partido Convergencia en 2007. Con su renuncia, el partido se quedó sin representación en el congreso local y, tras su partida, se acercó al Partido Acción Nacional, desde donde convocó a una alianza para sacar al pri del gobierno municipal de Xalapa, alianza en la que ella sería la candidata.
Después de un intento fallido de acercar a Convergencia y al pan, Cinthya se convirtió en la candidata del pan a la alcaldía de Xalapa. Tras su derrota en la contienda, continuó en Acción Nacional, donde obtuvo nuevos cargos de elección. A partir de la incursión total del yunismo en el pan estatal, Lobato Calderón se convirtió en antagonista de la nueva dirigencia, y en 2018 renunció a la militancia del pan para incorporarse a la bancada de Morena en el congreso local.
Rafael Hernández Villalpando fue uno de los primeros beneficiados con la aparición de Convergencia. En 1997 ganó con un amplio margen de votos la alcaldía de Xalapa. En 1999, antes de concluir su mandato, Villalpando tuvo que escapar tras una orden de arresto por bigamia, acusación orquestada desde el gobierno estatal; cinco años después, Villalpando volvió a la ciudad de Xalapa, esta vez distanciado del partido de Dante y buscando un acercamiento con el Partido Acción Nacional.
Sin obtener participación en Acción Nacional, Villalpando buscó la reincorporación al dantismo haciendo uso de su amistad con Dante, búsqueda que rindió frutos, pues fue designado por Dante como delegado de Movimiento Ciudadano en el estado de Quintana Roo en el periodo 2014-2016. Los liderazgos estatales del partido presentaron fuertes acusaciones al cargo de Villalpando, pues consideraron que este desconocía la entidad y que su cargo era producto de una imposición de Dante.
La dirigencia estatal de un grupo en específico no significó en lo más mínimo una autonomía política en relación con el poder central ejercido por Dante. Para entenderlo basta con hacer una revisión del proceso electoral de 2018, donde las posturas de los dirigentes estatales Helí Herrera y Méndez de la Luz quedaron rebasadas por la decisión de Dante.
Tras cerrársele las puertas en Morena, Dante dio un giro político para ir en alianza con el prd y el pan. La dirigencia estatal de Movimiento Ciudadano se opuso a que dicha alianza se reprodujera en la entidad para la elección de gobernador; a pesar de ello, en un desayuno en la Ciudad de México, Dante acordó con Ricardo Anaya, candidato presidencial, el respaldo de Movimiento Ciudadano en Veracruz a Miguel Ángel Yunes Márquez, precandidato a gobernador por el pan. El candidato natural, Méndez de la Luz (quien ya había competido dos años atrás), tuvo que ceder su lugar al candidato blanquiazul; a cambio del respaldo, Dante logró colocar a siete políticos de su confianza como candidatos a diputados en distritos de presencia fuertemente panista; a la par, consiguió el compromiso de ceder a Movimiento Ciudadano dos de las secretarías en el ejecutivo estatal, de ganar la elección.
Dicho sea de paso, los dirigentes estatales de Movimiento Ciudadano nunca participaron en algún mitin encabezado por el candidato a gobernador; por el contrario, ante fricciones con los militantes del pan y del prd, se enfocaron en la defensa de sus candidatos a diputados.
La capacidad autoritaria de Dante fue evidente en la defensa de sus propias candidaturas. Después de su salida del pri, participó tres veces en procesos electorales de la entidad: la primera en 2004 como candidato a gobernador, la segunda en 2006 como candidato a senador y la tercera en 2010 nuevamente como candidato a gobernador: cada una de estas candidaturas tuvo como antesala una lucha entre los precandidatos de las distintas agrupaciones políticas que conformaron las coaliciones.
En 2004, el político que perdió la candidatura ante Dante fue el perredista Miguel Elías Moreno Brizuela (López, 2004). La decisión tomada por el prd estatal arrojó reclamos de dirigentes del partido en la entidad por considerar que el prd no podía apoyar a un candidato con un pasado corrupto como el de Dante. A la par, recordaron los años en que el mismo Dante, siendo gobernador interino, reprimió al recién nacido sol azteca.
La selección del candidato a gobernador para la elección estatal de 2010 reflejó lo cupular de la toma de decisiones entre los partidos que integraron la alianza que volvió a postular a Dante. Sergio Rodríguez Cortés, dirigente perredista en la entidad, acusó que la candidatura de Delgado era un pacto entre este y la dirigencia nacional del prd, encabezada por Jesús Ortega y secundada por Manuel Camacho Solís, donde no se habían tenido en cuenta las bases estatales del partido. Según Rodríguez Cortés, Ortega entregó la candidatura a Dante a cambio del apoyo que este le dio al prd a nivel nacional (Carmona, 2010). Tanto en 2004 como en 2010, Dante ocupó el tercer lugar en las preferencias electorales. Algo que no pasó desapercibido fue que en las dos elecciones Dante encontró el camino libre para alcanzar la precandidatura de su partido recibiendo el respaldo total de su grupo en la entidad.
En el intermedio de las elecciones estatales de 2004 y 2010, Dante participó en el proceso electoral federal 2006 como candidato a senador encabezando la alianza entre prd, pt y Convergencia que tuvo como candidato presidencial a Andrés Manuel López Obrador. La candidatura de Dante se obtuvo bajo la misma lógica: entregó su partido a López Obrador a cambio de recibir para él una candidatura. El efecto López Obrador pegó de manera positiva a Dante, quien llegó al senado gracias al flujo de votos hacia la coalición del candidato presidencial.
Conclusiones
Los fenómenos políticos no pueden ser estudiados de manera aislada, los cambios dados en el sistema político mexicano son agentes que interactúan entre sí. A pesar de que existen otros elementos dentro del proceso estudiado, el cambio, la migración y la reproducción política van de la mano. El proceso de pluralización del sistema de partidos mexicano definió la viabilidad del fenómeno del transfuguismo y, a la par, le proporcionó un sentido peyorativo. La inexistencia de una clase política opositora y la pluralización de las élites políticas internas al pri definieron la naturaleza del proceso de pluralización del sistema partidista mexicano. Los partidos políticos opositores que carecían de personal para llenar las estructuras gubernamentales disponibles vieron en las élites políticas del sistema una posibilidad de consolidarse como fuerza política real.
Las élites políticas del pri iniciaron un proceso de migración hacia los nuevos espacios políticos que aparecieron con la pluralización del sistema de partidos: con ello, los partidos políticos opositores priorizaron en sus candidaturas a los tránsfugas venidos del pri. La falta de proyectos alternativos se atribuyó directamente al fenómeno del transfuguismo político, y el reproche social al mismo se construyó con una sola frase: “Todos son iguales”. Después de tres décadas, el imaginario colectivo estableció una relación bilateral entre los intereses personales de las élites políticas y el transfuguismo político.
A la par, las dinámicas establecidas entre los nuevos organismos y los migrantes políticos impactaron de manera negativa en la idea de un sistema de partidos políticos plural. La identificación de los mismos grupos políticos en diversos organismos políticos repercutió en la aceptación social del aparato partidista. La era democrática de un régimen político se vio manchada por la imposibilidad de abrir liderazgos partidistas a élites políticas no formadas en la clase política del sistema. La migración política de las últimas décadas se dio a la par de un proceso de neoliberalización del Estado mexicano, y el ascenso de élites políticas tecnocráticas a los espacios de toma de decisiones importantes cerró las puertas a las élites políticas tradicionales; estas vieron en el nuevo sistema de partidos una posibilidad para arrebatar el poder a los grupos con nuevos perfiles.
La sociedad mexicana presenció un sistema de partidos dividido entre un partido oficial con un nuevo proyecto económico, por un lado, y un grupo de partidos opositores liderados por miembros de la misma clase política del sistema que rescataban el proyecto económico desechado por las élites políticas tecnocráticas, por el otro. La búsqueda del beneficio a la población constituyó un elemento secundario; las élites políticas tecnocráticas ascendieron a los espacios de toma de decisiones importantes desde la burocracia federal y el nulo vínculo con los grupos gobernados permitió la aplicación de un proyecto político abiertamente favorable para las élites económicas. El proyecto económico de las élites políticas tradicionales contó con un carácter social debido a su fuente de legitimidad. Formadas en los cargos de elección popular, las élites políticas tradicionales crearon compromisos políticos con sectores populares, campesinos y obreros. Dichos grupos exigieron a los partidos opositores políticas sociales diferenciadas del proyecto neoliberal.
La diferenciación entre élites políticas neoliberales y élites políticas tecnocráticas se dio en el ámbito económico; el ámbito político demostró un proceso contrario al anterior. A pesar de que la pluralización de las élites políticas y la pluralización del sistema de partidos mexicano se dieron en un proceso de transición a la democracia, los partidos que accedieron a espacios de poder en la era democrática no contaron con una élite política democrática que cambiara las dinámicas establecidas por la clase política del sistema. Gracias a la migración de las élites políticas desplazadas, los nuevos organismos se convirtieron en microespacios políticos donde se reprodujeron las prácticas políticas del sistema. Así, el nuevo sistema de partidos quedó marcado como una configuración democrática estructurada y colonizada por élites políticas antidemocráticas.
Convergencia por la Democracia se fundó con dos cimientos centrales: la lucha contra las políticas neoliberales y la oposición al régimen presidencialista y central. Dichos cimientos vinieron a dar la justificación adecuada a la aparición de este nuevo proyecto político; sin embargo, estos tenían una raíz más profunda, radicada en las causas del desplazamiento de esta élite política y en los nuevos espacios para tomar fuerza. Sin embargo, la idea del arraigo social queda desvirtuada.
Tanto los grupos tradicionales como los tecnocráticos carecen de un verdadero respaldo social. La ausencia de una base social que los respalde fue sustituida por las alianzas con los liderazgos políticos locales. Los políticos tradicionales, al ser formados en las bases partidistas y contar con una carrera política ligada a los puestos de elección popular, forman una relación con los liderazgos políticos locales, lo cual les permite un mayor control de la estructura partidista. Los tecnócratas, al ser posicionados por la cúpula y tener una carrera en la burocracia federal, carecen del reconocimiento natural de las bases.
Lejos de establecer nuevas reglas de juego, Convergencia por la Democracia terminó por involucrarse en las dinámicas tradicionales de la clase política. Sin profundizar al grado esperado, observamos elementos antidemocráticos, decisiones cupulares y prácticas de corrupción vinculadas a intereses económicos.
La lucha contra el neoliberalismo era personal. Más que en pro del bienestar social, dicho proyecto político había sido impulsado por grupos que, a la par, se apoderaron del partido y del gobierno, dejando sin influencia a otros, entre ellos a los fundadores de Convergencia. La bandera de la abolición del régimen presidencialista y del centralismo era un tanto discursiva y un tanto con intencionalidad. Discursiva porque, en la práctica, Convergencia por la Democracia se ha distinguido por ser un organismo político antidemocrático en su interior, comandado por un solo hombre; con intencionalidad porque Dante da concesiones a grupos locales en la medida en que se alcancen a cumplir los intereses que al líder convengan.
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12 http://www.populismus.gr/wp-content/uploads/2015/05/interventions3-balibarpdf y https://www.liberation.fr/debats/2017/01/03/populisme-au-miroir-americain1538875.

13 Fassin lo tiene también presente, pero no lo convence.

14 http://www.contretemps.eu/raison-populiste-impasses-laclau/?fbclid=IwAR0-SsrsSQFgu6CJ43sirGZs4D-cHaGERCeRtvenB1XtxcoFdAQ9a0XF6Y.

15 Idem.

16 Idem.

17 Véase, entre otros, Dominico Losurdo y Enzo Traverso, https://www.cairn.info/revue-actuel-marx-2004-1-page-115.htm y https://www.persee.fr/doc/homso_0018-4306_1998_num_129_3_2963.

18 Véase Quijano: http://biblioteca.clacso.edu.ar/clacso/se/20140507042402/eje3-8.pdf.

19 http://caece.opac.com.ar/gsdl/collect/apuntes/index/assoc/HASH0115/19607219.dir/doc.pdf.

20 Se ha utilizado el concepto de movimiento social para referirse a aquellas protestas y movilizaciones que logran articular diversos sectores. Movimientos llamados centrales, como el movimiento ferrocarrilero de 1958-1959 o el movimiento de 1968.

21 El proceso autonómico de Cherán inició en 2011 con la creación del Consejo Mayor del Gobierno Comunal de Cherán. Este Consejo tuvo como objetivo articular a la comunidad en contra del crimen organizado y de las injusticias hacia los comuneros, promovidas también por los partidos políticos. Este proceso autonómico se basa en tres aspectos: la seguridad, la justicia y la reconstitución del territorio (Gómez, 2017).

22 La justicia de Estados Unidos detuvo a García Luna, exsecretario de Seguridad Pública en el gobierno de Felipe Calderón, acusándolo de vínculos con el cártel de Sinaloa y fincándole cargos por traficar cocaína y hacer declaraciones falsas. Se argumenta que era uno de los funcionarios que recibieron sobornos del cártel de Sinaloa.

23 “El sexenio de Felipe Calderón Hinojosa sumó 15.9 millones de mexicanos a la pobreza medida únicamente por ingresos –la medición oficial hasta 2008–, ya que en 2006 había 45.5 millones y para 2012 se llegó a 61.4 millones, esto es, 52.3 por ciento de la población, reportó el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval)” (Enciso, 2013).

24 El fracking es una técnica de explotación petrolera que, además de utilizar grandes cantidades de agua combinada con sustancias químicas, impacta en la salud de las poblaciones cercanas a los lugares de explotación y desvía el agua de los mantos acuíferos. En 2010, 76% (1 737) de los pozos existentes en el Paleocanal de Chicontepec se implementó con esta técnica (Urbina, 2021). También entre 2000 y 2010 (década panista) las empresas mineras, la mayoría extranjeras, se apropiaron del doble del oro extraído durante la Colonia: 380 toneladas de oro y 28 274 toneladas de plata extraídas, frente a 182 y 53 500 toneladas, respectivamente, en los tres siglos pasados (Zúñiga y González, 2011).

25 El ciclo de protestas de la Primavera Árabe estuvo articulado por rebeliones principalmente de jóvenes que cuestionaban las autocracias de buena parte del mundo árabe: Egipto, Marruecos, Argelia, Túnez. Aunque fueron procesos muy complejos, estos quedaron aparentemente truncados con la instauración de nuevas dictaduras. También se produjeron movilizaciones de jóvenes en la Europa occidental –“los Indignados de España”, quienes reivindicaban problemas de carácter económico, y los antiausteridad en Grecia– y en Estados Unidos, como los ocupas de Wall Street, entre otros (González, 2012).

26 El balance en términos de procuración de justicia en el combate a la corrupción es negativo. Al final del sexenio, México termina en el cuarto lugar del Índice Global de la Impunidad, con una cifra negra (de delitos no denunciados o que no derivaron en averiguación previa) de 93.6% y con innumerables escándalos de corrupción al más alto nivel sin atender (gobernadores, colaboradores cercanos al presidente, entre otros).

27 Cuando menciono que la violencia estructuró lo social, me refiero a manifestaciones de las violencias percibidas en todos los ámbitos de la sociedad a través de los medios de comunicación: desapariciones forzadas, secuestros y desamparo de la ciudadanía. El miedo se volvió un elemento principal de la vida cotidiana.

28 Existe una extensa bibliografía sobre los temas del totalitarismo, los estados de excepción, las dictaduras y el autoritarismo. Por ejemplo, el texto clásico de Hanna Arendt (1998) sobre el totalitarismo alemán, tomando como antecedente los procesos de colonización de países como Inglaterra y Holanda, para terminar caracterizando el nazismo; los textos de Claude Lefort (1988), en los que el autor cuestiona el proceso del Uno en el estalinismo y la Europa del Este. Para América Latina, hay textos clásicos que definen los fascismos y los estados de excepción, textos de Ruy Mauro Marini (1991), Theotonio Dos Santos (1978) y Agustín Cueva (2004), por mencionar algunos autores representativos. Un punto de partida para caracterizar el autoritarismo son los elementos que plantea Juan Linz (2000) sobre los regímenes autoritarios; estos tienen un pluralismo limitado, existen algunas élites vinculadas a un centro de poder monista pero no monolítico; en cambio, los regímenes totalitarios se caracterizan por una ideología totalitarista, un partido único comprometido con esta ideología y dirigido por una persona, una policía secreta muy desarrollada y el control monopólico de los medios de comunicación y de todas las organizaciones.

29 La región del Uxpanapa se sitúa entre los municipios de Minatitlán y Jesús Carranza. Fueron 13 poblados de indígenas y campesinos los que se fundaron y se vieron afectados por la construcción de la presa Cerro de Oro, pasando a ser territorialmente parte del municipio de Minatitlán.
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